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l. DE LAS DISPOSICIONES GENERALES 

Artículo lo .  Del objeto. La presente Ley tiene 
por objeto disponer las reglas y principios que rigen 
los contratos de las entidades estatales y los que 
celebren los particulares a nombre del Estado en 
virtud de adscripciones o delegaciones especiales o 
para el desarrollo de las funciones públicas que la ley 
o las entidades estatales les hayan encomendado. 

Artículo 2o. De Ja definición de entidades, servi­
dores y servicios públicos. Para los solos efectos de 
esta ley: 

1 .  Se denominan entidades estatales 

a) La Nación, las regiones, los departamentos, 
las provincias, el distrito capital y los distritos espe­
ciales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de 
municipios , los territorios indígenas y los munici­
pios; así como los establecimientos públicos, las 
empresas industriales y comerciales del Estado, las 
sociedades de economía mixta, las entidades descen­
tralizadas indirectas y las demás personas jurídicas 
en las que el Estado tenga participación mayoritaria,  
cualquiera sea la denominación que ellas adopten, 
en todos los órdenes y niveles; 

b) El Senado de la República, la Cámara de Re­
presentantes, el Consejo Superior de la Judicatura, 
la Fiscalía General de la Nación, la Contraloría Ge­
neral de la República, la Procuraduría General de la 
Nación, la Registraduría Nacional del Estado Civil , 
las superintendencias, los departamentos adminis­
trativos ,  las unidades administrativas especiales y ,  
en  general, los organismos o dependencias del Esta­
do a los que la ley otorgue capacidad para celebrar 
contratos; 

El Congreso de Colombia, 

DECRETA: 

c) Los particulares a que se refiere el artículo 
anterior. 

2. Se denominan servidores públicos 

a) Las personas naturales que prestan sus servi­
cios dependientes a los organismos y entidades de 
que trata este artículo; 

b) Los miembros de las corporaciones públicas 
que tengan capacidad para celebrar contratos en re­
presentación de éstas; 

c) Quienes presten servicios dependientes a las 
personas de derecho privado a que se refiere el ar­
tículo anterior, siempre que cumplan funciones pú­
blicas en virtud de adscripciones o delegaciones es­
peciales . 

3 .  Se denominan servicios públicos los que están 
destinados a satisfacer necesidades colectivas en for­
ma general , .permanente y continua, bajo la direc­
ción, regulación y control del Estado, así como 
aquéllos mediante los cuales el Estado busca preser­
var el orden y asegurar el cumplimiento de sus fines. 

Artículo 3o. De Jos fines de Ja Contratación Esta­
tal. Los servidores públicos tendrán en considera­
ción que ai celebrar contratos y con la ejecución de 
los mismos, las entidades buscan el cumplimiento de 
los fines estatales, la continua y eficiente prestación 
de los servicios públicos y la efectividad de los 
derechos e intereses de los administrados que cola­
boran· con ellas en la consecución de dichos fines . 

Los particulares, por su parte, tendrán en cuenta al 
celebrar y ejecutar contratos con las entidades estata­
les que, además de la obtención de lucro y ganancias 
de tipo econóinico cuya protección garantiza el Esta­
do, colaboran con ellas en el logro de sus fines y 

cumplen una función social que, como tal, implica 
obligaciones. 

Artículo 4o. De Jos derechos y deberes de las 
entidades estatales. Para la consecución de los fines 
de que trata el artículo anterior, las entidades esta­
tales: 

1 .  Exigirán del contratista y de su garante la eje­
cución idónea y oportuna del objeto contratado. 

2. Adelantarán las gestiones necesarias para el 
reconocimiento y cobro de las sanciones pecuniarias 
y garantías a que hubiere lugar. 

3 .  Solicitarán la actualización o la revisión de los 
precios cu.ando se produzcan fenómenos que alteren 
en su contra el equilibrio económico o financiero del 
contrato . 

4. Adelantarán revisiones periódicas de las obras 
ejecutadas, servicios prestados o bienes suministra­
dos , para verificar que ellos cumplan con las condi­
ciones de calidad ofrecidas por los contratistas, y 
promoverán las acciones de responsabilidad contra 
éstos y sus garantes cuando dichas condiciones no se 
cumplan . 

5 .  Adelantarán las acciones conducentes a obte­
ner la indemnización de los daños que sufran en 
desarrollo o con ocasión del contrato celebrado. 

6. Sin perjuicio del llamamiento en garantía, re­
petirán contra los servidores públicos, contra el con­
tratista o los terceros responsables, según el caso, 
por las indemnizaciones que deban pagar como con­
secuencia de la actividad contractual . 

7. Adoptarán las medidas necesarias para mante­
ner durante el desarrollo y ejecución del contrato las 
condiciones técnicas , económicas y financieras exis­
tentes al momento de cotizar o de contratar, según el 
caso, que hubieren servido como fundamento o base 
de los términos de contratación acordados .  Para ello, 
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utilizarán los mecanismos de ajuste y revisión de 
precios; acudirán a los procedimientos de revisión y 
corrección de tales mecanismos si fracasan los su­
puestos o hipótesis para la ejecución y pactarán inte­
reses moratorios . 

Sin perjuicio de la actualización o revisión de 
precios, en caso de no haberse pactado intereses 
moratorios, se aplicará la tasa equivalente al doble 
del interés legal civil sobre el valor histórico actuali­
zado. 

8 .  Actuarán de tal modo que por causas a ellas 
imputables, no sobrevenga una mayor onerosidad en 
el cumplimiento de las obligaciones a cargo del 
contratista. Con este fin, en el menor tiempo posi­
ble, corregirán los desajustes que pudieren presen­
tarse y acordarán los mecanismos y procedimientos 
pertinentes para precaver o solucionar rápida y efi­
cazmente las diferencias o situaciones litigiosas que 
llegaren a presentarse. 

Artículo So. De Jos derechos y deberes de Jos 
contratistas. Para la realización de los fines de que 
trata el artículo 3°, los contratistas: 

1 . Tendrán derecho a recibir oportunamente la 
remuneración pactada y a que el valor intrínseco de 
la misma no se altere o modifique durante la vigencia 
del contrato. En consecuencia, la administración 
directamente les restablecerá la ecuación surgida al 
momento del nacimiento del contrato, si llegare a 
alterarse en razón del incumplimiento de la entidad o 
por la ocurrencia de situaciones imprevistas que no 
sean imputables a los contratistas. 

2. Colaborarán con las entidades contratantes en 
lo que sea necesario para que el objeto contratado se 
cumpla y que éste sea de la mejor calidad; acatarán 
las órdenes que durante el desarrollo del contrato 
ellas les impartan y, de manera general , obrarán con 
lealtad y buena fe en las distintas etapas contractua­
les, evitando las dilaciones y entrabamientos que 
pudieran presentarse. 

3. Podrán acudir a las autoridades en búsqueda de 
la protección de los derechos derivados del contrato 
y de la sanción para quienes los desconozcan o 
vulneren . 

Las autoridades no podrán condicionar la partici­
pación en licitaciones o concursos, ni la adjudica­
ción, adición o modificación de contratos, como 
tampoco la cancelación de las sumas adeudadas al 
contratista, a la renuncia, desistimiento o abandono 
de peticiones , acciones, demandas y reclamaciones 
por parte de éste. 

4. Garantizarán la calidad de los bienes y servi­
cios contratados y responderán por ello. 

5. No accederán a peticiones o amenazas de quie­
nes actúen por fuera de la ley con el fin de obligarlos 
a hacer u omitir algún acto o hecho. 

Cuando se presenten tales peticiones o amenazas , 
los contratistas deberán informar inmediatamente de 
su ocurrencia a la entidad contratante y a las demás 
autoridades competentes para que ellas adopten las 
medidas y correctivos que fueren necesarios . El in­
cumplimiento de esta obligación y la celebración de 
los pactos o acuerdos prohibidos dará lugar a la 
declaratoria de caducidad del contrato. 

"Artículo 60. De Ja capacidad para contratar. 
Pueden celebrar contratos con las entidades estata­
les las personas consideradas legalmente capaces en 
las disposiciones vigentes. También podrán celebrar 
contratos con las entidades estatales , los consorcios 
y uniones temporales los que, para los únicos efectos 
relacionados con el contrato, tendrán personalidad 
jurídica. 

Artículo 7o. De Jos consorcios y uniones tempo­
rales. Para los efectos de esta ley, se entiende por: 

1 .  Consorcios. Cuando dos o más personas en 
forma conjunta presentan una misma propuesta para 
la adjudicación, celebración y ejecución de un con­
trato, respondiendo solidariamente de todas y cada 
una de las obligaciones derivadas de la propuesta y 
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del contrato. En consecuencia, las actuaciones , he­
chos y omisiones que se presenten en desarrollo de la 
propuesta y del contrato , afectarán a todos los miem­
bros que lo conforman. 

2. Unión temporal. Cuando dos o más personas 
en forma conjunta presentan una misma propuesta 
para la adjudicación , celebración y ejecución de un 
contrato, respondiendo solidariamente por el cum­
plimiento total de la propuesta y del objeto contrata­
do, pero las sanciones por el incumplimiento de las 
obligaciones derivadas de la propuesta y del contrato 
se impondrán de acuerdo con la participación en la 
ejecución de cada uno de los miembros de la unión 
temporal . 

Parágrafo l o .  En los casos en que se conformen 
sociedades bajo cualquiera de las modalidades pre­
vistas en la ley con el único objeto de presentar una 
propuesta, celebrar y ejecutar un contrato estatal , la 
responsabilidad y sus efectos se regirán por las dis­
posiciones previstas en esta ley para los consorcios. 

Parágrafo 2o . En los pliegos de condiciones o 
términos de referencia, se precisará si se pueden 
presentar propuestas y celebrar y ejecutar el contrato 
bajo la modalidad de consorcios o uniones tempo­
rales . 

En estos eventos , los proponentes indicarán si su 
participación es a título de consorcio o unión tempo­
ral, y, en este último caso, señalarán los términos y 
extensión de la participación en la propuesta y en su 
ejecución, los cuales no podrán ser modificados sin 
el consentimiento previo de la entidad estatal contra­
tante. 

Parágrafo 3o. Para efectos impositivos , a los 
consorcios y uniones temporales se les aplicará el 
régimen previsto en el Estatuto Tributario para las 
sociedades , pero, en ningún caso, estarán sujetos a 
doble tributación. 

Artículo 80. De las inhabilidades e incompatibili­
dades para contratar. 

1 .  Son inhábiles para participar en licitaciones o · 

concursos y para celebrar contratos con las entidades 
estatales: 

a) Las personas que se hallen inhabilitadas para 
contratar por la Constitución y las leyes; 

b) Quienes participaron en las licitaciones o con­
cursos o celebraron los contratos de que trata el 
literal anterior estando inhabilitados; 

c) Quienes dieron lugar a la declaratoria de cadu­
cidad; 

d) Quienes en sentencia judicial hayan sido con­
denados a la pena accesoria de interdicción de dere­
chos y quienes hayan sido sancionados disciplinaria­
mente con destitución; . 

e) Quienes sin justa causa se abstengan de suscri­
bir el contrato estatal adjudicado; 

f) Los empleados oficiales. 
Las inhabilidades a que se refieren los literales b) , 

c) , d) y e) , se extenderán por un término de cinco ( 5) 
años contado a partir de . la fecha de ejecutoria del 
acto que declaró la caducidad, de la sentencia que 
impuso la pena, del acto que dispuso la destitución, 
o de la ocurrencia del hecho de la participación en la 
licitación o concurso, o de la celebración del contra­
to, o de la expiración del plazo para su firma. 

2. Tampoco podrán participar en licitaciones o 
concursos , ni celebrar contratos estatales con la enti­
dad respectiva: 

a) Quienes fueron miembros de la junta o consejo 
directivo o servidores públicos de la entidad contra­
tante. Esta incompatibilidad sólo comprende a quie­
nes desempeñaron funciones en los niveles directi­
vo, asesor o ejecutivo y se extiende por el término de 
un ( 1 )  año, contado a partir de la fecha del retiro; 

b) Las personas que tengan vínculos de parentes­
co hasta el segundo grado de consanguinidad o afini­
dad o civil con los servidores públicos de los niveles 
directivo, asesor o ejecutivo o los miembros de la 
junta o consejo directivo; 
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c) El cónyuge, compañero o compañ1era del ser­
vidor público en los niveles directivo, asesor o eje­
cutivo, o de un miembro de la junta o consejo direc­
tivo; 

d) Las corporaciones , asociaciones , fundaciones 
y las sociedades anónimas que no tengan el carácter 
de abiertas , así como las sociedades de responsabili­
dad limitada, y las demás sociedades de ]personas , en 
que el servidor público en los niveles directivo, 
asesor o ejecutivo, o el miembro de la junta o con­
sejo directivo o el cónyuge, compañero o compañera 
o los parientes hasta el segundo grado d'e consangui­
nidad, afinidad o civil de cualquiera de. ellos, tenga 
participación o desempeñe cargos de dirección o 
manejo; 

e) Los miembros de las juntas o consejos directi­
vos. Esta incompatibilidad sólo se predica respecto 
de la entidad a la cual prestan sus servicios y a las del 
sector administrativo al que ella est.á adscrita o 
vinculada. 

Artículo 9o. Inhabilidades e incompatibilidades 
sobrevinientes. Si llegare a sobrevenir inhabilidad o 
incompatibilidad en el contratista, éste cederá el 
contrato previa autorización escrita de la entidad 
contratante o, si ello no fuere posible,. renunciará a 
su ejecución. 

Cuando la inhabilidad o incompatibilidad sobre­
venga en un proponente dentro de una licitación o 
concurso, se entenderá que renuncia a la participa- -
ción en el proceso de selección y a los derechos 
surgidos del mismo . 

Si la inhabilidad o incompatibilidad sobreviene en 
uno de los miembros de un consorcio o unión tempo­
ral, éste cederá su participación a un tercero previa 
autorización escrita de la entidad contratante. En 
ningún caso podrá haber cesión del contrato entre 
quienes integran el consorcio o unión temporal . 

Artículo 1 O .  Casos en que no existe inhabilidad o 
incompatibilidad. No habrá lugar a inhabilidad o 
incompatibilidad cuando se trate de contrataciones 
cuyo objeto sea el uso de bienes y servicios de las 
entidades estatales en condiciones comunes de mer­
cado o en cumplimiento de un deber legal . 

Artículo 1 1 .  Competencia para dirigir licitacio­
nes o concursos y para celebrar contratos estata­
les. En las entidades estatales a que :�e refiere el ar­
tículo 2º: 

1 .  La competencia para ordenar y dirigir la cele­
bración de licitaciones o concursos y para escoger 
contratistas será del jefe o representante de la enti­
dad, según el caso. 

2. Tiene competencia para celebrar contratos a 
nombre de la Nación, el Presidente die la República. 

3 .  Tienen competencia para celelbrar contratos a 
nombre de la entidad respectiva: 

a) Los ministros del Despacho, los directores de 
departamentos administrativos, los superintenden­
tes, los jefes de unidades administrativas especiales, 
el Presidente del Senado de la República, el Presi­
dente de la Cámara de Representantes,  los Presiden­
tes de la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura y de sus Consejos Seccionales, el 
Fiscal General de la Nación, el Contralor General de 
la República, el Procurador General de la Nación y 
el Registrador Nacional del Estado Civil; 

b) A nivel territorial, los gobernadores de los 
departamentos, los alcaldes municipales y de los 
distritos capital y especiales, los representantes lega­
les de las regiones, las provincias, las áreas metropo­
litanas, los territorios indígenas y las asociaciones de 
municipios, en los términos y condiciones -de las 
normas legales que regulen la organización y el 
funcionamiento de dichas entidades; 

c) Los representantes legales de las entidades 
descentralizadas en todos los órdenes y niveles . 

Artículo 12 .  Delegación para contratar. Los je­
fes y los representantes legales de las entidades esta­
tales podrán delegar total o parcialmente la compe­
tencia para celebrar contratos y desconcentrar la 
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realización de licitaciones o concursos en los servi­
d�res públicos que desempeñen cargos del nivel 
directivo o ejecutivo o en sus equivalentes. 

Artículo 1 3. De Ja normatividad aplicable a los 
contratos estatales. Los contratos que celebren las 
entidades a que se refiere el artículo 2º del presente 
estatuto se regirán por las disposiciones comerciales 
y civiles pertinentes, salvo en las materias particu­
larmente reguladas en esta ley. 

Los contratos celebrados en el exterior se gober­
narán por las reglas del país en donde se hayan 
suscrito, a menos que deban cumplirse en Colombia. 

Los contratos que se celebren en Colombia y de­
ban cumplirse en el extranjero se regirán por Ja ley 
del país de su cumplimiento. 

En cuanto sean compatibles con la presente ley, 
los contratos financiados con fondos de Jos organis­
mos multilaterales o celebrados con personas ex­
tranjeras de derecho público u organismos de coope­
ración, asistencia o ayuda internacionales , podrán 
someterse a los reglamentos de tales entidades, en 
todo lo relacionado con procedimientos de forma­
ción y adjudicación y cláusulas especiales de ejecu­
ción, cumplimiento, pago y ajustes. Los tratados , 
pactos y acuerdos internacionales se aplicarán de 
preferencia a las disposiciones de esta ley y a las que 
se refiere el inciso 1 o. de este artículo. 

Artículo 14 .  De Jos medios que pueden utilizar 
las entidades estatales para el cumplimiento del 
objetivo contractual. Para el cumplimiento de los 
fines de la contratación. Las entidades estatales al 
celebrar un contrato: 

1 . Tendrán Ja dirección general y la responsabili­
dad del contrato y, por tal razón, con el exclusivo 
objeto de evitar Ja paralización de los servicios pú­
blicos a su cargo y asegurar Ja inmediata, continua y 
adecuada prestación, podrán interpretar los docu­
mentos contractuales y las estipulaciones en ellos 
convenidos, e introducir modificaciones a Jo contra­
tado. Igualmente, y cuando las condiciones particu­
lares de la prestación así Jo exijan , terminarán unila­
teralmente el contrato celebrado. 

En los actos en que se ejerciten algunas de estas 
potestades excepcionales deberá procederse al reco­
nocimiento y orden de pago de las compensaciones e 
indemnizaciones a que tengan derecho las personas 
objeto de tales medidas y a disponer los mecanismos 
de ajuste de las condiciones y términos contractuales 
a que haya Jugar, todo ello con el fin de mantener la 
ecuación o equilibrio inicial . 

2. Pactarán las cláusulas excepcionales al dere­
cho común de terminación, interpretación y modifi­
cación unilaterales , de sometimiento a las leyes na­
cionales y de caducidad. 

Estas cláusulas se pactarán de manera especial en 
los contratos que tengan por objeto el ejercicio de 
una actividad que constituya monopolio estatal , la 
prestación de servicios públicos o la explotación y 
concesión de bienes del Estado. En los casos de 
explotación y concesión de bienes del Estado se 
incluirá la cláusula de reversión. 

Parágrafo lo. En los contratos que se celebren 
con personas públicas internacionales , o de coopera­
ción, ayuda o asistencia; en los interadministrativos; 
en los de empréstito, donación y arrendamiento y en 
Jos contratos que tengan por objeto actividades co­
merciales o industriales de las entidades estatales 
que no correspondan a las señaladas en el inciso 2o. 
del presente numeral , o que tengan por objeto el 
desarrollo directo de actividades científicas o tecno­
lógicas, se prescindirá de la utilización de las cláusu-. 
las o estipufaciones excepcionales . 

Parágrafo 2o. Salvo lo previsto en el parágrafo 
anterior, las cláusulas excepcionales se entienden 
pactadas aun cuando no se consignen expresamente. 

Artículo 1 5 .  De la interpn�tación unilateral. Si 
durante la ejecución surgen discrepancias entre las 
partes sobre la interpretación de algunas de las esti­
pulaciones del contrato que conduzcan a la paraliza-
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ción inmediata del servicio público que se pretende 
satisfacer con el objeto contratado, la entidad esta­
tal, si no se logra acuerdo, interpretará en acto admi­
nistrativo debidamente motivado , las estipulaciones 
o cláusulas objeto de la diferencia. 

Artículo 16 .  De Ja modificación unilateral. Si 
durante la ejecución del contrato y para evitar la 
paralización del servicio público que se deba satisfa­
cer con ella, fuere necesario introducir variaciones 
en su objeto y previamente las partes no llegan al 
acuerdo respectivo, la entidad en acto administrativo 
debidamente motivado, modificará el objeto contra­
tado mediante la supresión o adición de obras, tra­
bajos, suministros o servicios. 

Si las modificaciones alteran el valor del contrato 
en un veinte por ciento (20%) o más del valor inicial, 
el contratista podrá renunciar a la continuación de la 
ejecución. 

Artículo 17 .  De la terminación unilateral. La en­
tidad en acto administrativo debidamente motivado 
dispondrá la terminación anticipada del contrato en 
los siguientes eventos: 

1 .  Cuando las exigencias del servicio público Jo 
requieran o Ja preservación del orden público lo 
imponga. 

2. Por muerte o disolución de la persona del con­
tratista. 

3. Por incapacidad física permanente o interdic­
ción judicial o quiebra. 

4. Por cesación de pagos o embargos judiciales 
del contratista que afecten de manera grave el cum­
plimiento del contrato. 

5 .  Por otras situaciones que hagan imposible su 
ejecución. 

Sin embargo, en los casos a que se refieren Jos 
numerales 2o . y 3o. podrá continuarse la ejecución 
con Jos causahabientes del contratista o, en su defec­
to, con el garante de la obligación. 

La iniciación de trámite concordatario no dará 
lugar a la declaratoria de terminación unilateral . En 
tal evento la ejecución se hará con sujeción a las 
normas sobre administración de negocios del deudor 
en concordato. La entidad dispondrá las medidas de 
inspección, control y vigilancia necesarias para ase­
gurar el cumplimiento del objeto contractual e impe­
dir la paralización del servicio. 

Artículo 1 8 .  De la caducidad y sus efectos. La 
caducidad es la estipulación en virtud de Ja cual si se 
presenta alguno de los hechos constitutivos de in­
cumplimiento de las obligaciones a cargo del contra­
tista, que afecte de manera grave y directa a la 
ejecución del contrato y evidencie que puede condu­
cir a su paralización, la entidad por medio de acto 
administrativo debidamente motivado lo dará por 
terminado y ordenará su liquidación en el estado en 
que se encuentre. 

Sin embargo, cuando las reglas de la buena admi­
nistración lo aconsejen, la entidad se abstendrá de 
dar por terminado el contrato y en su lugar adoptará 
las medidas de control e intervención que exija la 
continuación en la ejecución. En estos eventos, tam­
bién podrá disponerse que el garante del cumpli­
miento de las obligaciones continúe con la ejecución 
si así fue convenido o la entidad lo considera benefi­
cioso para el servicio. 

Si se declara la caducidad no habrá lugar a indem­
nización para el contratista, quien se hará acreedor a 
las sanciones previstas en esta ley y a las inhabilida­
des dispuestas en la misma. 

La declaratoria de caducidad será constitutiva del 
siniestro de incumplimiento. 

Artículo 19 .  De la reversión. En los contratos de 
explotación o concesión de bienes estatales se pacta­
rá que ,  al finalizar el término de la explotación o 
concesión , los elementos y bienes directamente 
afectados a la misma pasen a ser propiedad de la 
entidad contratante, sin que por ello ésta deba efec­
tuar compensación alguna. Sin embargo, las partes 
podrán prever que si durante el término de duración 
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del contrato no se logra amortizar la inversión hecha 
por el contratista, se compense el déficit. 

Artículo 20. De la reciprocidad. En los procesos 
de contratación estatal , se concederá al proponente 
de bienes y servicios de origen extranjero, el mismo 
tratamiento y en las mismas condiciones, requisitos , 
procedimientos y criterios de adjudicación que el 
tratamiento concedido al nacional , exclusivamente 
bajo el principio de reciprocidad . 

Se entiende por principio de reciprocidad, el com­
promiso adquirido por otro país , mediante acuerdo, 
tratado o convenio celebrado con Colombia, en el 
sentido de que a las ofertas de bienes y servicios 
colombianos se les concederá en ese país el mismo 
tratamiento otorgádo a sus nacionales en cuanto a las 
condiciones, requisitos, procedimientos y criterios 
para la adjudicación de Jos contratos celebrados con 
el sector público. 

Parágrafo. El Gobierno Nacional, en los acuer­
dos, tratados o convenios que celebre para estos 
efectos, deberá establecer todos los mecanismos ne­
cesarios para hacer cumplir el tratamiento igualitario 
entre el nacional y el extranjero tanto en Colombia 
como en el territorio del país con quien se celebre el 
mencionado acuerdo, convenio o tratado . 

Artículo 21 . Del tratamiento y preferencia de las 
ofertas nacionales. A los oferentes de bienes o ser­
vicios de origen nacional no se les exigirán requisi­
tos y condiciones que no se exijan a oferentes de 
bienes o servicios de origen extranjero. 

Siempre que se considere conveniente , cuando se 
trate de la ejecución de proyectos de inversión se 
dispondrá la desagregación tecnológica. 

En cuanto sea posible y siempre que no se trate de 
convenios suscritos con entidades gubernamentales 
de crédito de otros países o con instituciones finan­
cieras internacionales de carácter público, en los 
contratos de empréstito y demás formas de financia­
miento, distintos de los créditos de proveedores, se 
buscará que no se exija el empleo y uso de bienes y 
servicios de procedencia específica o que a ello se 
condicione el otorgamiento . 

En igualdad de condiciones para contratar, se pre­
ferirá la oferta de bienes y servicios de origen na­
cional . 

Parágrafo . El Gobierno Nacional determinará 
qué debe entenderse por bienes y servicios de origen 
nacional y de origen extranjero. 

Artículo 22. De los registros de proponentes. 
Quienes aspiren a celebrar con las entidades estata­
les contratos de obras, consultoría, compraventa y 
suministro de bienes muebles, y prestación de servi­
cios comunes no especializados o que no exijan 
conocimientos científicos o técnicos particulares, se 
inscribirán en la Cámara de Comercio de su jurisdic-
ción. 

Las cámaras de comercio conformarán un registro 
especial de inscritos, clasificados de acuerdo con la 
naturaleza de los bienes o servicios ofrecidos, y 
expedirán las certificaciones e informaciones que en 
relación con el mismo se les solicite. 

La certificación servirá de prueba de la existencia 
y representación del contratista y de las facultades de 
su representante legal e incluirá la información que 
sirva a los fines del procedimiento de selección y a la 
celebración del contrato . En relación con los contra­
tos ejecutados ,  incluirá su cuantía , plazo y adicio­
nes. En ella deberán constar también, de manera 
clara y precisa las pruebas, datos o informaciones 
sobre la experiencia y cumplimiento de los inscritos 
en contratos anteriores, resumen de estados financie­
ros, capacidad técnica y administrativa, relación de 
equipos y de su disponibilidad. 

Las entidades estatales enviarán semestralmente a 
las cámaras de comercio de sus respectivas sedes la 
información relativa a los contratos ejecutados , al 
cumplimiento de los mismos y a las multas que en 
relación con ellos hayan impuesto. El servidor públi-



Página 4 

co que incumpla esta obligación incurrirá en causal 
de mala conducta. 

En el registro también se anotarán las sanciones 
· impuestas a los contratistas y el término de su dura­

ción. 
Para los anteriores efectos se establecerá un 

formulario único y se determinarán los documentos 
estrictamente indispensables que se exigirán para la 
inscripción y clasificación de los proponentes. 

La califica:ción del inscrito corresponde a la enti­
dad estatal respectiva y se hará únicamente con base 
en los datos e informaciones que consten en la certi­
ficación que expida la cám�ra de comercio. Dicha 
calificación se efectuará para cada licitación o con­
curso y consistirá en la evaluación técnica, jurídica y 
financiera del participante y de la propuesta. 

Parágrafo. No se requerirá este registro en los 
casos de contratación de urgencia, o que se celebre 
en condiciones comunes del mercado, contratación 
verbal, de menor cuantía y la que se realice para el 
desarrollo directo de actividades científicas o tecno­
lógicas . 

11. DE LOS PRINCIPIOS DE 
LA CONTRATACION ESTATAL 

Artículo 23. De Jos principios en las actuaciones 
contractuales de las entidades estatales. Las actua­
ciones de quienes intervengan en la contratación 
estatal se desarrollarán con arreglo a los principios 
de transparencia, economíc;t y responsabilidad y de 
conformidad con los postulados que rigen la función 
administrativa. Igualmente, se aplicarán en las mis­
mas las normas que regulan la conducta de los servi­
dores públicos, las reglas de interpretación de la 
contratación, los principios generales del derecho y 
los particulares del derecho administrativo. 

Artículo 24 . Del principio de transparencia. Eri 
virtud de este principio: 

1. La escogencia del contratista se efectuará 
siempre a través de licitación o concurso públicos, 
salvo en los siguientes casos en los que se podrá 
contratar directamente: 

a) Menor cuantía y contratación verbal; 
b) Empréstitos; 
c) lnteradministrativos; 
d) Para la ejecución de trabajos artísticos que sólo 

puedan encomendarse. a determinadas personas , o 
para el desarrollo directo de actividades científicas o 
tecnológicas o, en general , cuando no exista plurali­
dad de oferentes; 

e) Arrendamiento o adquisición de inmuebles; 
f) Urgencia manifiesta; 
g) Declaratoria de desierta de la licitación o con­

curso; 
h) Cuando no se presente propuesta alguna o nin­

guna propuesta se ajuste al pliego de condiciones, o 
términos de referencia o, en general, cuando falte 
voluntad de participación; 

i) Bienes y servicios que se requieran para la 
defensa y seguridad nacionales . 

2 .  En los procesos contractuales los interesados 
tendrán oportunidad de conocer y controvertir los 
informes, conceptos y decisiones que se rindan o 
adopten, para lo cual se establecerán etapas que 
permitan el conocimiento de dichas actuaciones y 
otorguen la posibilidad de expresar observaciones. 

3 .  Las actuaciones de las autoridades serán públi­
cas y los expedientes que las contengan estarán 
abiertos al público, permitiendo en el caso de licita­
ción el ejercicio del derecho de que trata el artículo 
273 de la Constitución Política. 

4. Las autoridades expedirán a costa de aquellas 
personas que demuestren interés legítimo copias de 
las actuaciones y propuestas recibidas, respetando la 
reserva de que gocen legalmente las patentes, proce­
dimientos y privilegios. 

5 .  En los pliegos de condiciones o términos de 
referencia: 
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a) Se indicarán los requisitos objetivos necesarios 
para participar en el correspondiente proceso de se­
lección; 

b) Se definirán reglas objetivas, justas, claras y 
completas que permitan la confección de ofreci­
mientos de la misma índole, aseguren una escogen­
cia objetiva y eviten la declaratoria de desierta de la 
licitación o concurso; 

c) Se definirá con precisión las condiciones de 
costo y calidad de los bienes, obras o servicios nece­
sarios para la ejecución del objeto del contrato; 

d) No se incluirán condiciones y exigencias de 
imposible cumplimiento, ni exenciones de la respon­
sabilidad derivada de los datos , informes y docu­
mentos que se suministren; 

e) Se definirán reglas que no induzcan a error a 
los proponentes y contratistas y que impidan la formu­
lación de ofrecimientos de extensión ilimitada o que 
dependan de la voluntad exclusiva de la entidad; 

f) Se definirá el plazo para la liquidación del 
contrato, cuando a ello hubiere lugar, teniendo en 
cuenta su objeto, naturaleza y cuantía. 

Serán ineficaces de pleno derecho las estipulacio­
nes de los pliegos o términos de·referencia y de los 
cóntratos que contravengan lo dispuesto en este nu­
meral , o dispongan renuncias a reclamaciones por la 
ocurrencia de los hechos aquí enunciados. 

· 

6. Los actos administrativos que se expidan en la 
actividad contractual o con ocasión de ella, salvo los 
de mero trámite, se motivarán en forma detallada y 
precisa e igualmente lo serán los informes de evalua­
ción, el acto de adjudicación y la declaratoria de 
desierto del proceso de escogencia. 

7 .  Las autoridades no actuarán con desviación o 
abuso de poder y ejercerán sus competencias exclu­
sivamente para los fines previstos en la ley. Igual­
mente, les será prohibido eludir los procedimientos 
de selección objetiva y demás requisitos previstos en 
el presente estatuto . 

Parágrafo lo .  Para los efectos previstos en el 
literal a) del numeral primero de este artículo, el 
gobierno señalará en signos representativos de poder 
adquisítivo constante o de ajuste de valor periódico y 
teniendo en cuenta las distintas categorías de entida­
des y la naturaleza de los contratos ,  lo que debe 
entenderse por menor cuantía y contratación verbal. 

Parágrafo 2o. Los casos de contratación directa a 
que se refiere el numeral 1 º del presente artículo no 
impedirán el ejercicio del control por parte de las 
autoridades competentes del comportamiento de los 
servidores públicos que hayan intervenido en dichos 
procedimientos y en la celebración y ejecución del 
contrato. 

Artículo 25 . Del principio de economía. En vir­
tud de este principio: 

1 .  En las normas de selección y en los pliegos de 
condiciones o términos de referencia para la esco­
gencia de contratistas , se cumplirán y establecerán 
los procedimientos y etapas estrictamente necesarios 
para asegurar la selección objetiva de la propuesta 
más favorable . Para este propósito, se señalarán 
términos preclusivos y perentorios para las diferen­
tes etapas de la selección y las autoridades darán 
impulso oficioso a las actuaciones . 

2. Las normas de los procedimientos contractua­
les se interpretarán de tal manera.que no den ocasión 
a seguir trámites distintos y adicionales a los expre­
samente previstos o que permitan valerse de los 
defectos de forma o de la inobservacia de requisitos 
para no decidir o proferir providencias inhibitorias. 

3. Se tendrá en consideración que las reglas y 
procedimientos constituyen mecanismos de la acti­
vidad contractual que buscan servir a los fines estata-. 
les; a la adecuada, continua y eficiente prestación de 
los servicios públicos y a la protección y garantía de 
los derechos de los administrados. 

4. Los trámites se adelantarán con austeridad de 
tiempos, medios y gastos y se impedirán las dilacio­
nes y los retardos en la ejecución del contrato. 
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5 .  Se adoptarán procedimientos que garanticen la 
pronta solución de las diferencias y controversias 
que con motivo de la celebración y ejecución del 
contrato se presenten.  

,6. Las entidades estatales abrirán licitaciones o 
concursos e iniciarán procesos de suscripción de 
contratos , cuando existan las respectivas partidas o 
disponibilidades presupuestales .  

7 .  La conveniencia o inconveniencia del objeto a 
contratar y las autorizaciones y aprobaciones para 
ello, se analizarán o impartirán con antelación al 
inicio del proceso de escogencia del contratista o al 
de la firma del contrato según el caso. 

· 8 .  El acto de escogencia y el contrato no se some­
terán a aprobaciones o revisiones administrativas 
posteriores, ni a cualquier otra clase de exigencias o 
requisitos, diferentes de los previstos en este esta­
tuto. 

9. En los procesos de contratación Jintervendrán 
el jefe y las unidades asesoras y ejecutoras de la 
entidad que se señalen en las correspondientes nor­
mas sobre su organización y funcionamiento. 

10. Las juntas o consejos directivos, las corpora­
ciones de elección popular y los organismos de con­
trol y vigilancia, no intervendrán en los. procesos de 
contratación, salvo en lo relacionado con la solicitud 
de audiencia pública para la adjudicaciéin en caso de 
licitación pública. 

11. ·Con la debida antelación a la apertura del 
procedimiento de selección o de la fimia del contra­
to , según el caso, deberán elaborarse los estudios, 
diseños y proyectos requeridos, y los .pliegos de 
condiciones o términos de referencia. 

La exigencia de los diseños y estudios no regirán 
cuando el objeto de la contratación comprenda éstos 
y su construcción o fabricación. 

12 .  Las autoridades constituirán las reservas y 
compromisos presupuestales necesarios, tomando 
como base el valor de las prestaciones al momento 
de celebrar el contrato y el estimativo de los ajustes 
resultantes de la aplicación de la cláusula de actuali-
zación de precios. . 

1 3 .  Las entidades incluirán en sus presupuestos 
anuales una apropiación global destinada a cubrir los 
costos imprevistos ocasionados por lt>s retardos en 
los pagos; así como los que se originen en la revisión 
de los precios pactados por razón de ],os cambios o 
alteraciones en las condiciones iniciales de los con­
tratos por ellas celebrados. 

14. Las autoridades no exigirán sellos, autentica­
ciones , documentos originales o autenticados ,  reco­
nocimientos de firmas, traducciones oficiales, ni 
cualquier otra clase de formalidades o exigencias 
rituales, salvo cuando en forma perentoria y expresa 
lo exijan leyes especiales . 

La ausencia de requisitos o la falta de documentos 
referentes a la futura contratación o al proponente, 
no necesarios para la comparación de ¡propuestas, no 
servirá de título suficiente para el rechazo de los 
ofrecimientos hechos. 

1 5 .  En las solicitudes que se presenten en el curso 
de la ejecución del contrato, si la entidad estatal no 
se pronuncia dentro de los tres (3) meses siguientes, 
se entenderá que la decisión es favorable a las pre­
tensiones del solicitante en virtud del silencio admi­
nistrativo positivo. 

16 .  Las entidades no rechazarán las soÍicitudes 
que se les formulen por escrito aduciendo la inobser­
vancia por parte del peticionario de las formalidades 
establecidas por la entidad para su tramitación y 
oficiosamente procederán a corregirlas y a subsanar 
los defectos que se ·adviertan en ellas. Igualmente 
estarán obligadas a radicar las actas o cuentas de 
cobro en la fecha en que sean presentadas por el 
contratista, procederán a corregirfas o ajustarlas ofi­
ciosamente si a ello hubiere lugar y, si esto no fuere 
posible, las devolverán a la mayor brevedad expli­
cando por escrito los motivos en que: se fundamente 
tal determinación. 
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17. La declaratoria de desierta de la licitación o 
concurso únicamente procederá por motivos o cau­
sas que impidan la escogencia objetiva y se declarará 
en acto administrativo en el que se señalarán en 
forma expresa y detallada las razones que han con­
ducido a esa decisión. 

1 8 .  El contratista prestará garantía única que ava­
lará el cumplimiento de las obligaciones surgidas del 
contrato, la cual se mantendrá vigente durante su 
vida y liquidación y se ajustará a los límites, existen­
cia y extensión del riesgo amparado. Igualmente, los 
proponentes prestarán garantía de seriedad de los 
ofrecimientos hechos. 

Las garantías consistirán en pólizas expedidas por 
compañías de seguros legalmente autorizadas para 
funcionar en Colombia o en garantías bancarias y, 
excepcionalmente, en prendas, hipotecas, avales, 
fianzas o cualquier otro medio jurídico idóneo que 
ofrezca seguridad suficiente. 

La póliza se entenderá vigente hasta la liquidación 
del contrato garantizado y la prolongación de sus 
efectos y no expirará por falta de pago de la prima o 
por revocatoria unilateral. 

Las garantías no serán obligatorias en los contra­
tos de empréstito, interadministrativos y en los de 
seguros. 

19 .  Los fondos destinados a la cancelación de 
obligaciones derivadas de contratos estatales podrán 
ser entregados en administración fiduciaria o bajo 
cualquier otra forma de manejo que permita la obten­
ción de beneficios y ventajas financieras y el pago 
oportuno de lo adeudado. 

Artículo 26. Del principio de responsabilidad. En 
virtud de este principio: 

1 .  Los servidores públicos están obligados a bus­
car el cumplimiento de los fines de la contratación, a 
vigilar la correcta ejecución del objeto contratado y a 
proteger los derechos de la entidad, del contratista y 
de los terceros que puedan verse afectados por la 
ejecución del contrato. 

2. Los servidores públicos tendrán en cuenta que 
sus actuaciones y omisiones antijurídicas generan 
responsabilidad y dan lugar al deber de indemnizar 
los daños causados. 

3. Las entidades y los servidores públicos res­
ponderán cuando hubieren abierto licitaciones o con­
cursos sin haber elaborado previamente los corres­
pondientes pliegos de condiciones, términos de 
referencia, diseños, estudios, planos y evaluaciones 
que fueren necesarios, o cuando los pliegos de con­
diciones o términos de referencia hayan sido elabo­
rados en forma incompleta, ambigua ó confusa que 
conduzcan a interpretaciones o decisiones de carác­
ter subjetivo por parte de aquéllos. 

4. Las actuaciones de los servidores públicos es­
tarán presididas por las reglas sobre administración 
de bienes ajenos y por los mandatos y postulados que 
gobiernan una conducta ajustada a la ética y a la 
justicia. 

5. La responsabilidad de la dirección y manejo de 
la actividad contractual y la de los procesos de selec­
ción será del jefe o representante de la entidad esta­
tal, quien no podrá trasladarla a las juntas o consejos 
directivos de la entidad, ni a las corporaciones de 
elección popular, a los órganos de dirección, a los 
comités asesores, ni a los organismos de control y 
vigilancia de la misma. 

6. Los contratistas responderán cuando formulen 
propuestas en las que se fijen condiciones económi­
cas y de contratación artificialmente bajas con el 
propósito de obtener la adjudicación del contrato. 

7. Los contratistas responderán por haber oculta­
do, al contratar, inhabilidades, incompatibilidades o 
prohibiciones, o por haber suministraqo información 
falsa. 

8 .  Los contratistas responderán"y la entidad vela­
rá por la buena calidad del objeto contratado. 

Artículo 27. De Ja ecuación contractual. En los 
contratos estatales se mantendrá la igualdad o equi-
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valencia entre derechos y obligaciones surgidos al 
momento de proponer o contratar, según el caso. Si 
dicha igualdad o equivalencia se rompe por causas 
no imputables a quien lo padezca, las partes adopta­
rán en el menor tiempo posible las medidas necesa­
rias para su restablecimiento. 

Para tales efectos, las partes suscribirán los acuer­
dos y pactos a que haya lugar sobre cuantía, condi­
ciones y forma de pago de gastos adicionales y 
reconocimientos de costos financieros, si a ello hu­
biere lugar, ajustando la cancelación a las disponibi­
lidades de la apropiación de que trata el numeral 1 3  
del artículo 25 . 

Artículo 28. De Ja interpretación de las reglas ·
contractuales. En la interpretación de las normas 
sobre contratos estatales, relativas a procedimientos 
de selección y escogencia de contratistas y en la de 
las cláusulas y estipulaciones de los contratos, se 
tendrán en consideración los fines y los principios de 
que trata esta ley, los mandatos de la buena fe y la 
igualdad y equilibrio entre prestaciones y derechos 
que caracteriza a los contratos conmutativos. 

Artículo 29. Del deber de selecdón objetiva. La 
selección de contratistas será objetiva. 

Es objetiva la selección en la cual la escogencia se 
hace al ofrecimiento más favorable a la entidad y a 
los fines que ella busca, sin tener en consideración 
factores de afecto o de interés y, en general, cual­
quier clase de motivación subjetiva. 

Ofrecimiento más favorable es aquel que, tenien­
do en cuenta los factores de escogencia, tales como 
cumplimiento, experiencia, organización y equipos, 
plazo y precio y la ponderación precisa, detallada y 
concreta de los mismos, contenida en los pliegos de 
condiciones o términos de referencia o en el análisis 
previo a la suscripción del contrato, si se trata de 
contratación directa, resulta ser el más ventajoso 
para la entidad, sin que la favorabilidad la consti­
tuyan factores diferentes de los contenidos en dichos 
documentos, sólo alguno de ellos o el más bajo 
precio o el menor plazo ofrecidos. 

El administrador efectuará las comparaciones del 
caso mediante el cotejo de los diferentes ofrecimien­
tos recibidos, la consulta de precios o condiciones 
del mercado y los estudios y deducciones de la enti­
dad o de los organismos consultores o asesores de­
signados para ello. 

En caso de comparación de propuestas nacionales 
y extranjeras, se incluirán los costos necesarios para 
la entrega del producto terminado en el lugar de su 
utilización. 

Artículo 30. De Ja estructura de los procedimien­
tos de selección. La licitación o concurso se efectua­
rá conforme a las siguientes reglas: 

1 ª El jefe o representante de la entidad estatal 
ordenará su apertura por medio de acto administrati­
vo motivado. 

De conformidad con lo previsto en el numeral 1 1  
del artículo 25 de esta Ley, la resolución de apertura 
debe estar precedida de un estudio realizado por la 
entidad respectiva en el cual se analice la convenien­
cia y oportuni�ad del contrato y su adecuación a los 
planes de inversión, de adquisición o compras, pre­
supuesto y ley de apropiaciones, según el caso. 
Cuando sea necesario, el estudio deberá estar acom­
pañado, además, de los diseños, planos y evaluacio­
nes de prefactibilidad o factibilidad. 

2ª La entidad interesada elaborará los correspon­
dientes pliegos de condiciones o términos de refe­
rencia, de conformidad con lo previsto en el numeral 
5º del artículo 24 de esta Ley, en los cuales se 
detallarán especialmente los aspectos relativos al 
objeto del contrato, su regulación jurídica, los dere­
chos y obligaciones de las partes, la determinación y 
ponderación de los factores objetivos de selección y 
todas las demás cfrcunstancias de tiempo, modo y 
lugar que se consideren necesarias para garantizar 
reglas objetivas, claras y completas. 
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3ª Dentro de los diez ( 1 O) a veinte (20) días calen­
dario anteriores a la apertura de la licitación o con­
curso se publicarán hasta tres (3) avisos con interva­
los entre (2) y cinco (5) días calendario, según lo 
exija la naturaleza, objeto y cuantía del contrato, en 
diarios de amplia circulación en el territorio de juris­
dicción de la entidad o, a falta de éstos, en otros 
medios de comunicación social que posean la misma 
difusión. Los avisos contendrán información sobre 
el objeto y características esenciales de la respectiva 
licitación o concurso. 

4ª Dentro de los tres (3) días hábiles siguientes al 
inicio del plazo para la presentación de propuestas y 
a solicitud de cualquiera de las personas que retira­
ron pliegos de condiciones o términos de referencia, 
se celebrará una audiencia con el objeto de precisar 
el contenido y alcance de los mencionados docu­
mentos y de oír a los interesados, de lo cual se 
levantará un acta suscrita por los intervinientes. 

Como resultado de lo debatido en la audiencia y 
cuando resulte conveniente, el jefe o representante 
de la entidad expedirá las modificaciones pertinentes 
a dichos documentos y prorrogará, si fuere necesa­
rio, el plazo de la licitación o concurso hasta por seis 
(6) días hábiles. 

Lo anterior no impide que dentro del plazo de la 
licitación o concurso, cualquier interesado pueda 
solicitar aclaraciones adicionales que la entidad con­
tratante responderá mediante comunicación escrita, 
copia de la cual enviará a todas y cada una de las 
personas que retiraron pliegos o términos de refe­
rencia. 

5ª El pliiZO de la licitación o concurso, entendido 
como el término que debe transcurrir entre la fecha a 
partir de la cual se pueden presentar propuestas y la 
de su cierre, se señalará en los pliegos de condicio­
nes o términos de referencia, de acuerdo con la 
naturaleza, objeto y cuantía del contrato. 

Cuando lo estime conveniente la entidad interesa­
da o cuando lo soliciten las dos terceras partes de las 
personas que hayan retirado pliegos de condiciones 
o términos de referencia, dicho plazo se podrá pro­
rrogar, antes de su vencimiento, por un término no 
superior a la mitad del inicialmente fijado. 

6ª Las propuestas deben referirse y su jétarse a 
todos y cada uno de los puntos contenidos en el 
pliego de condiciones o términos de referencia. Los 
proponentes pueden presentar alternativas y excep­
ciones técnicas o económicas siempre y cuando ellas · 

no signifiquen condicionamientos para la adjudica­
ción. 

7ª De acuerdo con la naturaleza, objeto y cuantía 
del contrato, en los pliegos de condiciones o térmi­
nos de referencia, se señalará el plazo razonable 
dentro del cual la entidad deberá elaborar los estu­
dios técnicos, económicos y jurídicos necesarios pa­
ra la evaluación de las propuestas y para solicitar a 
los proponentes las aclaraciones y explicaciones que 
se estimen indispensables. 

8ª Los informes de evaiuación de las propuestas 
permanecerán en la secretaría de la entidad por un 
término de cinco (5) días hábiles para que los oferen­
tes presenten las observaciones que estimen perti­
nentes. En ejercicio de esta facultad, los oferentes no 
podrán completar, adicionar, modificar o mejorar 
sus propuestas. 

9ª Los plazos para efectuar la adjudicación y para 
la firma del contrato se señalarán en los pliegos de 
condicitmes o términos de referencia, teniendo en 
cuenta su naturaleza, objeto y cuantía. 

El jefe o representante de la entidad podrá prorro­
gar dichos plazos antes de su vencimiento y por un 
término total no mayor a la mitad del inicialmente 
fijado, siempre que las necesidades de la administra­
ción así lo exijan. 

Dentro del mismo término de adjudicación, podrá 
declararse desierta la licitación o concurso conforme 
a lo previsto en este estatuto. 
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10 .  En el evento previsto en el artículo 273 de la 
Constitución Política, la adjudicación se hará en 
audiencia pública. En dicha audiencia participarán el 
jefe de la entidad o la persona en que , conforme a la 
ley, se haya delegado la facultad de adjudicar y ,  
además, podrán intervenir en ella los servidores pú­
blicos que hayan elaborado los estudios y evaluacio­
nes , los proponentes y las demás personas que de­
seen asistir. 

De la audiencia se levantará un acta en la que se 
dejará constancia de las deliberaciones y decisiones 
que en el desarrollo de la misma se hubieren produ­
cido. 

1 1 .  El acto de adjudicación se hará mediante re­
solución motivada que se notificará personalmente 
al proponente favorecido en la forma y términos 
establecidos para los actos administrativos y, en el 
evento de no haberse realizado en audiencia pública, 
se comunicará a los no favorecidos dentro de los 
cinco (5) días calendario siguientes. 

El acto de adjudicación es irrevocable y obliga a la 
entidad y al adjudicatario. 

12 . Si el adjudicatario no suscribe el contrato 
correspondiente dentro del término que se haya se­
ñalado, quedará a favor de la entidad contratante, en 
calidad de sanción , el valor del depósito o garantía 
constituidos para responder por la seriedad de la · 

propuesta, sin menoscabo de las acciones legales 
conducentes al reconocimiento de perjuicios causa­
dos y no cubiertos por el valor de los citados depósito 
o garantía. 

En este evento la entidad estatal , mediante acto 
administrativo debidamente motivado, podrá adju­
dicar el contrato dentro de los quince días siguientes, 
al proponente calificado en segundo lugar, siempre y 
cuando su propuesta sea igualmente favorable para 
la entidad. 

Parágrafo_, Para los efectos de la presente ley se 
entiende por licitación pública el procedimiento me­
diante el cual la entidad estatal formula públicamen­
te una convocatoria, para que en igualdad de opor­
tunidades los interesados presenten sus ofertas y 
seleccione entre ellas la más favorable .  Cuando el 
objeto del contrato consista en estudios o trabajos 
técnicos, intelectuales o especializados , el proceso 
de selección se llamará concurso y se hará también 
mediante invitación pública. 

Artículo 3 1  . De la publicación de Jos actos y 
sentencias sancionatorias. La parte resolutiva de los 
actos sancionatorios una vez ejecutoriados , se publi­
cará por dos (2) veces en medios de comunicación 
social escrita con amplia circulación .en el territorio 
de jurisdicción de la entidad estatal respectiva y se 
comunicará a la cámara de comercio en que se en­
cuentre inscrito el contratista sancionado. También 
se comunicará a la Procuraduría General de la Na-
ción. . 

Ante la ausencia de estos medios de comunicación 
se anunciará por bando público en dos (2) días de 
mercado diferentes . 

La publicación a que se refiere el presente artículo 
correrá a cargo del sancionado. Si éste no cumple 
con tal obligación ; la misma se hará por parte de la 
�ntidad estatal , la cual repetirá contra el obligado. 

III. DEL CONTRATO ESTATAL 

Artículo 32. De Jos contratos estatales. Son con­
tratos estatales todos los actos jurídicos generadores 
de obligaciones que celebren las entidades a que se 
refiere el presente estatuto, previstos en el derecho 
privado o en disposiciones especiales, o derivados 
del ejercicio de la autonomía de la voluntad, así 
como los que, a título enunciativo, se definen a 
continuación: 

1 .  Contrato de obra 

Son contratos de obra los que celebren las entida­
des estatales para la construcción, mantenimiento , 
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instalación y ,  en general , para la realización de cual­
quier otro trabajo material sobre bienes inmuebles, 
cualquiera que sea la modalidad de ejecución y 
pago. 

En los contratos de obra que hayan sido celebra­
dos como resultado de un proceso de licitación o 
concurso público, la interventoría deberá ser contra­
tada con una persona independiente de la entidad 
contratante y del contratista, quien responderá por 
los hechos y omisiones que le fueren imputables en 
los términos previstos en el artículo 48 del presente 
estatuto. 

2. Contrato de consultoría 

Son contratos de consultoría los que celebren las 
entidades estatales referidos a los estudios necesa­
rios para la ejecución de proyectos de inversión, 
estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibili­
dad para programas o proyectos específicos, así co­
mo a las asesorías técnicas de coordinación, control 
y supervisión. 

Son también contratos de consultoría los que tie­
nen por objeto la interventoría, asesoría, gerencia de 
obra o de proyectos , dirección, programación y la 
ejecución de diseños,  planos , anteproyectos y 
proyectos . 

3 .  Contrato de prestación de servicios 

Son contratos de prestación de servicios los que 
celebren las entidades estatales para desarrollar acti­
vidades relacionadas con la administración o funcio­
namiento de la entidad cuando las mismas no puedan 
realizarse con personal de planta o requieran conoci­
mientos especializados. 

En ningún caso estos contratos generan relación 
laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el 
término estrictamente indispensable. 

4. Contrato de concesión 

Son contratos de concesión los que celebran las 
entidades estatales con el objeto de otorgar a una 
persona llamada concesionario la prestación, opera­
ción, explotación, organización o gestión, total o 
parcial, de un servicio público, o la construcción, 
explotación o conservación total o parcial , de una 
obra o bien destinados al servicio o uso público, así 
como todas aquellas actividades necesarias para la 
adecuada prestación o funcionamiento de la obra o 
servicio por cuenta y riesgo del concesionario y bajo 
la vigilancia y control de la entidad concedente, a 
cambio de una remuneración que puede consistir en 
derechos , tarifas , tasas o en una suma periódica, 
única o porcentual , o en una combinación de las 
anteriores. 

Artículo 33. De la fonna del contrato estatal. Sin 
perjuicio de las excepciones que establezca la pre­
sente ley, los contratos que celebren las entidades 
estatales constarán por escrito y no requerirán ser 
elevados a escritura pública, con excepción de aque­
llos que impliquen mutación del dominio o imposi­
ción de, gravámenes y servidumbres sobre bienes 
inmuebles y aquéllos en virtud de los cuales se cons­
tituyan sociedades . 

Las entidades estatales establecerán las medidas 
que demande la preservación, inmutabilidad y segu­
ridad de los originales de los contratos estatales. 

Artículo 34. Del contenido del contrato estatal. 
Las estipulaciones de los contratos serán las que, de 
acuerdo con las reglas civiles, comerciales y las 
previstas en esta ley, correspondan a sú esencia y 
naturaleza. 

Las entidades podrán celebrar los contratos y 
acuerdos que permita la autonomía de la voluntad y 
requiera el cumplimiento de los fines estatales. 

En los contratos que celebren las entidades podrán 
incluirse las modalidades, condiciones y, en gene-
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ral , las cláusulas o estipulaciones que las partes 
consideren necesarias y convenientes ,  siempre que 
no sean contrarias a la Constitución, la ley, el orden 
público y a los principios y finalidades de esta ley y a 
los de la buena administración. 

En los contratos de empréstito o cuallquier otra 
forma de financiación de organismos multilaterales,  
podrán incluirse las previsiones y partic:ularidades 
contempladas en los reglamentos de tales entidades ,  
que no sean contrarias a la  Constitución o a la  ley. 

Artículo 35. Del perfeccionamiento del contrato. 
Los contratos del Estado se perfeccionan cuando se 
logre acuerdo sobre objeto y la confraprestación y 
éste se eleve a escrito . 

Para la ejecución se requerirá la aprobación de la 
garantía y la existencia de las disponibilidades 
presupuestales correspondientes, salvo que se trate 
de la contratación con recursos de vigendas fiscales 
futuras de conformidad con lo previsto en la ley 
orgánica del presupuesto. 

Los contratos estatales son intuito personae y, en 
consecuencia, una vez celebrados no podrán cederse 
sin previa autorización escrita de la entidad contra­
tante. 

En caso de situaciones de urgencia manifiesta que 
no permitan la suscripción del escrito, si;! prescindirá 
de éste y aun del acuerdo acerca de la remuneración. 

A falta de acuerdo previo sobre la r1;!muneración 
de que trata el inciso anterior, la contraprestación 
económica se acordará con posteriorida.d al inicio de 
la ejecución de lo contratado. Si no se lograre el 
acuerdo, la contraprestación será detenninada por el 
justiprecio objetivo de la entidad u organismo res­
pectivo que tenga el carácter de cuerpo consultivo 
del Gobierno y, a falta de éste, por un perito designa­
do por las partes. 

Parágrafo. Para efectos de lo establecido en el 
presente artículo, la autoridad administrativa direc­
tamente realizará los traslados o modificaciones pre­
supuestales correspondientes. 

Artículo 36. De la urgencia manifiesta. Existe 
urgencia manifiesta cuando la continuidad del servi­
cio exige el suministro o prestación ·en el próximo o 
inmediato futuro; cuando se presenten situaciones 
relacionadas con los estados de excepción; cuando 
se presentan situaciones de calamidad que demandan 
actuaciones inmediatas; cuando se precisa conjurar 
una fuerza mayor, epidemias , inundaciones , terre­
motos , incendios o ,  dentro de las mismas circuns­
tancias, se requieren medicamentos, elementos o 
implementos médicos o paramédicos y ,  de manera 
general , cuando se trate de situaciones similares que 
imposibiliten acudir a los procedimientos de licita­
ción o concurso públicos . 

Artículo 37. Control de Ja contratación de urgen­
cia. Cuando se haga uso de la contratación de urgen­
cia, se observará el siguiente procedimiento: 

1 .  Tan pronto se concluya la celebración de los 
contratos suscritos con base en la urgencia, éstos y el 
acto administrativo que la declaró, junto con el expe­
diente contentivo de los antecedentes administrati­
vos y de la actuación y de las pruebas de los hechos, 
se enviarán al Tribunal Administrativo con compe­
tencia en el domicilio de la autoridad que hizo uso de 
ella. 

2.  El Tribunal dará traslado al ministerio público 
por un término de cinco (5) días, ordenará su fijación 
en lista por el mismo término y citará y oirá en 
audiencia al servidor público que declaró la ur­
gencia. 

3 .  El Tribunal se pronunciará sobre la existencia 
de los hechos y circunstancias constitutivas de la 
urgencia y, con base en los elementos de convicción 
que obren en el proceso, solicitará al jefe inmediato 
del servidor público que celebró dichos contratos o a 
la autoridad competente, según el caso, la imposi­
ción de la correspondiente sanción disciplinaria. El 
uso indebido de la contratación de urgencia será 
causal de mala conducta. Si es del caso, el Tribunal 
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ordenará el envío del asunto a los funcionarios com­
petentes para el conocimiento de las otras acciones. 

4. La decisión que adopte el Tribunal será suscep­
tible de recurso de apelación ante el Consejo de 
Estado, el cual se tramitará y decidirá dentro del mes 
s�guiente a la fech_a en que fuere admitido. 

I 
IV. DE LA NULIDAD DE LOS CONTRATOS 

Artículo 38.  De las causales de nulidad absoluta. 
Los contratos del Estado son absolutamente nulos en 
los casos previstos en el derecho común y además 
cuando: 

1 .  Se celebren con personas incursas en causales 
de inhabilidad o incompatibilidád previstas en la 
Constitución y la ley. 

2.  Se celebren contra expresa prohibición consti­
tucional o legal . 

3 .  Se celebren con abuso o desviación de poder. 
4. Se declaren nulos los actos administrativos en 

que se fundamenten, y 
5 .  Se hubieren celebrado con violación de la reci­

procidad de que trata esta ley. 
Artículo 39. De Ja nulidad absoluta. La nulidad 

absoluta podrá ser alegada por las partes , el agente 
del ministerio público y por cualquier persona o 
declarada de oficio, y no es susceptible de sanea­
miento por ratificación. 

En los casos de los numerales 1 º, 2º y 4º el contrato 
deberá darse por terminado por el jefe o representan­
te legal de la entidad respectiva, en acto administra­
tivo debidamente motivado. 

Artículo 40. De Ja nulidad relativa. Los demás 
ºvicios que se presenten en los contratos constituyen 
causales de nulidad relativa, los cuales pueden sa­
nearse por ratificación expresa de los interesados o 
por el transcurso de dos (2) años contados a partir de 
la ocurrencia del hecho generador del vicio. 

Artículo 41 . De Ja nulidad parcial. La nulidad de 
alguna o algunas cláusulas de un contrato, no invali­
dará la totalidad del acto, salvo cuando éste no pu­
diese existir sin la parte viciada. 

Artículo 42. De los efectos de Ja nulidad. La 
declaración de nulidad de un contrato no impedirá el 
reconocimiento y pago de las prestaciones ejecuta­
das hasta el momento de la declaratoria.  

Habrá lugar al reconocimiento y pago de las pres­
taciones ejecutadas del contrato nulo por objeto o 
causa ilícita, cuando se probare que la entidad estatal 
se ha beneficiado. Se entenderá que la entidad estatal 
se ha beneficiado en cuanto las prestaciones cumpli­
das le hubieren servido para satisfacer un interés 
público. 

Artículo 43 . Del saneamiento de Jos vicios de 
procedimiento o de forma. Ante la ocurrencia de 
vicios que no constituyan causales de nulidad y 
cuando· las necesidades del servicio lo exijan o las 
reglas de la buena administración lo aconsejen,  el 
jefe o representante - legal de la entidad, en acto 
motivado, podrá sanear el correspondiente vicio. 

V. DE LA RESPONSABILIDAD 
CONTRACTUAL 

Artículo 44. De Ja responsabilidad de las entida­
des estatales. Las entidades responderán por las ac­
tuaciones, abstenciones, hechos y omisiones que les 
sean imputables generadores de perjuicios a sus con­
tratistas . En tales casos deberán indemnizar la dismi­
nución patrimonial que se ocasione, la prolongación 
de la misma y la ganancia, beneficio o provecho 
dejados de percibir por el contratista. 

Artículo 45 . De Ja responsabilidad de los admi­
nistradores. El servidor público responderá discipli­
naria, civil y penalmente por sus hechos y omisiones 
en la actuación contractual. 

Habrá lugar a la responsabilidad civil y penal de 
que trata este artículo en los casos de culpa grave o 
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dolo; y a la disciplinaria, además, en los de culpa 
leve. 

Artículo 46 . Prescripción de las acciones de res­
ponsabilidad contractual. La acción civil derivada de 
los hechos y omisiones de que tratan los artículos 44, 
45 , 48 y 49 prescribirá en el término de veinte (20) 
años, contados a partir de la ocurrencia de los mis­
mos . La acción disciplinaria prescribirá en un térmi­
no de diez ( 10) años . La acción penal prescribirá en 
veinte (20) años. 

Artículo 47 . De Ja acción de repetición. En caso 
de condena a cargo de una entidad por hechos u 
omisiones imputables a título de dolo o culpa grave 
de un servidor público, la entidad, el ministerio 
público, cualquier persona u oficiosamente el juez 
competente, iniciarán la respectiva acción de repeti­
ción, siempre y cuando aquél no hubiere sido llama­
do en garantía de conformidad con las normas vigen­
tes sobre la materia. 

Los efectos de las providencias que impongan 
condenas de naturaleza económica derivadas de la 
acción civil, sólo beneficiarán a la entidad estatal y 
son transmisibles a los causahabientes del servidor 
público. 

Artículo 48.. De la responsabilidad de Jos consul­
tores, interventores y asesores. Los consultores, in­
terventores y asesores externos responderán civil y 
penalmente tanto por el cumplimiento de las obliga­
ciones derivadas del contrato de consultoría, inter­
ventoría o asesoría, como por los hechos u omisio­
nes que les fueren imputables y que causen daño o 
perjuicio a las entidades, derivados de la celebración 
y ejecución de los contratos respecto de los cuales 
hayan ejercido o ejerzan las funciones de consulto­
ría, interventoría o asesoría. 

Artículo 49. De Ja responsabilidad de Jos contra­
tistas. El particular que intervenga en la contratación 
estatal responderá civil y penalmente por sus actua­
ciones, hechos u omisiones. 

Los consorcios y uniones temporales responderán 
por las acciones , hechos y omisiones de sus inte­
grantes ,  en los términos del artículo 7o. de esta ley. 

Para efecto de la responsabilidad penal , a los 
particulares les serán aplicables los tipos penales 
dispuestos en los artículos 144 a 146 del Código 
Penal (Decreto-ley 100 de 1 98 1 ) .  

Artículo 50. De las sanciones. Sin perjuicio de 
las sanciones e inhabilidades señaladas en la Consti­
tución Política, las personas a que se refiere este 
capítulo se harán acreedoras a: 

1 .  En caso de declaratoria de responsabilidad ci­
vil , el pago de las indemnizaciones en la forma y 
cuantía que determine la autoridad judicial compe­
tente. 

2. En caso de declaratoria de responsabilidad dis­
ciplinaria, a la imposición de . multas de diez ( 1 O) 
hasta cien ( 100) salarios mínimos legales mensuales; 
a la suspensión en el cargo por un término que no 
podrá exceder de. quince ( 15) meses; o a la destitu­
ción. 

3. En caso de dedaratoria de responsabilidad pe­
nal por la comisión dolosa de algunos de los delitos 
señalados en los artículos 144 a 146 del Código 
Penal, se incurrirá en prisión de dos (2) a diez ( 10) 
años, en multa de cien ( 100) salarios mínimos lega­
les mensuales e interdicción de derechos y funciones 
públicas de dos (2) a cinco (5) años . 

4. Si la responsabilidad penal en los términos 
anteriormente señalados se deriva de una conducta 
culposa, se incurrirá en arresto de uno ( 1 )  a tres (3) 
años, en multa de diez ( 10) hasta cincuenta (50) 
salarios mínimos legales mensuales e interdicción de 
derechos y funciones públicas de uno ( 1 )  a dos (2) 
años. 

5. Además de_las sanciones disciplinarias , civiles 
y penales a que se hagan acreedores ,  los servidores 
públicos que sean declarados responsables de actua­
ciones, hechos u omisiones constitutivos de la res­
ponsabilidad de que trata el artículo 45 de la presente 
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ley, quedarán inhabilitados para ejercer cargos pú­
blicos durante cinco (5) a diez ( 1 O) años y para 
proponer y celebrar contratos con las entidades esta­
tales durante el mismo lapso. A igual sanción estarán 
sometidos los particulares que incurran en los he­
chos de que tratan los artículos 48 y 49 de este 
estatuto. 

Las personas jurídicas quedarán inhabilitadas pa­
ra proponer y celebrar contratos con las entidades 
estatales por el mismo término del inciso anterior. 

Artículo 51 . Del contenido de Jos actos sanciona­
torios. La determinación de la responsabilidad de 
que tratan los artículos anteriores la harán las autori­
dades competentes en providencia motivada en la 
que se precisarán los hechos que la generan, los 
motivos y circunstancias para la cuantificación de 
las indemnizaciones a que haya lugar y los elemen� 
tos utilizados para la dosimetría sancionatoria.  Así · 

mismo, en ella se señalarán los medios de impugna­
ción y defensa que procedan contra tales actos, el 
término que se disponga para ello y la autoridad ante 
quien deban intentarse. 

VI. DE LA LIQUIDACION 
DE LOS CONTRATOS 

Artículo 52. De su ocurrencia y contenido. Los 
contratos de tracto sucesivo, aquellos cuya ejecución 
o cumplimiento se prolongue en el tiempo y los 
demás que lo requieran, serán objeto de liquidación 
de común acuerdo por las partes contratantes , proce­
dimiento que se efectuará dentro del término fijado 
en el pliego de condiciones o términos de referencia 
o ,  en su defecto, a más tardar antes del vencimiento 
de los cuatro ( 4) meses siguientes a la finalización 
del contrato o a la expedición del acto administrativo 
que ordene la terminación, o a la fecha del acu((rdo 
que la disponga. 

También en esta etapa las partes acordarán los 
ajustes, revisiones y reconocimientos a que haya 
lugar. 

En el acta de liquidación constarán los acuerdos ,  
conciliaciones y las transacciones a que llegaren las 
partes para poner fin a las divergencias presentadas y 
poder declararse a paz y salvo. 

Para la liquidación se exigirá al contratista la ex­
tensión o ampliación, si es del caso, de la garantía 
del contrato a la e·stabilidad de la obra, a la calidad 
del bien o servicio, suministrado, a la provisión de 
repuestos y accesorios , al pago de salarios , presta­
ciones e indemnizaciones, a la responsabilidad civil 
y, en general , para avalar las obligaciones que deba 
cumplir con posterioridad a la extinción del contrato. 

Artículo 53 . De Ja liquidación unilateral. Si el 
contratista no se presenta a la liquidación o las partes 
no llegan a acuerdo sobre el contenido de la misma, 
será practicada directa y unilateralmente por la enti­
dad y se adoptará por acto administrativo motivado 
susceptible del recurso de r:eposición. 

VII. DEL CONTROL DE LA GESTION 
CONTRACTUAL 

Artículo 54. De Ja intervenCión del Ministerio 
Público. La Procuraduría General de la Nación y los 
demás agentes del Ministerio Público, de oficio o a 
petición de cualquier persona, adelantarán las inves­
tigáciones sobre la .observancia de los principios y 
fines de la contratación estatal y promoverán las 
acciones pertinentes tendientes a obtener las sancio­
nes pecuniarias y disciplinarias para quienes que­
branten tal normatividad. 

Artículo 55.  De las visitas e informes. La Procu-. 
raduría adelantará visitas a las entidades estatales 
oficiosamente y con la periodicidad que demande la 
protección de los recursos públicos y el imperio de la 
moralidad, legalidad y honestidad en la administra­
ción pública. 
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Durante las visitas, cuya realización se divulgará 
ampliamente, se oirá a las asociaciones gremiales y 
comunitarias del lugar y se dará oportunidad a los 
administrados para que hagan las denuncias y pre­
senten las quejas que a bien consideren . 

Las conclusiones de las visitas se dejarán en infor­
mes escritos que se pondrán en conocimiento de la 
comunidad respectiva y de ellos se correrá traslado a 
los jefes de las entidades y a quienes aparezcan 
implicados en la comisión de conductas antijurí­
dicas . 

Copias de tales informes se enviarán a la Fiscalía 
General de la Nación o a la delegada respectiva para 
que ésta, si es del caso, dé cumplimiento a la función 
de que trata el artículo siguiente. 

El visitador exigirá a los administrados identifi­
carse y les · advertirá de las consecuencias de la 

· formulación de denuncias temerarias. 
Artículo 56. De Ja participación de Ja Fiscalía 

General de Ja Nación. La Fiscalía General de la 
Nación, de oficio o por denuncia o querella, investi­
gará las conductas constitutivas de delitos en la acti­
vidad contractual y acusará a los presuntos infracto­
res ante los jueces competentes.  

Artículo 57 . De la intervención de las autorida­
des que ejercen control fiscal. La intervención de 
las autoridades que ejerzan el control fiscal se limita­
rá al control posterior y selectivo de la contratación 
estatal , y su labor será la de verificar el cumplimien­
to de las normas fiscales . 

Las personas encargadas del control fiscal no in­
tervendrán enias etapas de selección del contratista, 
en las de celebración y perfeccionamiento del con­
trato, ni en las de desarrollo, ejecución, terminación 
y liquidación del mismo. También les estará prohibi­
do intervenir en las relaciones entre la entidad con­
tratante y el contratista. 

No obstante, ejercerán la competencia de que trata 
el artículo 273 de la Constitución Política para orde­
nar que el acto de adjudicación de una licitación 
tenga lugar en audiencia pública. 

Son nulas y dan lugar a · 1as sanciones penales y 
disciplinarias previstas en la ley las prácticas o pro­
cedimientos que contravengan la prohibición ante­
rior. 

Artículo 58 .  De la participación comunitaria. Las 
asociaciones cívicas , comunitarias , de profesiona­
les, benéficas o de utilidad común, podrán denunciar 
ante las autoridades competentes las actuaciones, 
hechos u omisiones de los servidores públicos o de 
los particulares que constituyan delitos, contraven­
ciones o faltas en materia de contratación estatal . 

Las autoridades brindarán especial apoyo y cola­
boración a las personas y asociaciones que empren­
dan campañas de control y vigilancia de la gestión 
pública contractual y oportunamente suministrarán 
la documentación e información que requieran para 
el cumplimiento de tales tareas. 

El Gobierno Nacional y los de las entidades terri­
toriales establecerán sistemas y mecanismos de es­
tímulo de la vigilancia y control comunitario en la 
actividad contractual orientados a recompensar di­
chas labores . 

Las entidades estatales podrán contratar con las 
asociaciones de profesionales y con las universida­
des y centros especializados de investigación, el 
estudio y análisis de las gestiones contractuales rea- . 
lizadas. 

Artículo 59. De la colaboración de los cuerpos 
consultivos del gobierno. Los organismos o entida­
des gremiales, profesionales o universitarios que 
tengan el carácter de cuerpos consultivos del gobier­
no prestarán la colaboración que · en la actividad 
contractual requieran las entidades estatales . 

Así mismo, podrán servir de árbitros para dirimir 
las discrepancias de naturaleza técnica que surjan en 
desarrollo del contrato o con ocasión de éste. -
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VIII. DE LA SOLUCION DE LAS 
CONTROVERSIAS CONTRACTUALES 

Artículo 60. De Ja utilización de mecanismos de 
solución directa de las diferencias. Las entidades a 
que se refiere el artículo 2º del presente estatuto y los 
contratistas buscarán solucionar en forma ágil , rápi­
da y directa las diferencias y discrepancias surgidas 
de la actividad contractual , y evitarán, si ello es 
posible, la utilización de las vías judiciales . 

Para tal efecto, al surgir las diferencias acudirán al 
empleo de los mecanismos de solución de conflic­
tos, de conversaciones directas, conciliación, ami­
gable composición y transacción. 

Parágrafo. Los actos administrativos contractua­
les podrán ser revocados en cualquier tiempo, siem­
pre que sobre ellos no haya recaído sentencia ejecu­
toriada. 

Artículo 6 1 .  De Ja utilización de Jos mecanismos 
de solución directa de Jos conflictos contractuales. 
Las autoridades no podrán establecer prohibicio­
nes a la utilización de los mecanismos de solución 
directa de las controversias nacidas de los contratos 
estatales . 

Las entidades no podrán disponer la prohibición 
de pactar cláusula compromisoria o de celebrar com­
promisos para dirimir las diferencias surgidas del 
contrato estatal . 

Artículo 62. De Ja cláusula compromisoria . En 
los contratos estatales podrá incluirse la cláusula 
compromisoria a fin de someter a la decisión de 
árbitros las distintas diferencias que puedan surgir 
por razón de la celebración del contrato y de su 
ejecución, desarrollo, terminación o liquidación. 

El arbitramento será en derecho. Los árbitros se­
rán tres (3) ,  a menos que las partes decidan acudir a 
un árbitro único. En las controversias de menor 
cuantía habrá un solo árbitro. · 

La designación, requerimiento, constitución y 
funcionamiento del tribunal de arbitramento se regi­
rá por las normas vigentes sobre la materia.  

Los árbitros podrán ampliar el término de dura­
ción del Tribunal por la mitad del inicialmente acor­
dado o legalmente establecido, si ello fuere necesa­
rio para la produccióri del laudo respectivo. 

En los contratos con personas extranjeras y en los 
que incluyan financiamiento a largos plazos, siste­
mas de pago mediante la explotación del objeto 
construido u operación de bienes para la prestación 
de un servicio público, podrá pactarse que las dife­
rencias surgidas del contrato sean sometidas a la 
decisión de un tribunal de arbitramento designado 
por un organismo internacional . 

Artículo 63 . Del compromiso. Cuando en el 
contrato no se hubiere pactado cláusula compromi­
soria, cualquiera de las partes podrá solicJtar a la otra 
la suscripción de un compromiso para la convocato­
ria de un Tribunal de Arbitramento a fin de resolver 
las diferencias presentadas por razón de la celebra­
ción del contrato y su ejecución, desarrollo, termina­
ción o liquidación. 

En el documento de compromiso que se suscriba 
se señalarán la materia objeto del arbitramento, la 
designación de árbitros, el lugar de funcionamiento 
del tribunal y la forma de proveer los costos del 
mismo. 

Artículo 64. Del recurso de anulación contra el 
Jaudo arbitral. Contra el laudo arbitral procede el 
recurso de anulación. Este deberá interponerse por 
escrito presentado ante el Tribunal de Arbitramento 
dentro de los cinco (5). días siguientes a la notifica­
ción del laudo o de la providencia que lo corrija, 
aclare o complemente. 

El recurso se surtirá ante la Sección Tercera de la · 

Sala Contencioso-Administrativa del Consejo de Es­
tado. 

Son causales de anulación del laudo las si-· 
guientes: 
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1 .  Cuando sin fundamento legal no se decretaren 
pruebas oportunamente solicitadas, o se hayan deja­
do de practicar las diligencias necesarias para eva­
cuarlas, siempre que tales omisiones tengan inciden­
cia en la decisión y el interesado las hubiere reclama­
do en la forma y tiempo debidos. 

2. Haberse fallado en conciencia debiendo ser en 
derecho siempre que esta circunstancia aparezca ma­
nifiesta en el laudo. 

3 .  Contener la parte resolutiva del laudo errores 
aritméticos o disposiciones contradictorias, siempre 
que se hayan alegado oportunamente ante el Tribu­
nal de Arbitramento. 

4. Haber recaído el laudo sobre puntos no sujetos 
a la decisión de los árbitros o haberse concedido más 
de lo pedido. 

5 .  No haberse decidido sobre cuestiones sujetas 
al arbitramento. 

El trámite y efectos del recurso se regirán por las 
disposiciones vigentes sobre la materia. 

Artículo 65 . De Ja colaboración de las asociacio­
nes de profesionales y de las cámaras de comercio. 
Podrá pactarse acudir a los centros de conciliación y 
arbitramento institucional de las asociaciones profe­
sionales y de las cámaras de comercio para que 
diriman las controversias surgidas del contrato. 

Artículo 66. Del arbitramento o pericia técnico. 
Las partes podrán pactar que las diferencias de ca­
rácter exclusivamente técnico se sometan al criterio 
de expertos designados directamente por ellas o que 
se sometan al parecer de un organismo consultivo 
del Gobierno, al de una asociación profesional o a un 
centro docente universitario o de enseñanza supe­
rior. La decisión adoptada será definitiva. 

Artículo 67. Del juez competente. Sin perjuicio 
de lo dispuesto en los artículos anteriores, el juez 
competente para c_onocer de las controversias deriva­
das de los contratos estatales y de los procesos. de 
ejecución o cumplimiento será el de la jurisdicción 
contencioso-administrativa. 

Parágrafo primero. Una vez practicadas las prue­
bas dentro del proceso, el juez citará a demandantes 
y demandados para que personalmente concurran, 
con o sin apoderado, a audiencia de conciliación. 
Dicha audiencia se sujetará a las reglas previstas en 
el artículo 101  del Código de Procedimiento Civil y 
se procurará que se adelante por intermedio de per­
sonas diferentes de aquellas que intervinieron en la 
producción de los actos o en las situaciones que 
provocaron las discrepancias . 

Parágrafo segundo. En caso de condena en proce­
sos originados en controversias contractuales, el 
juez, si encuentra la existencia de temeridad en la 
posición no conciliatoria de alguna de las partes , 
condenará a la misma o a los servidores públicos que 
intervinieron en las correspondientes conversado­
nes a cancelar multas a favor del Tesoro Nacional de 
cinco (5) a doscientos (200) salarios mínimos legales 
mensuafes. 

Parágrafo tercero. En. los procesos derivados de 
controversias de naturaleza contractual se condenará 
en costas a cualquiera de las partes , siempre que se 
encuentre que se presentó la conducta del parágrafo 
anterior. 

IX. DE LAS DISPOSICIONES V ARIAS 

Artíc�lo 68 . De Jos contratos de exploración y 
explotación de recursos naturales. Las normas espe­
ciales que regulan los contratos de exploración y 
explotación de .recursos naturales renovables y no 
renovables , se entenderán vigentes en todo aquello 
que no contravenga lo dispuesto en la presente ley. · 

Artículo 69. De Ja normatividad aplicable en las · 

actuaciones administrativas. En cuanto sean compa­
tibles con la finalidad y los principios de esta ley, las 
normas que rigen los procedimientos y actuaciones 
en la función administrativa serán aplicables en las 
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actuaciones contractuales . A falta de éstas , regirán 
las disposiciones del Código de Procedimiento 
Civil . 

Los actos administrativos que se produzcan con 
motivo u ocasión de la actividad contractual sólo 
serán susceptibles de recurso de resposición y del 
ejercicio de la acción contractual de acuerdo con las 
reglas del Código Contencioso Administrativo. 

Parágrafo primero. iEl acto de adjudicación no 
tendrá recursos por la vía gubernativa. Este podrá 
impugnarse mediante el ejercicio de las acciones de 
nulidad y restablecimknto del derecho, según las 
reglas del Código Contencioso Administrativo. 

Parágrafo segundo. Para el ejercicio de las accio­
nes contra los actos administrativos de la actividad 
contractual no es necesario demandar el contrato que 
los origina. 
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Artículo 70. De los contratos, procedimientos y 
procesos en curso. Los contratos, los procedimien­
tos de selección y los procesos judiciales en curso a 
la fecha en que entre a regir la presente ley continua­
rán sujetos a las normas vigentes en el momento de 
su celebración o iniciación. 

Artículo 7 1 .  Reglamentación del registro de pro­
ponentes. El funcionamiento del registro de propo­
nentes en las cámaras de comercio será reglamenta­
do por el Gobierno Nacional dentro de los seis (6) 
meses siguientes a la promulgación de la presente 
ley . 

Artículo 72. Adecuación de estatutos. Dentro del 
año siguiente ª Ja fecha de promulgación de la pre­
sente ley, las autoridades competentes adoptarán las 
medidas necesarias para adecuar los estatutos de las 
entidades estatales a lo dispuesto en esta ley. 

Artículo 73 . Vigencia y derogaciones. La presen­
te ley rige a partir del día siguiente al del vencimien-
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to del año siguiente a la fecha de su promulgación y 
deroga las disposiciones que le sean contrarias , en 
especial el Decreto-ley 2248 de 1972, la Ley 19  de 
1 982, el Decreto-ley 222 de 1 983, excepción hecha 
de los artículos 108 a 1 1 3 ,  el Decreto 59 1 de 1991 , y 
los artículos 263 y .264 del Código Contencioso 
Administrativo. 

Parágrafo transitorio . A partir de la promulgación 
de la presente ley , el Gobierno adelantará, con la 
colaboración de las instituciones de educación y de 
los demás organismos o entidades que tengan el 
carácter de cuerpos consultivos del Gobierno, activi­
dades pedagógicas y de divulgación del presente 
estatuto. 

Presentado a consideración del honorable Senado 
de la República, por el suscrito, 

Jorge Bendeck Olivella 
Ministro de Obras Públicas y Transporte 

Exposición de Motivos 
Honorables Senadores: 
Aun desde antes de la expedición de la nueva 

Constitución Política del cuatro (4) de julio del año 
próximo pasado, existía un consenso general sobre 
la necesidad de introducir importantes modificacio­
nes a la legislación que desde los años de 1982 y 
1 983 gobernaba gran parte de la contratación de las 
entidades públicas , opinión motivada no solamente 
por pruritos intelectuales sino por el pleno y total 
convencimiento de los efectos negativos quizá no 
tanto de la normatividad que a la sazón regía como 
por los de la estrecha interpretacion de que ella había 
sido objeto. 

Y si lo precedente fue una verdad a los pocos días 
de haber sido e·xpedido el Decreto-ley 222 de 1 983 , 
ha cobrado mayor relevancia con la nueva normati­
vidad, con una nueva Constitución que ha modifica­
do postulados y principios y requiere nuevos con­
ceptos de administración y gobierno: de un estatuto 
que refleje una nueva Colombia acorde con las nue­
vas tendencias. 

Por último, independientemente de la bondad 
conceptual y teórica de la actual legislación contrac­
tual pública, a nadie escapa que la misma no alcanza 
a lograr el objetivo de cumplir los cometidos estata­
les y obtener la eficiente prestación de los servicios a 
cargo de las entidades públicas . 

Tal vez gran parte de la responsabilidad en ello no 
puede endilgarse al legislador de aquel entonces sino 
al hecho de haber llevado a la ley, normatividad 
estática, aquello que debía estar en reglamentos di­
námicos, por esencia cambiantes, por necesidad per­
manentemente ajustables a las nuevas condiciones, a 
las nuevas técnicas y a los requerimientos de hoy. 

Todo ello, unido al imperativo del inciso final del 
artículo 1 50 de la Carta, constituye justificación del 
proyecto que se presenta a consideración del honora­
ble Congreso de la República y en el cual se ha 
buscado. corregir los evidenciados defectos del pa­
sado. 

l. ANTECEDENTES 

A pesar de que durante largo tiempo no fueron 
muchos los contratos que precisó el Estado y aunque 
los estudiosos estimaron que, en nada cambiaba un 
acuerdo de voluntad por el hecho de que una de las 
partes del mismo fuera una persona de derecho pú­
blico y que por eso a los contratos estatales se les 
llamara ' 'actos de gestión" o ·  de "mero derecho 
privado" ,  opuestos a los "actos de gobierno" ,  "po­
der' ' ,  ' ' imperio' '  o ' 'mando ' ' ,  lo cierto es que desde 
la iniciación de nuestra vida republicana la legisla-

ción se preocupó por regular la escogencia de contra­
tistas y algunas cláusulas de los contratos estatales,  
pero sin pretender sustituir el ordenamiento general 
de los contratos, los códigos Civil y de Comercio, ni 
modificar lo relacionado con el nacimiento, perfec­
cionamiento, vida y muerte de los acuerdos de vo­
luntad en aquellos estatutos contenido. 

Como productos de lo anterior pueden presentarse 
el Código Fiscal de 1 873 que ya regulaba la institu­
ción de la caducidad, forma atípica de poner fin a 
varios de los contratos del Estado; la Ley 53 de 1909 , 
que reitera esta facultad y que consagra algunas 
exigencias administrativas; la Ley 1 10 de 19 12 ,  Có­
digo Fiscal Nacional que se refiere a la licitación o 
concurso como procedimiento de selección de con­
tratistas y a sus excepciones; la Ley 130 de 1 9 1 3 ,  
nuestro primer estatuto procesal contencioso admi- . 
nistrativo que ratifica el concepto de actos de mero 
derecho privado de los contratos; la Ley 105 de 
193 1 ,  que entrega el conocimiento de las controver­
sias contractuales a la justicia común; y la Ley 167 
de 194 1 ,  que reitera lo referente a la cláusula de 
caducidad y a la revisión administrativa de los con­
tratos del Estado por parte de la jurisdicción conten­
cioso-administrativa y deja en manos del juez ordi­
nario el conocimiento del contrato y sus controver­
sias . 

A esa normatividad podrían agregarse una serie de 
leyes y decretos legislativos que de los años 40 a 70 
se dictaron, relacionados con autorizaciones, apro­
baciones y revisiones de tipo administrativo exigidas 
para los contratos estatales.  Igualmente, podrían se­
ñalarse las contenidas en el Código de Minas y las 
normas que lo reformaron relativas a trámites admi­
nistrativos para obtener, por medio de acuerdo, la 
explotación de recursos mineros nacionales y a cláu­
sulas o estipulaciones especiales para esa clase de 
actos, como la llamada "reversión" ,  mediante _ la 
cual se previó que al finalizar un contrato de explota­
ción de la riqueza nacional los bienes y elementos 
puestos al servicio de la misma pasen a ser propiedad 
de la entidad estatal . 

Finalmente, bien podría recordarse la legislación 
agraria y la de los recursos naturales no renovables, 
en donde se tratan clases particulares de contratos de 
explotación de bienes del Estado, tales como bal-
díos, areneras, bosques, ríos , etc . 

· 

No puede negarse que durante todo este tiempo y 
en la medida' en que el campo de las activ

.idades del 
Estado fue· en crecimiento, se habló de'la neéesidad de 
una normatividad particular y especial para los c"óri­
tratos del Estado. Fue así como en la legislatura de 
1 934, primero, el senador por el Departamento del 

Atlántico, doctor Francisco Carbonen González, 
presentó un proyecto en tal sentido, acto que no 
alcanzó a convertirse en ley. Posteriormente, en 
1937 , el doctor Alberto Lleras Camargo, Ministro 
de Gobierno para ese entonces, impulsó nuevamente 
un proyecto semejante que no logró convertirse en 
ley de la República. 

Ya en la década del setenta, y como consecuencia 
del marcado intervencionismo impuesto en la refor­
ma COJ).Stitucional de 1 968 , fue mayor ese clamor de 
una legislación particular para los contratos del Esta­
do, el que se encontró justificable porque con la 
expedición del Decreto-ley 528 de 1 964 se había 
entregado a la justicia contencioso-administrativa el 
conocimiento de las controversias surgidas de los 
contratos "administrativos" de las distintas entida­
des estatales y porque al expedir los Decretos-ley 
1Q50 y 3 1 30 de 1968 , el legislador había distinguido 
entre los contratos que celebraban la Nación y sus 
establecimientos públicos y los que acordaban los 
otros entes y así mismo, desde ese entonces , se había 
anunciado un régimen diferente para unos y otros. 

Este anhelo motivó la expedición de la Ley 2ª de 
1 973 , mediante la cual se otorgaron facultades ex­
traordinarias al Gobierno para expedir un estatuto 
contractual en· el ámbito nacional , cosa que a la 
postre no se produjo por haber expirado el término 
de las autorizaciones. Un año más tarde, el Congreso 
dictó la Ley 28 de 1 974 y en ella se volvieron a 
otorgar facultades extraordinarias para expedir la ley 
de los contratos del Estado. En esta ocasió'n, por 
medio del Decreto-ley 1670 de 1975 , el Gobierno 
hizo uso de la facultad otorgada y expidió el estatuto 
esperado. 

Mas debe anotarse que este nuevo ordenamiento, 
cuyo ámbito de aplicación lo fue sólo en el orden 
nacional, no abarcó todos los campos de la contrata­
ción, motivo por el cual continuaron rigiendo para 
muchos aspectos de los contratos del Estado las 
disposiciones de los códigos Civil y de Comercio. 

En 1976, y con base en las mismas facultades , el 
Gobierno, en virtud de algunas críticas y reparos que 
se habían hecho al Decreto-ley 1670, expidió el Decre­
to-ley 150, conocido durante algunos años como el 
estatuto contractual de los entes públicos nacionales. 

Y como es cierto que se había présen�ado un 
cambió en la mentalidad jurídica del país fi;e creía 
que la figura del contrato dél Estado debía gobernar­
se según los 'estrictos ·moldés del derecho publico y 
que era necesarió. desterrar l'ós postúiadcis.éle ·1a auto­
nomía de la voluntad y del contrato acto generador 
de leyes particulares, al poco tiempo de vigencia del 
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Estatuto empezaron a formularse diversas críticas en 
tomo a sus limitaciones normativas y deficiencias . 

Lo anterior debe adicionarse con una gran verdad: 
el estatuto de 1976 había caído en la trampa de llevar 
a la ley aquello que debió estar siempre en las meras 
reglas y prácticas cambiantes de administración y 
por ello bien pronto se tomó desueto y conflictivo. 

Ante esa situación nuevamente el legislador, en el 
año de 1982, otorgó facultades extraordinarias al 
Gobierno para expedir un estatuto, con un mayor 
campo de aplicación. 

Fue así como en el mes de febrero de 1 983 se 
dictó el Decreto-ley 222, "por el cual se expiden 
normas sobre contratos de la Nación y sus entidades 
descentralizadas . . .  ' ' . 

Sin embargo y a pesar de lo expresado y de los 
correctivos dados por la ley de 1 983 , tampoco en 
esta oportunidad se logró el propósito y por ello 
también a los pocos días de la expedición del decre­
to, ya vencidas las autorizaciones extraordinarias , se 
pusieron de relieve las críticas y los reparos . 

Tales glosas llevaron al Gobierno, a sus colabora­
dores jurídicos y a los particulares al estudio de las 
modificaciones al Decreto-ley 222 y a la presenta­
ción al Congreso en diferentes legislaturas de varios 
proyectos que no han logrado convertirse en leyes de 
la República. 

Es de anotar que los estudios y anteproyectos 
elaborados no pretendieron abandonar la filosofía de 
los estatútos de 1 975,  1 976 y 1983 , sino ajustar 
algunas de sus instituciones . 

Debe igualmente destacarse que si bien para los 
contratos de la Nación y sus entidades descentraliza­
das se había acudido a ordenamientos como los men­
cionados, para los de los departamentos y munici­
pios se había admitido que por lo menos en lo rela­
cionado con su formación y adjudicación debían 
gobernarse por actos administrativos relativamente 
flexibles. 

II. FRACASO DE LOS FINES BUSCADOS 

Si, como se ha visto, los juristas y estudiosos del 
derecho se concentraron en estos últimos veintidós 
años en la crítica de los estatutos contractuales y en 
la definición del "contrato administrativo" para di­
ferenciarlo del "contrato del derecho privado" ,  los 
jueces, por su parte , no sólo se ocuparon de ello sino 
también de separar la materia administrativa con­
tractual de los asuntos del mero derecho privado 
existentes en tales actos . Adicionalmente, la admi­
nistración se vio rodeada de obstáculos y pleitos que 
la obligaron a buscar atajos para sustraerse de las 
leyes de la contratación pública. En este sentido es 
significativo el hecho de que de un total de · 1 .380 
contratos de obra pública celebrados por la adminis­
tración central, 880 se llevaron a cabo mediante la 
modalidad de contratación directa, tal como lo ha 
puesto de presente la Contraloría General de la Re­
pública en un documento elaborado en marzo de 
1989 1 ,  lo cual evidencia la aludida tendencia. 

Así mismo, la legislación especial fue tildada de 
causante de mayores costos y de obstáculos para el 
cumplimiento de los fines estatales. 

Por último, la moralidad y la pulcritud administra­
tivas buscadas con la expedición de los estatutos 
tampoco pudo conseguirse . 

Aunque sería injusto atribuir tantos males a la 
legislación vigente e iluso creer que las leyes por sí 
solas pueden lograr el bienestar y los cambios de 
conducta que requiere la sociedad, nos encontramos 
ante unas realidades que imponen la modificación de 
esa legislación. 

La primera, que· no deben encasillarse en la ley las 
mecánicas administrativas , por esencia cambiantes; 
la segunda, que no puede prolongarse la vida de unos 
requisitos y una:s exigencias que tan sólo aumentan 
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los costos de los servicios estatales , como las autori­
zaciones, revisiones, etc . ;  la tercera, que es nec'esa­
rio dar una mayor autonomía al administrador para 
que logre cumplir con los fines del mandato entrega­
do; la cuarta, que deben defenderse los derechos del 
administrado contratista retomando el contrato a su 
noción original y despojando a la administración de 
un cúmulo de privilegios y facultades omnímodas e 
innecesarias; y la quinta, que es indispensable hacer 
de la contratación estatal un acto de justicia y de 
responsabilidad tanto de la persona pública que con­
trata como del contratista. 

No cabe duda, de que un alto porcentaje del gasto 
público de inversión se efectúa mediante el instru­
mento de la contratación, tal como se infiere clara­
mente del análisis efectuado por la Contraloría Ge­
neral de la República sobre el valor total de la contra­
tación de obra pública a marzo de 1 989, factor éste 
significativo en ese sentido si se tiene en cuenta que 
dicha modalidad de contratación representa un ele­
vado porcentaje de la contratación total del Estado, a 
pesar de que el aludido estudio se circunscribe a la 
administración central . 2 

· 

Adicionalmente cabe resaltar que habida conside­
ración de los propósitos trazados en el Plan Nacional 
de Desarrollo Económico y Social 1990- 1 994 en 
materia de inversión pública, específicamente en lo 
relativo a infraestructura física (construcción de ca­
rreteras y adecuación de tierras) y social (educación, 
salud, vivienda y saneamiento básico) , es preciso 
que la administración cuente con instrumentos de 
contratación ágiles y eficientes. 3 

La legislación sobre contratación pública consti­
tuye en la actualidad una "camisa de fuerza" opues­
ta a las necesidades tanto del sector público como del 
privado, pues se trata de una regulación reglamenta­
ria que impide la flexibilidad que debe estar presente 
en el actuar contractual. Todo lo precedente justifica 
el cambio de concepción frente al contrato de los 
entes públicos. 

III. PROYECTO CONCERTADO 

Es importante resaltar el hecho de que el proyecto, 
tal como fue concebido originalmente por el Gobier­
no, se sometió a consideradón de todos los gremios 
que directa o indirectamente tienen que ver con la 
contratación e igualmente de las universidades, mi­
nisterios y diferentes entidades públicas, así como 
de los representantes de las entidades territoriales , 
con el propósito de recoger opiniones, críticas y 
observaciones en tomo a su contenido, alcance e 
implicaciones y de efectuar, como en efecto se ha 
hecho, los ajustes pertinentes. 

Es importante destacar el valioso aporte de los 
mencionados entes y organismos cuya participación, 
justo es reconocerlo ,  enriqueció la preparación del 
proyecto, habida cuenta de su experiencia y del 
conocimiento que poseen de los diferentes proble­
mas que gravitan sobre la contratación pública. De 
esta manera se propició un amplio y significativo 
intercambio de ideas y criterios que, en buena medi­
da, se reflejan en el texto definitivo del proyecto. 

El presente proyecto es entonces el resultado de 
un fructífero proceso en desarrollo del cual se discu­
tieron y analizaron las diversas inquietudes y pro­
puestas planteadas por quienes en él intervinieron, 
en un marco de concertación que, como en tantas 
otras materias vitales para la modernización de nues­
tras instituciones, ha propiciado el Gobierno Na­
cional . 

El Gobierno estima que aunque aun podría haber­
se otorgado una mayor autonomía y arribado a una 
mayor simplificación de normatividad, se ha logrado 
concebir un-conjunto armónico de reglas que no sólo 
permitirá una contratación ágil y justa síno también 
una administración objetiva y transparente. 
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Cabe agregar que el presente proyecto correspon­
de, en su esencia, al presentado por el Gobierno en la 
pasada legislatura pero que, por razones de tiempo y 
de reglamentación del trabajo legislativo, nó alcanzó 
a ser debatido. Sin embargo , se aprovechó la oportu­
nidad para discutirlo nuevamente en diferentes foros 
organizados en varias ciudades del país por la Con­
sejería Presidencial para la Modernización del Esta­
do y con la colaboración de las cámaras de comercio. 
Igualmente se llevaron a cabo diferentes reuniones 
con los gremios y organismos estatales , resultado de 
lo cual surgieron nuevas observaciones e interesan­
tes aportes que, en buena medida, se recogieron en la 
presente versión del proyecto. 

IV. COMPETENCIA DEL CONGRESO 
PARA EXPEDIR EL ESTATUTO 

CONTRACTUAL MEDIANTE 
LEY ORDINARIA 

Dentro del marco de la cláusula general de compe­
tencia que le corresponde al Congreso Nacional en 
materia legislativa, el inciso final del artículo 1 50 de 
la Constitución Política le atribuye la función de 
"expedir el estatuto general de contratación de la 
administración pública y en especial de la adminis­
tración nacional' '  . 

En tomo a esta disposición constitucional , es pre­
ciso dilucidar, en primer término , si la expresión de 
"estatuto general" que en ella se utiliza hace refe­
rencia a la modalidad legislativa que debe revestir la 
normatividad concerniente a la contratación pública, 
en cuanto que deba corresponder a una ley estatuta­
ria o a una ley general o si, por el contrario, tal 
expresión no tiene relevancia alguna en ese sentido 
y, por consiguiente, dicha materia es susceptible de 
ser regulada por una ley ordinaria. 

Si bien el contenido normativo del citado inciso 
sugiere la hipótesis según la cual el constituyente 
quiso que esa función fuera ejercida por el Congreso 
mediante la expedición de una ley estatutaria o de 
una ley general, lo cierto es que en la sesión plenaria 
de la Asamblea Nacional Constituyente del día 30 de 
junió de 1 99 1 ,  en la cual se discutió la disposición en 
cuestión (cuyo texto fue propuesto por la Comisión 
Codificadora) , no se llevó a cabo ningún debate 
sobre su alcance y significación , resultando aproba­
do simplemente con fundamento en la conveniencia 
de que esa función del Congreso quedara consagrada 
expresamente en la Carta. No es procedente, enton­
ces, buscar en la aludida expresión efectos o alcan­
ces que en modo alguno fueron objeto de considera­
ción por parte del constituyente. 

Por otra parte, basta con detenerse en el texto de 
los artículos 1 50- 1 9  y 1 52 constitucionales que alu­
den, en su orden, a las leyes generales y a las leyes 
estatutarias , para descartar la validez de dicha hipó­
tesis puesto que no incluyen en su respectiva enume­
ración taxativa de materias que deben ser objeto de 
una u otra categoría de ley, la relacionada . con la 
contratación de las personas públicas . 

Confom1e a lo expresado, resulta evidente que la 
competencia del Congreso para expedir el estatuto 
general de la contratación estatal debe ser ejercida 
por el legislativo mediante ley ordinaria. 

1 Contralorfa General de la República, Contratación Admi­
nistrativa de Obra Pública, Documentos 1 ,  Informe Técnico , 
marzo de 1 989, pág. 1 8 .  

2 Contral.oría General de l a  República, Contratación Admi­
nistrativa de Obra Pública, Ob. _  Cit . ,  pág. 1 8 .  

3 Presidencia de l a  República, Departamento Nacional de 
Planeación, Plan de Desarrollo Económico y Social 1 990-1994, 

La Revolución Pacífica 1991, págs. 573 y ss. 
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Otro aspecto que debe dilucidarse en relación con 
la aludida disposición constitucional, es el relativo al 
alcance de la expresión "estatuto general" en ella 
prevista, frente al contenido propiamente tal de la 
ley. En este sentido, es pertinente señalar que así 
como de tal expresión -según se acabó de exponer­
no puede inferirse que el ejercicio de dicha compe­
tencia deba traducirse en una ley estatutaria o en una 
ley general, tampoco es susceptible de interpretarse 
en el sentido de que a través de ella el legislativo 
deba necesariamente expedir un estatuto contractual 
que regule en forma minuciosa y detallada toda la 
materia, de modo tal que los múltiples y diversos 
aspectos que conciernen a la contratación pública 
queden comprendidos en su texto. 

Una interpretación de ese alcance, ciertamente 
desconoce el ámbito de actuación que compete a la 
administración en relación con aquellos contenidos 
normativos que por su propia naturaleza se hallan 
sujetos a las adecuaciones que las circunstancias 
cambiantes van imponiendo y que deben ser suscep­
tibles de introducirse de una manera ágil y expedita 
en orden a lograr la cumplida ejecución de la ley . 

En este orden de ideas, la expresión constitucional 
a que se ha hecho referencia, ha de entenderse en el 
sentido de que ella invoca el carácter impersonal , 
abstracto y qbjetivo que es propio de la ley y del 
cual, como es obvio, no puede sustraerse el estatuto 
contractual. 

Ahora bien, por mandato constitucional ' 'la capaci­
dad de los organismos y entidades estatales para con­
tratar' ' ,  así como todas las materias concernientes 
a los presupuestos de la Nación, de las entidades 
territoriales y de los entes descentralizados de cual­
quier nivel administrativo, corresponden a la ley 
orgánica del presupuesto (art. 352 C.N.) ,  la cual 
según el artículo 1 5 1  C .N.  requiere para su aproba­
ción, la mayoría absoluta de los votos de los miem­
bros de una y otra Cámara. 

El proyecto en cuanto que es un estatuto general 
de contratación, necesariamente tiene que referirse a 
la capacidad o competencia de las entidades estatales 
para contratar. De igual manera, el cabal manteni­
miento del equilibrio económico y financiero exige 
que se establezcan algunas disposiciones de natura­
leza presupuesta! . Pues bien, uno y otro evento se 
encuentran contemplados en el proyecto, en particu­
lar en los artículos 1 1  y 25 , numerales 1 2  y 1 3 ,  razón 
por la cual tendrán que tramitarse con la mayoría 
absoluta exigida por el citado artículo 1 5 1  de la 
Constitución Política. 

V. DISPOSICIONES GENERALES 

La agilidad, la libertad, la transparencia, la auto­
nomía, son principios de imperioso desarrollo. Por 
oposición, el excesivo detallismo y la asfixiante re­
glamentación son aspectos que dificultan el actuar 
contractual en un marco caracterizado por la rapidez 
y por lo expedito de las decisiones, condiciones sine 
qua non para estar a tono con las tendencias imperan­
tes de eficiencia, calidad, eficacia e internacionali­
zación recogidas en nuestra Carta Política. 

1 .  Universalidad .del Estatuto Contractual 

La nµeva ley pretende convertirse en el marco 
normativo de la actividad estatal en cuanto atañe a la 
contratación_. Por ende, su estructura se caracteriza 
por definir y consagrar en forma sistematizada · y 
ordenada las reglas y principios básicos que deben 
encaminar la realización y ejecución de todo contra­
to que celebre el Estado. No se trata, pues, de un 
ordenamiento de tendencia reguladora y casuística lo 
cual entraba la actividad estatal cómo lo ha demos­
trado la experiencia. Sólo recoge las normas funda­
mentales en materia contractual cuyo adecuado aca­
tamiento se erija en la única limitante de la autono-
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mía de la voluntad, principio que debe guiar la con­
tratación estatal . 

Precisamente el reconocimiento de la autonomía 
de la voluntad como delegación que la ley confiere a 
las partes de regular las relaciones contractuales de­
limitada por el respeto de los imperativos de orden 
público, exige que esas normas encauzadas a regla­
mentar el interés público o las necesidades de la 
colectividad en materia contractual , se instituyan en 
las rectoras para todo el aparato estatal, evitando así 
la eventual consagración de norm·atividades u orde-­
namieºtos que pueden motivarse en variadas tenden­
cias y principios y con lo cual la realización de los 
fines estatales puede verse afectada. 

La unidad en sus fines se logra adecuadamente por 
la implantación de unos prinéipios rectores que 
orienten y garanticen la gestión de todo ente estatal . 
Por ello, el estatuto proyectado está concebido como 
un conjunto normativo de aplicación general , es 
decir, de obligatoria observancia para todos los entes 
y organismos del Estado de las diferentes ramas del 
poder público, y en sus diferentes niveles. Incluso la 
órbita de regulación alcanza también a los particula­
res que por delegaciones especiales, adscripciones o 
convenios celebran contratos a nombre del Estado. 

Así pues, esta ley pretende convertirse en la gene­
ral y única para el Estado en todo el territorio nacio­
nal. Para los efectos de la ley sé denominan entida­
des estatales la Nación, el Distrito Capital , los de­
partamentos, los municipios, los establecimientos 
públicos, las empresas industríales y comerciales del 
Estado, las sociedades de economía mixta con parti­
cipación estatal mayoritaria, el Senado de la Repú­
blica, la Cámara de Representantes, la Contraloría 
General de la República, la Procuraduría General de 
la Nación, la Registraduría Nacional del Estado Ci­
vil, las áreas metropolitanas y las asociaciones de 
municipios . Además el artículo segundo del proyec­
to extiende el ámbito de aplicación a las nuevas 
instituciones previstas en la Carta Política de 1 99 1  
como las regiones, las provincias , los distritos espe­
ciales y los territorios indígenas, el Consejo Superior 
de la Judicatura y la Fiscalía General de la Nación. 
De igual modo se establece que para los efectos de 
este proyecto se consideran como entidades estata­
les, "las entidades descentralizadas indirectas y las 
demás personas jurídicas en las que el Estado tenga 
participación mayoritaria, cualquiera sea la denomi­
nación que ellas adopten, en todos los órdenes y 
niveles" (art. 2°) . 

2 .  Finalidad de la Contratación Estatal 

Cualquier actividad estatal se caracteriza por la 
satisfacción del interés público o de las necesidades 
colectivas . 

La celebración de un contrato en la que interviene 
una entidad estatal no puede ser ajena a ese princi­
pio. A veces la relación con el interés público es 
inmediata, en tanto- que en otras ocasiones la rela­
ción es apenas indirecta. Sin embargo, el hecho de la 
celebración del acto jurídico por parte del Estado 
implica la presencia del interés público. Por ello, no 
existe razón para no predicar de todos los contratos 
celebrados por el Estado los mismos principios y 
postulados. 

Tales circunstancias fundamentan la ampliación 
del campo de aplicación ciel artículo 2° a cualquier 
persona jurídica en la que el Estado tenga participa­
ción mayoritaria. Esta posibilidad en manera alguna 
afectará la agilidad administrativa, toda vez que, 
como se adujo, se fundamenta la celebración de los 
contratos estatales en el reconocimiento de la auto­
nomía de la voluntad como su máxima rectora, reco­
giendo así los principios y postulados consagrados 
en el derecho privado. 

Como se indicó la administración pública no pue­
de actuar sino para el cumplimiento de finalidades de 
interés público, para la satisfacción de las necesida-
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des colectivas y el logro de los fines del Estado. Los 
servidores públicos, al celebrar y ejecutar un contra­
to deben tener siempre presente esa finalidad. Extra­
ñas a esa intención resultan las motivaciones de 
índole personal, político o de cualquiera otra condi­
ción que conduzcan a desdibujar las muy claras 
razones que determinan la contratación del Estado. 
Aun cuando los organismos del Estado ejecuten acti­
vidades l.ndustriales y comerciales a semejanza de 
los particulares, la finalidad de interés público no 
puede ser ajena a ellos. · 

Las razones de conveniencia social que sustentan 
ya sea de manera directa e inmediata o bien en forma 
indirecta y mediata la celebración de un contrato 
tampoco pueden ser extrañas al particular que con­
trata con el Estado. Por el cqntrario, su adecuado 
· entendimiento contribuye al cabal y eficiente desa­
rrollo y ejecución del contrato, constituyéndose en 
verdadero pilar y soporte de decisiones y acciones 
que deben tomarse y ejecutarse en procura de evitar 
perjuicios que afecten los intereses colectivos. Por 
eso, un papel de c.olaboración compete asumir en 
todo momento al contratista. 

Con razón el numeral 2º del artículo 5° establece 
que los contratistas "colaborarán con las entidades 
contratantes en lo que sea necesario para que el 
objeto contractual se cumpla y que éste sea de la 
mejor calidad" . 

Unida a esa finalidad, es clara la intención lucrati­
va que orienta la participación del particular y la cual 
tampoco puede ser desconocida ni afectada por el 
Estado. La adecuada comprensión de la finalidad de 
la contratación estatal garantiza la posibilidad de 
alcanzar los propósitos que se tuvieron a la vista al 
tiempo de iniciar el proceso de la contratación. Esta 
razón justifica la consagración explícita que de esa 
finalidad contempla el artículo 3º del proyecto, la 
que se constituye, sin duda alguna, en la esencia de 
los derechos y deberes a cargo de cada una de las 
partes contratantes .  

La mayoría de las decisiones que la administra­
ción adopta, como excepcionales al derecho común 
aluden en algún sentido al concepto de servicio pú­
blico. Por ese motivo el proyecto en el a11ículo 2° 
pretende definir para los únicos fines de la materia 
contractual que debe entenderse por él . Se trata de 
una noción no limitativa sino por el contrario enun­
ciativa de los elementos y condiciones que tienen 
importancia jurídica en el asunto que nos ocupa y 
que han sido tradicionalmente aceptados por la juris­
prudencia y la doctrina. 

3 .  Autonomía de la Voluntad - Normatividad 
del Acuerdo 

· 

Para nadie resulta extraño la identificación que 
suele hacerse de la administración pública .con la 
ineficiencia e ineficacia y los impedimentos que 
impone a la actividad de los particulares. El exceso 
de trámites y la abundancia de procedimientos han 
coadyuvado a fomentar tan desafortunada imagen. A 
pesar de que por esencia los contratos, entendidos 
como reguladores de un gran número de relaciones 
sociales, deberían caracterizarse por la agilidad, fa 
normatividad imperante, fundamentalmente el De­
creto 222 de 1 983 , ha ocasionado el resultado anta­
gónico. 

Esa concepción fundada en la desconfianza res­
pecto" del contratista y del propio servidor público, 
condujo a desnaturalizar la concepción jurídica del 
contrato . La sola lectura de algunos comentarios que 
el ex ministro Luis Femando Jaramillo Correa hicie­
ra en un foro sobre contratación administrativa de 
obra pública, explica los efectos negativos de los 
excesivos e innumerables trámites y féquisitos pre-
vistos en dicho estatuto. · 

· · 

Refiriéndose a los controles tales como los atri­
. huidos al Consejo de Ministros y al Consejo de 
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Estado, el ex ministro Jaramillo pone de presente 
cómo , además de innecesarios , obstaculizan enor­
memente la gestión de la administración. ' 'Estos 
pasos y controles, tan sólo, dilatan el proceso ·a un 
punto tal, que la materia de telecomunicaciones don­
de se requiere crédito externo o crédito de proveedo­
res ,  el tiempo promedio entre la apertura de la licita­
ción y la iniciación de las obras fluctúa entre tres y 
cuatro años lo que, por-otra parte, no sólo incide en 
los costos del contrato sino en las apropiaciones que, 
en todo caso, van a resultar insuficientes . Son mu­
chos los casos donde el costo del contrato al momen­
to de su iniciación supera en 50, 60 o 100% al valor 
presupuestado, con las consecuencias obvias de que 
el presupuesto se ve afectado, dando lugar a adicio­
nes presupuestales y a otra tramitación que debe 
ajustarse al Decreto 294 de 1 973, que es otro galima­
tías parecido al Decreto 222 de 1983"4. 

En idéntico sentido en el Plan de Desarrollo Eco­
nómico y Social 1990-1994, se resalta que en mu­
chos casos aun existiendo disponibilidad presupues­
ta!, el proceso licitatorio, el pago y la liquidación 
pueden demorar tres (3) años, así la ejecución de la 
obra dure un año5. 

El proyecto de ley a que se viene aludiendo busca, 
entonces, devolver al contrato estatal las connotacio­
nes que le son propias . Para lograrlo necesariamente 
se tiene que partir de las dos premisas a las cuales ya 
se ha hecho referencia y que servirán de marco frente 
a cualquier legislación ulterior. Se trata como ya se 
ha indicad0, del postulado de la autonomía de la 
voluntad y del interés público que encierra la nego­
ciación estatal . 

' 'El refinamiento de la cultura jurídica, logrado a 
través de largos períodos , casi siempre seculares, 
lentamente va reivindicando los fueros de la autono­
mía privada e imponiéndola como institución natural 
que es en la vida social. "6 

El proyecto de ley busca recuperar la trascenden­
cia de la autonomía de la voluntad como principal 
fuente· creativa y regulador de las relaciones socia­
les. Por eso, las relaciones entre el organismo estatal 
y el contratista deberán fundarse en el acuerdo de sus 
voluntades, del que emanarán las principales obliga­
ciones y efectos del acto jurídico. Por esa razón se 
reconoce en los artículos 1 3  y 34 del proyecto la 
plena ·aplicabilidad de las disposiciones comerciales 
y civiles en materia contractual. 

En particular esta remisión obedece al reconoci­
miento del principio de la normatividad de los actos 
jurídicos, corolario indefectible del postulado de la 
autonomía de la voluntad, según el cual las manifes­
taciones de voluntad de los contratantes se transfor­
man en ineludibles normas jurídicas, las que in­
cluyen el sello de obligatoriedad de sus propios 
actos. 

' 'Todo contrato legalmente celebrado es una ley 
para los contratantes" establece el artículo 1602 del 
Código Civil, en el cual se plasma el poder vinculan­
te del acuerdo contractual . De ese principio se des­
prende la invocación genérica que se hace de las 
normas comerciales y civiles en sus distintas mani­
festaciones, es decir, en primer término de las nor­
mas imperativas, que contienen disposiciones de · 
orden público , y en segundo lugar de las normas 
supletivas cuyo propósito es regular las actividades 
cuando los contratantes no han determinado las re­
glas a las que se someterán o lo han realizado de 
manera defectuosa o insuficiente. 

La libertad que se confiere a las partes para qúe 
gobiernen sus relaciones se complementa con la con­
sagración de la consensualidad· del acuerdo de vo­
luntades. O sea, la confluencia de las manifestacio­
nes de la voluntad de cada contratante respecto de los 
aspectos esenciales del contrato, produce sin necesi­
dad de requisito adicional ' er nacimiento a la vida 
jurídica del contrato y por ende el surgimiento de las 
obligaciones a cargo de cada una de las partes.  
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Resulta pertinente reiterar que la libertad contrac­
tual que se ha predicado no es absoluta, sino que se 
encuentra limitada por el propio interés público en 
cuanto que el contrato contendrá cláusulas excepcio­
nales al derecho común; se encuentra limitada tam­
bién respecto de la escogencia del contratante ya que 
la administración pública no goza de plena libertad 
para elegirlo, salvo algunos eventos, en razón del 
proceso de selección que debe cumplirse. También 
se presentan límites que tienen que ver con la forma 
en que el Estado compromete su voluntad, es decir, 
referentes a la competencia . De lo señalado se puede 
concluir que el postulado de. la autonomía no puede 
regular aquellos campos que pertenecen exclusiva­
mente a la esfera del derecho público en razón al 
interés colectivo que los fundamentan. Son esos 
límites precisamente los que exigen la normatividad 
contenida en el proyecto de ley. 

Dentro de ese marco que se impone, el cual no 
puede quedar al arbitrio de la voluntad de las partes, 
el acuerdo de los contratistas es una verdadera ley, 
tal como lo han sostenido tratadistas tales como 
Jorge Escola, para quien "la doctrina está acorde eri 
aceptar que en el régimen contractual administrativo 
el principio de que las convenciones hechas en los 
contratos constituyen una regla a la cual las partes, 
es decir, la administración pública y el contratista 
particular, deben someterse como a la ley misma, 
mantiene su vigencia y debe ser aceptado en todo su 
alcance , aun cuando esté sometido a ciertas restric­
ciones que le otorgan una nueva dinámica, como 
ocurre, por ejemplo, en la inmutabilidad de los tér­
minos contractuales, que si es estricta en el derecho 
privado, es sólo relativa en la órbita de los contratos 
administrativos" .  

Por eso· ha podido sostener Marienhoff que si el 
contrato administrativo no es la ley inmutable de las 
partes, tal como ocurre en el derecho privado, sigue 
siendo, no obstante, la ley de las partes ,  de suerte 
que si ese carácter administrativo del contrato re­
quiere que éste se ajuste a determinados criterios que 
son cómpatibles con su índole, "en modo alguno 
podrá desnaturalizar el 'objeto' o 'contenido' del 
acuerdo, transformando tal objeto o contenido en 
algo distinto a lo previsto y querido por los 
contratantes' ' 7 .  

En igual sentido el  Consejo de Estado sostuvo que 
' 'nadie puede negar que así. como el contrato privado 
legalmente celebrado es una ley para las partes (art. 
1602 C.C.) ,  así 10 es el administrativo . . . "8 .  

I 

De modo que el proyecto de ley trata de lograr que 
la relación contractual descanse sobre la autodeter­
minación y la autovinculación de las partes ,  esto es, 
que el postulado de la autonomía de la voluntad 
constituya la fuente principal de los efectos que 
regirán la ejecución del contrato dentro del respeto 
que impone la igualdad de oportunidades que se 
traduce en el acatamiento de las condiciones impues­
tas en los pliegos de condiciones, términos de refe­
rencia o demás cuadernos de requisitos para la selec­
ción y sin perjuicio, claro está, de imperativos de 
ineludible cumplimiento que se apoyan en la necesi­
dad de preservar el interés colectivo que en materia 
de contratación estatal resulta ser un valor de impor­
tancia significativa. 

4. Consensualidad - Formalidad 
de los contratos 

Si bien tratándose de los contratos la consensuali­
dad de los mismos es la regla general , a veces se 
requiere en su otorgamiento o celebración la obser­
vancia de ciertas formalidades establecidas por la 
ley, cuyo incumplimiento conduce a la ineficacia. 
En este caso se estará en presencia de un contrato 
"solemne" . A diferencia del Decreto 222 de 1 983 , 
cuyo artículo 5 1  establece una serie de requisitos y 
condiciones para el perfeccionamiento del contrato, 
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el proyecto de ley, siguiendo los lineamientos que le 
traza la adopción del postulado de la autonomía de la 
voluntad, consagró un único requisito formal . En 
efecto, los artículos 33 y 35 establecen que los con­
tratos que celebren las entidades constarán por escri­
to . Es el escrito, entonces, el único requisito exigido 
para el perfeccionamiento del contrato estatal , en el 
cual se recogerá el acuerdo sobre el objeto y la 
contraprestación. El artículo 35 del proyecto básica­
mente está fundamentado en dos hechos. El uno, 
nacido del principio de publicidad que regula toda 
actividad administrativa, el cual exige por lo menos 
la formalidad escrita; y el otro, producto de la prácti­
ca inveterada de elevar a escrito todo contrato en 
razón a la seguridad que ello produce. El propio 
estatuto prevé situaciones excepcion.ales en que el 
requisito del escrito no se exigirá, como es el caso de 
los contratos de urgencia. 

5 .  Contratos estatales 

Ha quedado esbozada con lo expuesto la filosofía 
que informará a los contratos que celebra el Estado. 
En ella resulta clara la intención de despojar dél 
contrato toda consideración que le es ajena y que, 
además, impida su realización ágil y dinámica. 

Empero, el ser una de las partes contratantes un 
organismo estatal no puede ser indiferente. Por ello 
en tal caso siempre pueden identificarse unos ele­
mentos comunes. Ellos son en primer lugar la in­
cuestionable relación que con el interés público apa­
reja la celebración·de un contrato bajo tales circuns­
tancias; en segundo lugar los recursos de naturaleza 
pública que se comprometen con su celebración 
cuando participa una entidad estatal o un órgano con 
participación mayoritaria del Estado; y en tercer 
lugar la presencia de la esencia fundamental que 
caracteriza a todo contrato, vale decir, el acuerdo de 
las partes que lo fundamentan. 

Las realidades anteriormente enumeradas condu­
cen a dos conclusiones: la primera consiste en la 
integración que bajo la denominación de ' 'contratos 
estatales''  se hace de todos los contratos que celebran 
los organismos y entidades públicos y la segunda se 
refiere a la aplicación de cláusulas o estipulaciones 
excepcionales al derecho común (artículos 32 a 37 y 
14 a 19). · 

a) Hacia una única categoría contractual 

Si bien la doctrina y la jurisprudencia fu Jn pro­
lijas en la sustentación de criterios diferenciadores 
del ' 'contrato administrativo ' '  respecto del contrato 
de derecho privado de la administración, la realidad 
ha mostrado enorme dificultad cuando se ha preten­
dido hacer la distinción. 

El propio 222 de 1 983 no adoptó un solo criterio. 
Por el contrario, acogió varios criterios y quizá con­
tradictorios. En efecto, su artículo primero al pre-

4 Administraeión del Estado. Universidad de Los Andes. 
1987. Pág. 1 28 .  

5 Presidencia de l a  República. Departamento Nacional de 
Planeación. Plan de Desarrollo Económico y Social. La Revolu­
ción Pacífica 1991 . Pág. 3 1 3 .  

6 OSPINA FERNANDEZ, Guillermo y OSPINA ACOS
-
­

T A, Eduardo. Teoría General de los Actos o Negocios Jurídicos. 
Tercera Edición, Editorial Temis.  1 987. Pág. 7. 

7 ESCOLA, Héctor Jorge. Tratado Integral de los Contratos 
Administrativos. Volumen l. Parte General . Ediciones Depal­
ma. Buenos Aires, 1 977, página 373 . En el mismo sentido se 
pronuncia Laubadere. Trate Theorique et Pratique des Contrats 
Administratifs. Tomo II. París, 1 956. Págs. 86-87. 

8 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. 
Sección Tercera. Sentencia de mayo 1 3  de 1 988. Ponente: Dr. 
Carlos Betancur Jaramillo. 
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ceptuar que son administrativos los contratos que 
celebren la Nación y los establecimientos públicos, 
adopta un criterio orgánico. El mismo artículo, indica 
que a las empresas industriales y comerciales del 
Estado y a las sociedades de economía mixta en tanto 
celebren los contratos de empréstito y de obras pú­
blicas se les aplican las disposiciones del menciona­
do decreto, es decir, son contratos administrativos. 
Con esta inclusión sigue un criterio legal. 

Como si lo anterior no fuera poco, el propio esta­
tuto estableció la obligatmjedad de la cláusula de 
caducidad para los contratos distintos del de compra­
venta de bienes muebles, del de donación y del de 
empréstito. Coh ello la diferencia anunciada prácti­
camente se vuelve inexistente . Aún más, el artículo 
34 del Decreto 3 1 30 de 1 968 confirió facultad para 
incluir a discreción la cláusula de caducidad-en los 
contratos llamados de derecho privado de la admi­
nistración, con lo cual se altera la naturaleza del 
contrato. Entonces se agrega un criterio marcada� 
mente subjetivo. 

De modo que puede sostenerse que el criterio 
diferenciador que el propio legislador ha escogido es 
multiforme, ya qu,e, según la persona que lo celebra, 
a veces en razón del propio contrato, o de la cláusula 
de caducidad y otras según la voluntad del servidor 
público de tumo, el contrato será administrativo o de 
derecho privado de la administración. 

De lo anterior se puede concluir que, por lo menos 
entre nosotros, la distinción entre las dos categorías 
contractuales no ha sido 'Clara. Por el contrario, es 
motivo de permanente discusión y propiciadora de 
no pocos conflictos en razón de las consecuencias 
que la propia ley hace derivar en uno u otro evento . 
Ahora bien, si a todo ello agregamos la relación 
indudablemente existente, entre el contrato que cele­
bra el Estado y el interés público, tendremos que 
concluir que todos los contratos que celebren los 
órganos del Estado se pueden agrupar en una única 
categoría: los contratos estatales, regulados y regi­
dos, como se anotó, por la autonomía de la voluntad 
como principio rector y por las normas que tutelan el 
interés colectivo. 
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pulado por las partes en el contrato administrativo 
debe respetarse en su esencia, de modo tal que no 
resulten alterados el objeto y el contenido de la 
convención celebrada ' '  1 1

. 
En acatamiento a esa postura el artículo 14  consa­

gra los casos en que se prescindirá de la estipulación 
.de las cláusulas excepcionales. Merece destacarse 
entre tales eventos que no se incluirán tales cláusulas 
' 'en los contratos que tengan por objeto actividades 
comerciales o industriales de las actividades estata­
les que no correspondan a los señalados en el inciso 
segundo del presente numeral, o que tengan por 
objeto el desarrollo directo de actividades científicas 
o tecnológicas' ' .  Se trata, entonces, de aquellos con­
tratos en que la a::;tividad del contratista no se en­
cuentra vinculada directamente con la prestación de 
un servicio público o cuando el contrato no tiene por 
objeto una prestación de utilidad pública. Si bien el 
Estado puede realizar actividades comerciales e in­
dustriales, éstas no constituyen funciones estatales 
striétu sensu. Los fines "específicos" del Estado no son 
civiles, comerciales o industriales, científicos o tec­
nológicos; estos últimos no constituyen fines estata­
les específicos, ya que habitualmente implican o 
representan actividades propias de los particulares.  

· Pues bien, no se incluirán las cláusulas excepciona­
les al derecho común en los contratos relacionados 
con las actividades civiles, comerciales o industria­
les del Estado, tales como la mayoría de los contra­
tos regulados por el Código Civil o Código de Co­
mercio (comodato, transporte, cuenta corriente, co­
rretaje, etc . ) .  

L a  caducidad (artículo 18) 

Básicamente en este punto no hay diferencia con 
el Decreto 222 de 1 983 . Sigue considerándose una 
cláusula de estipulación forzosa en los contratos 
estatales, salvo respecto de los contemplados en el 
numeral 2º del artículo 14  (actividades industriales o 
comerciales, de investigación científica o tecnológi­
ca y los celebrados con personas públicas internacio­
nales, o de cooperación, ayuda o asistencia, y en 
los convenios interadministrativos, de empréstito, 
donación y arrendamiento) . 

b) Cláusulas excepcionales al Derecho Común. 

No obstante, ser el contrato estatal ' 'un verdadero· 
contrato, y en cuanto tal, la situación jurídica indivi­
dualizada que de él surge se asemeja a las situaciones 
nacidas de los contratos civiles"9, la finalidad de · 

interés colectivo que el contrato estatal implica "de­
termina una posición también espedal de las partes 
contratantes, así como una dinámica particular de la 
relación entre ellos, que viene a corregir típicamente 
la rigurosa inflexibilidad de los contratos civiles' '  1 0 •  

A través de la cláusula de caducidad la administra­
ción adquiere la potestad de terminar unilateralmen� 
te un contrato estatal cuando se presenten "alguno, 
de los hechos constitutivos de incumplimiento de las 
obligaciones a cargo del contratista que afecte de 
manera grave y directa la ejecución del contrato y 
evidencie que puede conducir a su paralización' '  . 
Son inobservancias _de los deberes contractuales que 
son imputables al contratista o que están vinculados 
a acciones u omisiones que se le puedan imputar a 
título de dolo o de culpa. 

Entonces, los muy especiales fines que enmarcan 
la actividad estatal condicionan y limitan de alguna 
manera su actuar contractual. El interés colectivo 
exige que se garantice el adecuado uso de esa herra­
mienta jurídica, de modo tal que se evite cualquier 
acción portadora de menoscabo o perjuicio. Por ello, 
. debe dotarse a la administración de mecanismos 
eficaces pero excepcionales que contribuyan a la 
adecuada realización de la finalidad contractual y de 
los fines estatales. 

Sigue siendo el acuerdo voluntario de las partes la 
ley reguladora máxima: las estipulaciones hechas en 
los contratos deben obligar por igual a la administra­
ción pública como al particular contratista. Pero " la 
diferencia entre unos y otros, en este aspecto, reside 
en que mientras las convenciones hechas en un con­
trato de derecho privado son inmutables y sus térmi­
nos inflexibles, las que conforman el contrato admi­
nistrativo no gozan de esa inmutabilidad e inflexibi­
lidad rigurosa, sino que admiten cierto grado de 
mutabilidad cuando lo impone el interés público que 
constituye la finalidad del con,trato, mutabilidad que 
queda restringida a límites reducidos ya que lo esti-

Especial circunstancia que da lugar a la aplicación 
de la caducidad, es la contenida en el numeral 5º del 
artículo 5°. Su consagración se fundamenta en la 
preservación del orden público y en la defensa del 
estado de derecho de aquellas actividades criminales. 
y terroristas que tanto mal le han causado al país . 

Es ésta la diferencia fundamental con la termina­
ción unilateral a que alude el artículo 17 .  Mediante 
ambas figuras se termina unilateralmente el contra­
to, sólo que la caducidad es una sanción por hechos 
imputables al contratista. 

Otras cláusulas excepcionales al 
Dérecho Común 

Terminación, modificación e interpretación unila­
terales (artículos 1 5, 1 6  y 17) .  

Cuando se presenten circunstancias que amena­
cen la paralización de los servicios, la administra­
ción pública con fundamento en la prevalencia del 
interés público sobre el particular podrá tomar medi­
das que conduzcan a garantizar la continua y adecua-
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da prestación del servicio. Esas medidas son la mo­
dificación e interpretación unilateral del contrato. 

De igual manera, cuando la conveniencia pública 
lo exija o cuando se presente alguna de las causales 
contempladas en el artículo 1 6  del 'proyecto , las 
cuales se refieren a circunstancias que se predican de 
la persona del contratista en cuanto que de alguna 
manera afectaran la eficaz y oportuna ejecución del 
contrato, la administración dispondrá la terminación 
unilateral del contrato. 

Cada una de estas prerrogativas significa exacta­
mente lo que su nombre indica. Las circunstancias 
que las producen deben ser excepcionales o las pre­
vistas en la propia ley; los motivos deben ser graves 
ya que no cualquier hecho puede provocarlos; y 
además los motivos graves lo son por su inconve­
niencia para el interés público (arts. 15, 16  y 1 7) .  

El grave inconveniente para el interés público que 
sustenta y condiciona la aplicación de la cláusula 
excepcional, encuentra en el reconocimiento y orden 
de pago de las compensaciones e indemnizaciones a 
que tendrán derecho las personas objeto de tales 
medidas, la contraprestación necesaria para mante­
ner la igualdad contractual. 

No resultaría equitativo que la aplicación de una 
medida de esta naturaleza, se convierta en causa de 
enriquecimiento en beneficio del Estado . Además, 
de la garantía comentada referente al mantenimiento 
de la ecuación o equilibrio contractual, la adminis­
tración al_ decidirse por uno de estos mecanismos, 
debe hacerlo a través de un acto administrativo sufi­
cientemente motivado . Sólo así se podrán exigir las 
responsabilidades que la propia ley contempla para 
el efecto. 

También se incluye como cláusula excepcional la 
conocida como reversión (artículo 1 9) .  Por virtud de 
ella, a la terminación de los contratos de explotación 
de bienes estatales, todos los bienes y elementos 
colocados por el contratista para la explotación o 
prestación del servicio, se transfieren al Estado, sin 
compensación alguna, salvo que la inversión no se 
haya amortizado . 

Se justifica la gratuidad de la reversión en el hecho 
de que el contratista calcula la amortización de los 
bienes que ha dispuesto para_la prestación del servi­
cio cuando al celebrar el contrato se pacta lo relativo 
a su vigencia, de forma tal que a su vencimiento los 
bienes se encuentren totalmente amortizados. Por 
ello, se establece que la administración estará obli­
gada a la indemnización, cuando al finalizar el con­
trato la amortización no ha sido alcanzada por he­
chos no imputables al contratista. 

En tratá�dose de la reversión sin compensación la 
aplicación de la cláusula debe estar antecedida por 
una interpretación que armonice tanto el interés pú­
blico como el derecho de dominio del particular. Por 
tanto, se considera que la reversión "comprenderá, 
exclusivamente los bienes 'necesarios' para la presta­
ción del ·servicio público, en tanto esa ejecución lo 
exija, y, en caso de duda sobre ese extremo concre-. 
to, sobre esa determinada situación de hecho, la 
interpretación deberá ser siempre en favor del conce­
sionario, es decir, en favor de su derecho de propie­
dad, que no habrá de perder, sin ser adecuadamente 
indemnizado' '  1 2 .  

9 GARRIDO FALLA. Tratado de Derecho Administrativo, 
Madrid 1 962. T, JI. Página 78. 

10 GARRIDO. Ob. Cit. Página 79. 

11  ESCOLA, Ob. Cit. Página 374. 

12 ESCOLA, Héctor Jorge. Tratado Integral de los Contratos 
Administrativos. Volumen IL Parte EspeciaL Ediciones Depal­
ma. Buenos Aires, 1 979. Página 1 38 .  
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6 .  Clasificación de los contratos estatales 

Sin duda una de las manifestaciones más impor­
tantes del postulado de la autonomía de la voluntad 
radica en la posibilidad que se confiere a las partes 
contratantes de regular sus relaciones, consultando 
su mejor conveni�ncia, a través de una serie de 
contratos cuyas estipulaciones no encajan en ningu­
no de los actos legalmente reglamentados, los cuales 
han sido llamados por la doctrina y la jurisprudencia 
como contratos innominados o atípicos . 

También como consecuencia del dinamismo que 
caracteriza a las relaciones sociales , no es factible en 
un determinado momento encasillar legalmente to­
das las formas que las manifestaciones de la volun­
tad van adquiriendo, de acuerdo con las nuevas cir­
cunstancias que con el transcurso del tiempo se pre­
sentan. 

Con razón la Corte Suprema de Justicia en casa­
ción del 3 1  de mayo de 1938  sostuvo que ' 'bajo 
nuestro régimen jurídico la ley reglamenta ciertos 
tipos de contratos, lo cual no impide al tráfico mo­
verse dentro ·de especies de convenciones distintas 
que satisfagan necesidades no previstas por el legis­
lador, debido a que él obtiene sus materiales del 
pasado y se halla a menudo en retardo respecto de los · 
hechos económicos" 1 3 •  

Ahora bien, tan evidente realidad no es  ajena al 
derecho público y en particular a la contratación 
estatal . A excepción de muy contados autores, la 
gran mayoría de tratadistas acepta la existencia de 
contratos ' 'administrativos' '  innominados o atípicos. 
Según Rivero "Fuera de esos contratos que corres­
ponden a un tipo determinado, como los contratos 
especiales del derecho civil, la administración utiliza 
el procedimiento contractual a los fines y según las 
combinaciones más diversas: son los contratos inno­
minados de derecho administrativo. Todo esto pone 
en relieve la expansión que conoce actualmente el 
contrato administrativo y la renovación que resulta 
en su teoría general" 14•  En similar sentido Escola 
sostiene: ' 'Es cierto que los más importantes contra­
tos administrativos están nominados y regidos por la 
ley. Pero no es sostenible en cambio que la adminis­
tración pública, en el curso de esa gestión, no puede 
celebrar sino esos contratos, y solamente esos. Al 
contrario, si el interés público lo exige, si la activi­
dad administrativa lo impone, no puede negarse ·a la 
administración la posibiliqad de celebrar otros tipos 
o clases de contratos, y aun la de crear nuevas figuras 
contractuales" .  1 5  

Pues bien, estas circunstancias están plenamente 
reconocidas en el proyecto en sus artículos 32 y 34. 
Consecuencia de ello es que el proyecto de ley, 
caracterizado por su vocación de permanencia, no se 
circunscribe a registrar y a definir taxativamente 
todos los contratos que hoy existen. El dinamismo 
contractual excluye tal posibilidad debido al riesgo 
de que los actos jurídicos que en el futuro se presen­
ten al amparo de nuevas realidades ,  hoy indetermi­
nadas, queden sin regulación. Ese tipo de contratos ,  
bajo la  filosofía que inspira al proyecto, también 
estarán sujetos a los principios y reglas en él conte- . 
nidas . 

· 

El artículo 32 igualmente establece que son con­
tratos estatales los previstos en el derecho privado o 
en disposiciones especiales , así corno los que a título 
enunciativo son definidos en la citada disposición. 
Corresponden ellos a los llamados contratos nomina­
dos o típicos. 

La definición que se hace de algunos contratos 
radica en el hecho de que son contratos que en la 
actualid�d resultan ser de freéuente utilización y que 
no se encuentran reglamentados en otras disposicio­
nes . Se trata, como se indicó, de un listado mera­
mente enunciativo, pues, no· son ellos los únicos 
contratos que las entidades estatales pueden cele­
brar, ya que, también pueden pactar los que se en-
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cuentran definidos en otras normas y además todos 
aquellos acuerdos que encuadran dentro de la noción 
del eontrato, en cuanto que es un acuerdo de volunta­
des que se orienta a producir obligaciones. 

La remisión a las normas del derecho común, hace 
innecesaria la definición de los contratos que como 
los de compraventa, suministro , transporte , arrenda­
miento, etc . , están claramente reglados y cuya con­
cepción es el fruto de una larga tradición jurídica. 
Corno se ha indicado aquellos aspectos que por per­
tenecer al ámbito público son recogidos en el 
proyecto ' excepcionan la aplicabilidad de las normas 
privadas en materia de contratación estatal . 

. 7. Derechos y deberes 
de las partes contratantes 

La creación de obligaciones se constituye en la 
diferencia específica del contrato respecto del géne­
ro denominado acto jurídico, cuyo objeto también 
puede enderezarse a la modificación o extinción de 
efectos jurídicos . Por naturaleza los contratos estata­
les son bilaterales , onerosos y conmutativos. Es de­
cir, que generando obligaciones para las partes con­
tratantes reportan utilidad para ellas y con contenido 
y extensión que se toman corno equivalentes. Claro 
está que pueden darse contratos gratuitos como la 
donación, etc . ;  pero por regla general poseen las 
características señaladas. 

Emánación directa de la normatividad de los actos 
jurídicos, es el principio dé la buena fe, por virtud 
del cual los contratos de.ben ejecutarse de acuerdo 
con lo convenido y teniendo presente lo que por su 
naturaleza les pertenece. O sea que las partes tienen 
el derecho recíproco de exigirse las prestaciones a 
que se han obligado y el deber jurídico de cumplirlas 
de buena fe. Es sin duda ese el principal deber que 
corresponde a los contratantes. Sin embargo, ade­
más de la ejecución de las prestaciones específicas 
que del contrato emanan, se predican una serie de 
deberes y derechos que orientarán la ejecución de 
todo contrato estatal, los cuales se fundamentan de 
un lado en los fines estatales que desarrolla el contra­
to y en el interés de alcanzar una utilidad económica 
con ocasión de la celebración del negocio por parte 
del contratista, por el otro . A estos deberes y dere­
chos el proyecto les da particular importancia por 
cuanto se levantan como . guía en el desarrollo del 
contrato (artículos 4o. y 5o.) .  

a) Derechos y prerrogativas de las 
entidades estatales 

Los derechos y prerrogativas de una parte se cons­
tituyen a la vez en los deberes de la otra parte . Sin 
embargo, resulta menester anotar que las prerrogati­
vas de la administración se encuentran ínsitas en el 
contrato estatal , sin que sea pertinente que cláusula 
alguna se lo atribuya expresamente. 

Así es indiscutible la presencia de la potestad d-e 
' 'control' '  y de ' 'dirección' ' .  En ejercicio de ella se 
adoptarán todas las medidas necesarias. y conducen­
tes a lograr la ejecución del contrato de acuerdo con 
las exigencias materiales, técnicas y financieras re­
guladas . Para el efecto, deberán tomarse las medidas 
correctivas del caso y "acordarán los mecanismos y 
procedimientos pertinentes para precaver o solucio­
nar rápida y eficazmente las diferencias o situacio­
nes litigiosas que llegaren a sucederse" .  También 
"tendrán derecho a solicitar la actualizaci_ón y la 
revisión de los precios cuando se produzcan fenóme­
nos que alteren en su contra el equilibrio económico 
y financiero del contrato" .  

No es suficiente conferir a la administración pre­
rrogativas de control y dirección, si ellas no van 
acompañadas de un poder coercitivo cuyo fin básico 
es constreñir al contratista al más adecuado cumpli­
miento de sus obligaciones; para el efecto "adelan­
tarán las gestiones necesarias para el reconocimiento · 

y cobro de las sanciones pecuniarias y garantías a 

GACETA DEL CONGRESO 

que hubiere lugar"; "adelantarán las acciones con­
ducentes a obtener la indemnización de los daños 
que sufra en desarrollo o con ocasión del contrato 
celebrado' '  y ' 'repetirán contra los servidores públi­
cos, el contratista o los terceros responsables, según 
el caso, por las indemnizaciones que se deban pagar 
como consecuencia de la actividad contractual" ;  
b) Derechos y deberes del contratista 

Tal como lo señala Bercaitz16 en todo contrato 
estatal se pueden identificar dos tipos de cláusulas . 
Referentes a la prestación del servicio o ejecución de 
la obra, etc . ,  las primeras, y referentes a intereses 
económicos del paiticular las segundas. Esta distin­
ción resulta de particular importancia en tratándose 
de las prerrogativas del Estado contratante . Mientras 
que las primeras no poseen toda la fuerza normativa 
que lleve a inferirles el carácter de inmutables,. no 
obstante, el poder vinculante del acuerdo voluntario, 
las relativas a los intereses económicos sí participan 
de esa característica, es decir, son inmutables. O sea 
que la potestad administrativa de mutabilidad, fun­
dada en el interés público, no es eficaz cuando atañe 
al precio del contrato, el que no puede ser alterado 
sino por acuerdo de las partes.  

Si bien el rol del particular cuando celebra un 
contrato estatal es el de colaborador, también es 
incuestionable su deseo de alcanzar una utilidad eco­
nómica. Utilidad que debe preservarse y garantizar­
se en todo momento. Por eso, el contratista afectado 
por circunstancias ajenas tiene el derecho a ser resta­
blecido en su interés ecopómico. Precisamente el . 
cabal reconocimiento de esa posibilidad se ha deno­

·minado el mantenimiento del equilibrio económico y 
financiero del contrato. 

Pues bien, el proyecto de ley recoge y consagra en 
forma exprf<sa ese derecho fundamental e inviolable 
del contratista (artículo 5o. , numeral 1 ;  artículo 27) .  
No obstante, este último precepto garantiza el dere­
cho a la intangibilidad de la ecuación contractual 
respecto de las partes, merece atención especial en lo 
tocante al contratista particular, quien tradicional y 
habitualmente se ha visto afectado por este tipo de 
situaciones. 

La doctrina no es uniforme cuando se trata de 
fundamentar la razón de la salvaguardia de la ecua­
ción económica. Unos la fundamentan en la inviola­
bilidad de la propiedad, otros en el bien común; para 
algunos la causa se encuentra en la igualdad ante las 
cargas públicas; en el equilibrio del patrimonio da­
ñado por otros y en la equidad algunos más. Sin 
importar la tesis que se adopte, lo que resulta innega.,. 
ble es la uniformidad de la doctrina y también de la 
jurisprudencia en cuanto al respeto del equilibrio 
económico financiero. Entonces ,  constituye un gran 
avance la consagración ·legal expresa de este de­
recho. 

El precitado artículo 5o. ,  en su numeral lo . -,  con­
templa dos causalés conducentes al restablecimiento 
de la ecuación económica alterada. Las unas concer� 
nientes a causas imputables al Estado y a hechos 
imprevistós ajenos a las partes, las otras . 

La responsabilidad contractual del Estado por el 
incumplimiento de alguna o algunas de las obliga- · 

13 Citada por Ospina Fernández, Guillermo, Ob. Cit. 
página 45. 

. 14 RIVERO, Jean. Derecho Administrativo. Instituto de De­
recho Público, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas . ·Uni­
vers_idad Central de Venezuela, Caracas, 1 984. Páginas 1 2 1 -

122. 

15 ESCOLA. Ob. Cit. Página 232. 

16 BERCAITZ, Miguel Angel. Teoría General de Jos Contratos Ad­
ministratfros. Segunda edición. Ediciones Depalma. Buenos Aires, 

1980, p. 437. 
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ciones que nacen del contrato estatal; el ejercicio de 
cualquiera de las potestades o derechos de que se 
reviste a la administración en el contrato y cuya 
aplicación resulte fundada por razones de conve­
niencia y por ende, ajena a la conducta contractual 
del particular, y por último la expedición de una 
decisión administrativa que ocasione una verdadera 
"alteración o trastorno en el contenido del contrato, 
o cuando la ley o el reglamento afecten alguna cir­
cunstancia que pueda considerarse que fue esencial , 
determinante, en la contratación y que en este senti­
do fue decisiva para el contratante" 17, se erigen en 
los móviles que pueden agruparse dentro de la pri­
mera de las causales descritas , vale decir, las impu­
tables al Estado . Al efecto, conviene precisar que la 
última de las circunstancias delineadas corresponde 
a lo que la doctrina y jurisprudencia han dado en 
llamar el "hecho del príncipe" .  

Los motivos propiciadores de la restauración del 
equilibrio financiero que amparan la segunda hipóte­
sis, es decir, la ' 'ocurrencia de situaciones imprevis­
tas ' '  que no sean imputables al contratista, se enmar­
can dentro de la ' 'teoría de la imprevisión' ' . Se trata, 
pues, de situaciones extraordinarias ajenas a las par­
tes , imprevisibles, que siendo posteriores a la cele­
bración del contrato, alteran la ecuación contractual 
en forma notoria pero que no imposibilitan su ejecu­
ción. De modo que también tendría que de ellas 
predicarse su temporalidad o transitoriedad. 

Así pues, el acaecimiento de cualquiera de las 
circunstancias descritas confieren al contratista el 
derecho a recibir la remuneración pactada y a que 
ésta permanezca intangible durante la vida contrac­
tual . La intangibilidad de la ecuación puede lograrse 
a través de mecanismos tales como la revisión de los 
precios, el ajuste de los mismos y la indemnización 
de perjuicios. Todos ellos de aplicación directa por 
parte de la propia administración pública. 

En relación con el reconocimiento de los intereses 
de mora que indudablemente constituye un factor 
importante en la preservación de la ecuación econó­
mica del contrato se prevé la posibilidad de que las 
partes estipulen, obviamente dentro de los límites 
legales, la tasa corre�pondiente que se aplicará en el 
evento en que las entidades no cancelen dentro de los 
plazos acordados las cuentas presentadas por los 
contratistas . Ahora bien, ante la ausencia de dicha 
estipulación, se dispone que la tasa de interés mora-. 
torio será la del doble del interés legal civil ( 1 2%) , 
aplicada sobre el valor histórico actualizado, fórmu­
la que se considera equitativa en la medida en que, 
de una parte, se preserva el poder adquisitivo de las 
sumas adeudadas al contratista a través de los meca­
nismos de indexación o de ajuste a valor presente y, 
de otra, impone a la entidad el pago de un porcentaje 
adicional al que corresponde al costo de oportunidad 
propiamente tal , con lo cual se reconoce el carácter 
sancionatorio de los intereses de mora, pero sin que 
ello implique una carga excesivamente onerosa para 
la entidad y correlativamente un factor de enriqueci­
miento para el contratista. 

Cabe anotar que esta fórmula se encuentra dentro 
de los lineamientos de la jurisprudencia del Consejo 
de Estado que ha reconocido en varios casos la 
actualización del valor histórico de las respectivas 
sumas y el pago de un interés equivalente al 6% 
(rendimiento puro) sobre dicho valor histórico18 ,  
pero se aparta de dicha posición jurisprudencia! en 
cuanto que, de una parte, se establece que los intere­
ses deben liquidarse sobre el valor monetariamente 
actualizado en cuanto que resulta más equitativo 
frente a la realidad económica y ,  de otra, se fija 
como tasa moratoria supletiva el doble del interés 
legal o "rendimiento puro" ( 1 2%) para imprimirle 
así el carácter sancionatorio propio de los intereses 
de mora pero sin llegar, como se anotó, al extremo 
de imponer una carga excesivamente onerosa para 
las entidades que se traduciría en un enriquecimiento 
para los contratistas. 
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Conviene agregar sobre este aspecto que el reco­
nocimiento de intereses moratorias en la forma indi­
cada no resulta en modo alguno incompatible con los 
mecanismos de ajuste o actualización de precios , ya 
que por el contrario su aplicación se ha concebido 
sobre la base de que dichos mecanismos tienen plena 
operancia, lo cual confirma el sentido equitativo de 
la fórmula adoptada, pues como se sostuvo en un 
reciente e importante laudo arbitral: "Este reconoci­
miento por concepto de costo de oportunidad, no 
podrá ser superior al valor del interés legal estableci­
do por el Código Civil. . .  porque habiéndose efectua­
do la actualización monetaria . . .  reconocer cualquier 
otra forma de intereses, sean ellos bancarios o co­
rrientes,  sería actualizar doblemente el valor del 
dinero, pues, tales tasas de interés involucran tanto 
el concepto de actualización como el de rendimiento 
puro . . .  " 19 •  

El  restablecimiento del equilibrio financiero di­
rectamente por la administración exige un mecanis­
mo idóneo que garantice su cabal realización. Por 
ello, el numeral 1 3  del artículo 25 del proyecto 
dispone que en los presupuestos anuales las entida­
des incluirán una apropiación global destinada a 
cubrir los costos que se consumen con motivo de tal 
restablecimiento, permitiendo según lo preceptúa el 
artículo 27 , que sean las partes las que adopten y 
consecuentemente suscriban los acuerdos y pactos a 
que haya lugar sobre cuantía, condiciones y forma 
de pago de los montos a reconocer. 

Sin duda alguna, se trata de un instrumento de 
suma importancia, el cual contribuirá a la celeridad y 
agilidad contractual y a evitar las inmensas condenas 
que en contra de la Nación se profieren frecuente­
mente por tales circunstancias. 

También el proyecto establece que es deber del 
contratante colaborar con la entidad en todo aquello 
que se encamine a que el objeto señalado en el 
contrato se cumpla, evitando las dilaciones y entra­
bamientos y ejecutando el contrato en acatamiento 
de los principios de buena fe y de lealtad (artículo 5°, 
numeral 2º) . 

8 .  Competencia y capacidad para contratar 

La celebración de cualquier género contractual exige 
como requisito de validez la necesaria aptitud legal 
de los sujetos para obligarse por sí mismos . Esa 
aptitud cuando se predica de un ente estatal se deno­
mina "competencia" , en tanto que se denominará 
"capacidad" cuando alude al parti�ular. 

a) Capacidad de los contratistas 

El artículo 6° del proyecto se refiere a los contra­
tistas como uno de los sujetos de la relación contrac­
tual y, por lo tanto, a la capacidad. El proyecto al 
respecto mantiene los principios que en las disposi­
ciones vigentes se establecen para el efecto. Es de­
cir, podrán celebrar contratos estatales todas aque­
llas personas a quienes la ley otorgue capacidad para 
obligarse por sí mismas y sin el ministerio o autori­
zación de otra, siendo SU' consagración la regla gene­
ral , en tanto que la incapacidad será la excepción. 

Sobre este aspecto, es importante resaltar que el 
citado artículo 6° confiere capacidad legal para con­
tratar a los consorcios y uniones temporales ,  figuras 
que se definen en el artículo 7º. 

Sin duda, el fenómeno de la especialidad cada día 
va -adquiriendo mayor preponderancia en el mundo 
de los negocios y del comercio . La mayor eficiencia 
y la menor ineficacia como condiciones de la im­
plantación dentro del comercio de la llamada "ven­
taja comparativa' ' ha provocado la aludida especiali­
dad. En razón a ello; cada vez se hace más necesaria 
la unión de. dos o más personas con el fin de hacer 
factible la prestación de un servicio, la ejecución de 
una obra, etc . , brindando cada uno mayor calidad y 
eficiencia en razón de su especialidad, y evitando así 
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los mayores costos y efectos negativos que puedan 
derivarse de la realización aislada y particular de 
actividades respecto de las cuales no se es el más 
apto. Ahora bien, esa realidad no puede ser descono­
cida por el ordenamiento jurídico; por el contrario, 
debe reconocérsele. Y es precisamente ello lo que se 
pretende al conferir personalidad jurídica para los 
solos efectos relacionados con el contrato a las unio­
nes temporales y a los consorcios . 

b) Inhabilidades e incompatibilidades 

El proyecto de ley en sus artículos 8°, 9° y 1 O 
contiene disposiciones especiales atinentes a la capa­
cidad para celebrar contratos estatales . Se denomi­
nan inhabilidades e incompatibilidades, las que re­
cogen una relación de circunstancias vinculadas con 
la persona misma del contratista y cuya presencia 
impide la celebración del contrato, so pena de verse 
afectado de nulidad, sin perjuicio de las sanciones 
administrativas y penales a que haya lugar.. 

Como se indicó, el proyecto de ley siguiendo los 
lineamientos del Decreto 222 de 1983 , divide estas 
circunstancias en aquellas que dan lugar a inhabili­
dad para contratar y las que originan incompatibili­
dad. Las primeras se refieren a circunstancias de 
alguna manera imputables al contratista que impiden 
la celebración de cualquier tipo de contrato estatal 
por un tiempo determinado. Las relativas a la incom­
patibilidad se predican respecto a la celebración de 
un contrato circunscrito a una determinada entidad y 
por un tiempo igualmente señalado en razón a vincu­
laciones de orden laboral , vínculos de parentesco, 
vínculos de afecto o de interés . 

Conviene destacar cómo el proyecto circunscribe 
la incompatibilidad respecto de los servidores públi-

· COS a quienes desempeñan funciones en los niveles 
directivos ,  asesor y ejecutivo, excluyendo, por tan­
to, la incompatibilidad respecto de quienes ocuparon 
un cargo en un nivel ocupacional distinto a los men­
cionados. Se justifica la disposición debido a la total 
carencia de facultad decisoria de estos últimos servi­
dores. 

También el proyecto establece que se encuentran 
incursos en causal de incompatibilidad los miembros 
de las juntas o consejos directivos respecto de la 
entidad a la cual prestan sus servicios y a las del 
sector administrativo al que ella está adscrita o vin­
culada. 

Finalmente se regula el tema de las inhabilidades e 
incompatibilidades sobrevinientes, con lo cual se 
llena el vacío legal actualmente existente. 

c) Competencia de las entidades 
estatales para contratar 

Cuando se alude a la capacidad de los entes de 
derecho público para la celebración de contratos, se 
debe partir de la propia Carta Política, que contiene 
una serie de principios orientadores. En efecto, el 
artículo 1 50 referente a la competencia del Congreso 
para hacer las leyes, preceptúa en su numeral 9º. 

' '  . . .  Corresponde al Congreso hacer las leyes . Por 
medio de ellas ejerce las siguientes funciones . . .  : 

9. Conceder autorizaciones al gobierno para ce­
lebrar contratos, negocios, empréstitos y enajenar 
bienes nacionales . El gobierno rendirá periódica-

17 MARIENHOFF, Miguel S. Tratado de Derecho Administrativo, 
Tomo III-A, Contratos Administrativos, Teoría General. Abeledo­

Perrot, Buenos Aires, 1983, p. 482. 

18 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrati­
vo. Sección Tercera. Sentencia de mayo 13 de 1 988.  Consejero 
Ponente: Dr. Carlos Betancur Jaramillo. 

19 Tribunal de Arbitramento, Consorcio Impregilo SPA. Es­
truco S . A. y Acueducto y Alcantarillado de Bogotá, Laudo de 
sept. 2 de 1 992. 
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mente informes al Congreso sobre el ejercicio de 
estas autorizaciones . ' '  
El numeral 14  del referido artículo reza así: 
" 14. Aprobar o improbar los contratos o conve­
nios que, por razones de evidente necesidad na­
cional hubiere celebrado el Presidente de la Repú­
_blica, con particulares , compañías o entidades 
públicas, sin autorización previa. " 
El artículo 1 89 de la Carta, contentivo de las 

atribuciones que "corresponden al Presidente de la 
República como Jefe de Estado, Jefe del Gobierno y 
Suprema Autoridad Administrativa" en su numeral 
23 indica: 

"23 . Celebrar los contratos que le corresponden 
con sujeción a la Constitución y a la Ley . ' '  
De las normas transcritas emerge con claridad 

meridiana la competencia general que la Constitu­
ción le ·ha conferido al Presidente de la República 
para celebrar contratos a nombre.de la Nación. No 
obstante respecto de ciertos contratos se exija algún 
pronuneiamiento del Congreso, ya sea a manera de 
autorización previa, o en forma de aprobación poste­
rior, lo que no afecta la cláusula general de compe­
tencia. 

Respetando ese lineamiento trazado por la propia 
Carta Política, según el cual el Presidente representa 
a la Nación én la celebración de contratos, los artícu­
los 2 y 1 1  del proyecto de ley regulan la competencia 
de las entidades estatales para celebrar contratos , 
cuando preceptúan que tienen capacidad para contra­
tar, no a nombre de la Nación , pues como se indicó 
ello compete al Presidente de la República, "los 
ministros del despacho, los directores de departa­
mentos administrativos, los superintendentes y los 
jefes de unidades administrativas especiales" .  Em­
pero, la disposición es más amplia cuando en el 
numeral tercero se reconoce capacidad para contra­
tar a otros servidores públicos que dadas sus funcio­
nes dentro de la pirámide jerárquica de las diferentes 
ramas del poder público, es menester conferirles tal 
atribución en procura de la agilidad, la celeridad y la 
eficacia en el desarrollo de sus atribuciones. 

Se evita así la parálisis y los entrabamientos que 
hoy se ocasionan como consecuencia de no permitir­
se siquiera la contratación de los elementos mínimos 
para su funcionamiento, lo que provoca que deb·a 
recurrirse a otras esferas administrativas para pro­
veerse de esos bienes o servicios . Con la norma, 
pues, se subsana esa situación que de todas formas 
consulta los principios rectores de la función admi­
nistrativa contemplados en el artículo 209 de la 
Carta. 

Los servidores públicos que en desarrollo de lo 
expuesto tienen competencia para contratar en repre­
sentación de las entidades a las cuales pertenecen 
son el Presidente del Seriado de la República, el 
Presidente de la Cámara de Representantes , los Pre­
sidentes de la Sala Administrativa del Consejo Supe­
rior de la Judicatura y de sus Consejos Seccionales, 
el Fiscal General de la Nación, el Contralor General 
de.la República, el Procurador General de la Nación, 
y el Registrador Nacional del Estado Civil . 

A nivel territorial tendrán la misma competencia 
los _gobernadores de los departamentos, los alcaldes 
municipales y de los distritos capital y especiales . 
También la tendrán los representantes legales de las 
regiones, las provincias , las áreas metropolitanas y 
los territorios indígenas . 

En este punto, es decir, en relación con el sujeto 
público que contrata se presenta un cambio con la 
legislación vigente . 

En efecto� el estatuto no se refiere a personas y por 
tanto no paf!e del supuesto de que los entes público!) 
contratafite·s son exclusivamente la nación colombia- · 

na y fas_ enti����s' �l{sceritralizadas, dotadas todas· 
ellas por,d,efiniCió� .. d� per�on,eríajurídic;a. , . .  , , . 

El proyecto respeétó de la competenCia paia con­
tratar alude a entidades estatales, sin que sean identi­
ficadas a la noción de personalidad jurídica. Lo 
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anterior significa que al referirse a la competencia, y 
por tanto, a los sujetos del contrato, no se "hable 
solamente de personas como ocurría en el pasado, 
sino por lo que hace al sector oficial de la contrata­
ción, a la parte pública dél contrato, al extremo 
público del contrato hablamos de entidfldes públicas 
y al hablar de entidades públicas no es necesario que 
ellas tengan personería jurídica"2º. . 

9. Preferencia de las ofertas nacionales 

La meticulosa y amplia protección a la industria y 
al trabajo nacionales contemplada a partir del artícu­
lo 268 del Decreto 222 de 1 983 , se encuentra plena­
mente justificada dentro del marco proteccionista 
que orientó la actividad económica por varios lus­
tros . Sin embargo, la apertura de la economía nece­
sariamente tiene que afectar el esquema tradicional 
de forma tal que se alcance verdadera uniformidad y 
eficacia en la política económica. 

Para lograrlo, si bien debe protegerse a los oferen­
tes y bienes y servicios de origen nacional , su conte­
nido tendrá que adecuarse a las exigencias de una 
política de apertura. En este sentido, el proyecto en 
su artículo 21  consagra un sano criterio de libre 
competencia entre los oferentes nacionales y ex­
tranjeros, favoreciendo siempre la opción que mejor 
convenga al interés público, pero prefiriendo la ofer­
ta de bienes y servicios de origen nacional cuando las 
condiciones para contratar resulten iguales . Es decir 
que se apoya a la industria, a la ingeniería y a la 
consultoría nacionales dentro de un marco de libre 
competitividad. 

Ahora bien, no sólo la protección y la preferencia 
de las ofertas nacionales se obtiene cuando se pre­
sente igualdad en las condiciones para contratar, 
sino que también se alcanza, como lo preceptúa el 
primer inciso del citado artículo, a través de la pros­
cripción en cuanto atañe a la exigencia de todos 
aquellos requisitos y condiciones que no se impon­
gan a los oferentes de origen extranjero . 

Así mismo, la filosofía que informa tal norma se 
cumple al establecer en forma imperativa el deber de 
analizar la conveniencia de efectuar la desagrega= 
ción tecnológica y de realizar pluralidad de procedi­
mientos de selección reglada cuando se trate de la 
ejécución de proyectos de inversión. 

Por último, el artículo 22 precisa que será el Go­
bierno Nacional el que determinará qué debe enten­
derse por bienes y servicios de origen nacional . 

10.  Registro de proponentes 
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tratos ejecutados, cuantía, plazo, sanciones impues­
tas y término de duración). 

<;:on base en la información suministrada, las cá­
maras de comercio clasificarán a los proponentes de 
acuerdo con la naturaleza de los bienes o servicios 
ofrecidos. Para efectos del registro y la clasificación 
y con el propósito de mantener la igualdad de oportu­
nidades y de preservar la economía, el proyecto 
di_spone que se establecerá un formulario único y se 
determinarán los dlocumentos estrictamente indis­
pensables que se deberán exigir. 

Como consecuencia de lo anotado, la información 
contenida en el registro deberá ser lo más completa 
posible respecto del futuro contratista, en orden a 
que la calificación de la persona inscrita se realice 
únicamente con base en los datos e informaciones 
que consten en la certificación que expida la Cámara 
de Comercio. Corresponderá a cada entidad en cada 
caso particular de licitación o concurso proceder a la 
calificación de las propuestas . Tal calificación résul- · 

tará de la comparación de las mismas con los corres­
pondientes pliegos de condiciones o términos de 
referencia, en los cuales deben definirse no sólo 
reglas objetivas, justas y claras , sino que también se 
deben indicar "los requisitos objetivos necesarios 
para participar en el correspondiente proceso de se­
lección' ' .  De este modo la entidad calificadora se­
leccionará los proponentes que cumplan los requisi­
tos mínimos de naturaleza objetiva necesarios para 
participar en la licitación o concurso y entre ellos 
evaluará las propuestas _de acuerdo con los criterios 
de selección y su correspondiente ponderación, 
igualmente definidas en forma clara y precisa en los 
pliegos de condiciones o términos de referencia. 

Con la fórmula adoptada se evita uno de los focos 
de mayor corrupción que en materia de contratación 
se presenta. En efecto, la calificación general y pre­
via al proceso de selección que de los proponentes se 
hace no ha producido consecuencias positivas para 
la rectitud de la selección. Por ello, se prevé la 
calificación particular para cada licitación o con­
curso. 

El alcance conferido al registro por la disposidón 
comentada proporcionará, sin duda, mayor agilidad, 
organización y veracidad en los procedimientos, lo 
que refuerza el propósito general del proyecto en 
cuanto busca convertirse en un estatuto que garanti­
ce la diáfana, eficaz, responsable y oportuna gestión 
de la administración pública. 

V. PRINCIPIOS QUE RIGEN 
LA CONTRATACION ESTATAL Con el propósito de unificar procedimientos y 

simplificar trámites , el proyecto en su artículo 22 El nuevo estatuto contractual , en consonancia con establece que quienes aspiren a celebrar contratos 
con entidades estatales , se inscribirán en un único lo dispuesto en el artículo 209 de la Constitución 
registro de proponentes que será llevado por las Política, según el cual la función administrativa debe 
cámaras de comercio. Se busca con tal medida sub- ?esarrollarse co_n fund�me�to en los �rincipi�s de 
sanar las consecuencias que se derivan de la variedad �guald�d, _moralidad,_ e_ftcacia, economia, celend�d, 
hoy imperante en cuanto concierne al registro. � It?I?arciahdad y pubhc1dad, se estructura �obre pnn-

Las Cámaras de Comercio han demostrado ser c1p1os generales a los cuales deben sujetarse las 
entes preparados y eficientes que, por tanto, garantí- entidades públicas y los contratistas en su actuar 

1 b d d b fi 
. d 1 d" . .  , s · bº contractual . zan a on a y ene ic1os e a ispos1c10n. 1 ien E d d .d 1 · · · 

· d 1 
· d h · ·d 1 n este or en e 1 eas os pnnc1p1os e transpa-e registro e proponentes a constitm o por reg a . , ' 

bTd d r general un requisito previo para la contratación, el rencia, ec�nomi.� Y resp�nsa 1 1  a que �xp 1care-
ro ecto lo exi e únicamente respecto de contratos mos a contmuac1on c?n�tltuyen una �spec1e de tabla 

�e �bra, consuftoría, compraventa y suministro de de �� ley que deben as1m1lai: los usu�
-
� de la contra­

bienes muebles y prestación de servicios . tac1on: y que a su vez estan conce 1 ?� como una 
En el registro constarán todos aquellos aspectos �arantia, de tal man�ra que la contratac1on se �o�so­

que se consideren indispensables para el cabal cono- hde como u� e�caz mstrumento para el cumphm1en­
cimiento por parte de la administración pública de su to de los objetivos estatales · 
eventual .contratante. Por ello, se prevé que en él se 
inscribán, entre otras circunstancias, lo i.elativo a la· 
exist�ncia y .representación del contratista, Jos hechos 
que _per�Üan estabiecer un adecuado conoci­
miento acercá de sus condiciones de idoneidad mo­
ral , técnica y financiera, así como toda aquella infor­
mación que resulte útil al proceso de selección (con-

2º ESGUERRA PORTOCARRERO; Juan Carlos. Semina­
rio sobre el futuro régimen de la Contratación Pública. Cámara. 
de Comercio. Consejería para la Modernización del Estado. 
Cali, julio 3 de 1992. 
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1 .  Principio de transparencia 

El artículo 24 del proyecto contempla el principio 
de transparencia en virtud del cual se garantiza en 
primer lugar la imparcialidad y por consiguiente la 
escogencia objetiva de contratistas aun en los casos 
de contratación directa o urgente. 

También se prevé que los interesados pueden ejer­
cer el derecho de contradicción en los procesos con­
tractuales, y por ello se dispone que las actuaciones 
de las aut01idades sean públicas , permitiendo el ejer­
cicio del derecho de que trata el artículo 273 de la 
Constitución Política, de acuerdo con el cual el acto 
de adjudicación de una licitación puede tener lugar 
en audiencia pública. 

De otra parte, se prevé que en los pliegos de 
condiciones se definan reglas de juego claras y com­
pletas que sin duda conducirán a una selección obje­
tiva y a la consecuente confección de ofrecimientos 
que se ajusten a los requerimientos de los entes 
públicos, evitando así que la entidad se vea abocada 
a declarar desiertos los procesos de selección. 

Como se observa, el principio de transparencia 
involucra vatios conceptos básicos como son los de 
selección objetiva, contradicción, publicidad y mo­
ralidad administrativa, entre otros, los cuales deben 
presidir la actuación de· la administración pública. 

2. Principio de economía 

En desarrollo de este principio consagrado en el 
artículo 25 , el administrador deberá tener presente 
que los requisitos y condiciones establecidos por los 
procedimientos en las diversas etapas contractuales 
se deben interpretar de manera tal que no haya lugar 
a crear trámites o requisitos distintos de los expresa­
mente contemplados. 

Se hace énfasis en que los trámites contractuales 
deben adelantarse con austeridad de medios, tiempo 
y gastos, impidiendo las dilaciones que retarden la 
ejecución de la obra o servicio o que perjudiquen los 
intereses del Estado o del Contratista. 

Para el cumpliimiento del mismo principio de eco­
nomía se suprimen gran cantidad de revisiones y 
autorizaciones, respecto de los cuales se hicieron en 
su oportunidad los correspondientes comentarios. 

Igualmente, dispone el proyecto que las autorida­
des no exigirán sellos, autenticaciones ,  reconoci­
mientos de firmas ni formalidades , salvo que en 
forma expresa así lo exijan leyes especiales. 

En torno al tema de las garantías se dispone que el 
contratista preste garantía única que ampare el cum­
plimiento de todas y cada una de ·las obligaciones 
derivadas del contrato, la cual puede consistir en el 
otorgamiento de pólizas de seguros, garantías banca­
rias y, excepcionalmente, en prendas, hipotecas, 
avales, fianzas o cualquier otro medio jurídico idó­
neo que ofrezca seguridad suficiente. 

En relación con este aspecto, cabe señalar que 
cuando la garantía consiste en pólizas de seguro no 
tendrá lugar la terminación automática del contrato 
de seguro por falta de pago de la prima, cuestión ésta 
que contempló la Ley 45 de 1 990 y que obviamente 
se mantiene para todos los demás seguros diferentes 
de los que amparan contratos de las entidades estata­
les. Igualmente se prevé que el contrato de seguro no 
expirará por revqcatoria unilateral . 

Con el propósito de lograr la efectividad de las 
reclamaciones que formulen las entidades estatales a 
las compañías aseguradoras, se prevé que la declara­
toria de caducidad será constitutiva del siniestro de 
incumplimiento (art. 1 8) ,  de tal manera que no ten­
drá lugar, en estricto rigor, la objeción a dicha recla­
mación en la forma en que está previsto tal mecanis­
mo en la legislación mercantil y, en consecuencia, 
las mencionadas compañías pueden hacer valer sus 
derechos mediante la impugnación del referido acto 
administrativo según las normas generales que rigen 
la materia. 
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Cabe destacar igualmente la figura del silencio 
administrativo positivo que operará en todos aque­
llos casos en que la entidad estatal no se pronuncie 
dentro de los dos meses siguientes a la formulación 
de peticiones o autorizaciones de naturaleza contrac­
tual . 

3 .  Principio de responsabilidad 

Si bien el proyecto parte del otorgamiento de una 
gran autonomía en cabeza de los administradores de 
la cosa pública y una contratación semejante a la de 
los particulares, desprovista de la exorbitancia que 
hasta el presente ha caracterizado la legislación con­
tractual, se dispone como contrapartida la aplicación 
del principio de responsabilidad en la gestión con­
tractual tanto para servidores · públicos como para 
contratistas . 

Conforme a este principio los servidores públicos 
están obligados a cumplir los fines de la contrata­
ción, vigilando la correcta ejecución de lo contrata­
do y velando por la protección de los derechos de la 
entidad y del contratista. 

Para garantizar su cumplimiento se prevé que los 
servidores públicos que intervengan en los procesos 
contractuales son responsables civil , penal y disci­
plinariamente. 

Entre otras conductas que harán al servidor públi­
co incurrir en las modalidades de responsabilidad 
anotadas y que justifican la aplicación de las sancio­
nes pertinentes cabe citar, a título de ejemplo, las 
siguientes: la iniciación de procesos de selección de 
co.ntratistas sin que exista la autorización necesaria 
para ello: contratar sin que en el presupuesto respec­
tivo exista la apropiación para efectuar el gasto que 
se pretende contratar; contratar sin que se hayan 
realizado o completado los estudios, proyectos de 
factibilidad o diseños del bien o servicio objeto de la 
futura contratación; cuando no adjudique el contrato 
sin que exista caúsa justificada para ello; por no 
tomar las medidas necesarias tendientes a restablecer 
la economía del contrato; cuando haga uso de los 
poderes o privilegios pactados en el contrato sin que 
· existan motivos o razones que justifiquen su utiliza­
ción o cuando éste se haga con abuso o desviación de 
poder. 

Debe mencionarse que se amplía el término de 
caducidad de las acciones y en el caso de la responsa­
bilidad civil ésta se hace extensiva a los causaha­
bientes del servidor público. 

Un aspecto fundamental que debe destacarse.con­
siste en que la responsabilidad de la dirección y 
manejo de la actividad contractual y de los procesos 
de selección se atribuye al jefe o representante de la 
entidad y no a las juntas, consejos directivos, corpo­
raciones administrativas u órganos de dirección, con 
lo cual se busca evitar que la responsabilidad deriva­
da de dichas actuaciones termine diluyéndose entre 
el representante o jefe de la entidad y las personas 
que integran dichos organismos. 

Respecto de los particulares contratistas , así como 
de los ase'Sores, consultores e interventores que par­
ticipen en los procesos contractuales el proyecto 
señala que deberán responder civil y penalmente, 
por las conductas dolosas o culposas en que incurran 
en su actuar contractual tales como el participar en 
un proceso de selección a pesar de tener conocimien­
to de la inexistencia de autorizaciones para su ejecu­
ción, cuando suscriban el contrato no obstante cono­
cer las circunstancias de inhabilidad o incompatibili­
dad en que se hallen incursos: cuando no adopten las 
medidas o decisiones necesarias para iniciar el con­
trato en la época prevista o pactada, por obstaculizar . 
las labores o actividades de vigilancia del contrato, 
así como cuando entregue bienes o preste servicios 
de calidad o especificaciones diferentes, o cuando 
formulen propuestas en las que se fijen condiciones 
económicas y de contratación artificialmente bajas 
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con el propósito de obtener la  adjudicación del con­
trato, entre otros casos (art. 26) . 

VI . ASPECTOS GENERALES 
SOBRE LA SELECCION OBJETIVA 

La falta de claridad soore los propósitos y fines de 
la contratación ha derivado en la imposición de trá­
mites excesivos que entorpecen enormemente la ac­
tividad de la administración y de los particulares en 
ese campo, al punto que, como se indicó anterior­
mente, en varios casos el término entre la apertura de 
la licitación y la iniciación de las obras es de tres y 
hasta de cuatro años. De otra parte , la exigencia de 
innumer�bles requisitos ha determinado un ostensi­
ble entrabamiento de Ja gestión administrativa en 
materia de contratación. 

De allí que el principio contemplado en el artículo 
3° del proyecto, según el cual tanto Jos servidores 
públicos como los particulares que contratan con Ja 
administración deben obrar bajo el claro e inequívo­
co entendimiento de que una de la.s finalidades esen­
ciales de la contratación estatal la constituye, preci­
samente, el cabal cumplimiento de los cometidos 
estatales, impone partir del criterio de la buena fe de 
sus actuaciones e implica, por ello, la simplificación 
de trámites, requisitos y procedimientos ,  en el ámbi­
to de un estricto régimen de responsabilidad correla­
tivo. Dicho principio encuentra un complemento de 
significativa importancia consistente en el deber de 
escoger al contratista mediante la selección objetiva, 
aspecto éste que el estatuto anterior no contemplaba 
de manera explícita. · 

En ese sentido, los artículos 24 y 29 del proyecto 
consagran expresamente ese deber de aplicar tal cri­
terio de escogencia del contratista, para resaltar có­
mo la actividad contractual de la administración de­
be ser en un todo ajena a consideraciones capricho­
sas o subjetivas y que, por lo tanto, sus actos deben 
llevar siempre como única impronta la del interés 
público. 

. A nadie escapa que la acertada escogencia del 
particular que colaborará en el logro de los cometi­
dos estatales vinculados a una determinada actividad 
de la administración, constituye un factor primordial 
cuya inobservancia puede comprometer virtualmen­
te la eficaz ejecueión del contrato y, por consiguien­
te, la satisfacción misma del interés público que ha 
debido tenerse presente al tiempo de su celebración. 

En orden, pues, a garantizar que la decisión de la 
administración sobre esa importante materia, se pro­
duzca en forma tal que apunte exclusivamente al 
cabal cumplimiento de tales propósitos, el proyecto 
precisa en su artículo 29 que la selección objetiva 
consiste en la escogencia del ofrecimiento más favo­
rable para la entidad, con lo cual se recoge la esencia 
del artículo 33 del actual estatuto, haciendo énfasis 
en la improcedencia de considerar para tal efecto 
motivaciones de carácter subjetivo y estableciendo, 
a título meramente enunciativo, los factores determi­
nantes de la escogencia. 

Adidonalmente el aludido artículo del proyecto 
exige que la ponderación de esos factores conste en 
forma clara, detallada y concreta en los respectivos 
pliegos de condiciones, cuadernos de requisitos o 
términos de referencia, o en el análisis previo a la 
SQ&cripción del contrato si se trata de contratación 
directa, buscando con ello cerrar la puerta a cual­
quier arbitrariedad en la decisión administrativa de 
selección. Con ese mismo propósito la prenombrada 
disposición establece que la favorabilidad de la pro­
puesta no puede obedecer a factores diferentes de los 
enunciados en los referidos documentos contentivos 
de requisitos y condiciones o fundamentada exclusi­
vamente en alguno de ellos o en la sola y simple 
consideración del más bajo precio o menor plazo 
ofrecidos. 
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Así mismo se impone a la administración la obli­
gación de efectuar comparaciones de propuestas me­
diante diversos mecanismos, entre ellos el cotejo de 
los diferentes ofrecimientos, la consulta de precios o 
condiciones del mercado y los estudios de los orga­
nismos consultores, todo ello enderezado a que la 
evaluación de las propuestas se adelante de una ma­
nera razonada y con fundamento en todos los facto­
res de selección considerados en su conjunto. Sobre 
este particular, cabe destacar que la administración 
al llevar a cabo el análisis comparativo de las pro­
puestas debe obviar la ausencia de requisitos o docu­
mentos referentes a la futura contratación o al ofe­
rente en cuanto no resulten precisamente indispensa­
bles para cumplir dicho cometido. 

Ha de entenderse que esta previsión hace referen­
cia a documentos o requisitos que resulten super­
fluos desde el punto de vista del juicio comparativo 
de favorabilidad que debe adelantar la administra­
ción, de tal suerte que no puede aducirse su ausencia 
para desestimar ofertas , lo cual constituye un corola­
rio necesario del principio de la economía previsto 
expresamente en el artículo 25, numeral 14 del 
Proyecto en estudio y una garantía adicional de la 
igualdad de oportunidades .  

S e  hace de esta forma explícito que el propósito de 
los procedimientos de selección consiste en garanti­
zar dicha igualdad, así como permitir que la admi­
nistración escoja a quien ofrezca las mejores condi­
ciones para la satisfacción de la finalidad de interés 
público que ella pretende alcanzar con la contrata­
ción, todo ello en un contexto de máxima eficiencia, 
transparencia, agilidad, oportunidad y, obviamente, 
de una estricta responsabilidad. 

1 .  Excepciones a los procedimientos reglados 
de selección objetiva 

El proyecto mantiene como regla general la utili­
zación de procedimientos reglados de selección 
objetiva del contratista, fijando, por vía de excep­
ción, los eventos en que puede prescindirse de ellos, 
lo que afirma la orientación que sobre la materia ha 
mantenido nuestra legislación desde el Código Fis­
cal de 1 873 en cuanto que su justificación estriba, 
esencialmente, en los conceptos de seguridad, co­
rrección y moralidad administrativas, así como en el 
principio de igualdad de oportunidades para que 
cualquier persona que esté en posibilidad de contra­
tar con la administración tenga acceso a ella. 

En este sentido, el artículo 24 del proyecto, con­
templa de una manera expresa los casos o eventos 
excepcionales en los que no se exige cumplir proce­
dimiento alguno de selección, manteniendo así el 
esquema del anterior estatuto y buscando incluir los 
diferentes eventos en los que por razón del objeto o 
naturaleza del contrato de que se trate o de otras 
circunstancias claramente justificables , la utiliza­
ción del procedimiento reglado de selección resulte 
inconveniente, inapropiado o, incluso, innecesario, 
sin que ello impida, claro está, el ejercicio del con­
trol de la contratación directa por parte de las autori­
dades competentes.  

Si bien, como se indicó, la utilización de procedi­
mientos reglados de selección objetiva se constituye 
en la regla general, entre los casos de excepción se 
destaca el relativo a la urgencia manifiesta que el 
artículo 36 regula de una manera más precisa en 
orden a facilitar su legítima utilización. Con tal fin se 
elimina el requisito de la calificación del Consejo de 
Ministros y se incluye un detalle enunciativo de los 
posibles factores configurativos de dicha situación 
de excepción, los cuales se vinculan esencialmente 
con situaciones evidentes de calamidad pública o 
que afecten de manera inminente la prestación del 
servicio, circunstancias que, por su propia naturale­
za, determinan la imposibilidad de acudir a procedi­
mientos de escogencia reglada. Se pretende de esa 
forma, facilitar al máximo la actuación de la admi-
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nistración frente a eventos excepcionales que recla­
man su pronta intervención. 

Esta mayor libertad de acción para conjurar ese 
tipo de circunstancias, encuentra su contrapeso en la 
exigencia de enviar el contrato o los contratos suscri­
tos con base en la urgencia, al examen del correspon­
diente Tribunal Administrativo junto con el acto 
administrativo que la declaró a fin de establecer, 
mediante un proceso en el que se contempla la inter­
vención del Ministerio Público y la citación y au­
diencia del funcionario que apeló a dicho mecanis­
mo excepcional , la existencia de los hechos y cir­
cunstancias constitutivas de tal declaración y, en su 
caso , la atribución de responsabilidades y la imposi­
ción de las sanciones pertinentes , todo ello en orden 
a evitar los abusos -que se han presentado con la 
utilización de dicho expediente, sin detrimento de la 
agilidad y flexibilidad impuesta por la propia natura­
leza de los hechos que lo constituyen. Ahora bien, 
con el propósito de alcanzar la finalidad perseguida 
con los contratos de urgencia, el parágrafo del ar­
tículo 35 establece que la autoridad administrativa 
directamente realizará los traslados o modificacio­
nes presupuestales correspondientes. 

Finalmente, conviene destacar la posibilidad de 
ejecutar el objeto contractual sin alcanzar acuerdo 
sobre la remuneración ya que algunas veces ese 
acuerdo puede dilatar la inmediata realización del 
contrato, ocasionando efectos negativos dada la ne­
cesidad de atender el hecho calamitoso en forma 
urgente. Por ello, tal remuneración se podrá pactar 
con posterioridad al inicio de la ejecución de lo 
contratado. En caso de desacuerdo la propia norma 
prevé los procedimientos a que se debe apelar en 
procura de lograr la armonía contractual (artículo 
35) . 

2. La declaración de desierta 
de la licitación o concurso 

Como un corolario de la eliminación del requisito 
de la concurrencia obligatoria de propuestas en los 
procedimientos de selección, el proyecto suprime la 
obligación de declarar desierta la licitación o concur­
so por esa causa, pues ha sido justificada y, por lo 
demás, reiterada la crítica que de tiempo atrás se lia 
formulado a ese imperativo en cuanto que por defini­
ción el proceso de selección debe adelantarse en 
forma absolutamente transparente y, por consiguien­
te, con plenas garantías de información y publicidad 
que aseguren la igualdad de oportunidades, resultan­
do por ello carente de toda justificación que en el 
evento de presentarse un solo proponente · que de 
acuerdo con el criterio de selección objetiva reúna 
los requisitos y cumpla las condiciones exigidas por 
la entidad pública contratante, ésta deba abstenerse 
de contratar con dicho proponente por no haber habi­
do concurrencia, viéndose de esa manera abocada a 
la necesidad de realizar un nuevo proceso licitatorio 
o de concurso que, a todas luces, no se compadece 
con los criterios de agilidad, eficiencia y oportuni­
dad que deben predominar en las actuaciones admi­
nistrativas . 

Por estas razones y como un desarrollo específico 
del principio de la economía, el artículo 25 , numeral 
1 7  del proyecto, establece claramente que la .declara­
toria de desierta de la licitación o concurso única­
mente procederá por motivos o causales constituti­
vos de impedimentos para la escogencia objetiva, 
como cuando ninguno de los proponentes cumple los 
requisitos y exigencias contemplados en el respecti­
vo pliego de condiciones , de tal manera que si la 
administración se ve en el caso de hacer tal declara­
ción, tiene el deber ineludible de sustentar en forma 
precisa y detallada las razones o móviles determi­
nai;ites de la decisión adoptada en ese sentido. 

Adicionalmente, debe tenerse en cuenta que en 
orden a evitar que se presente la necesidad de tal 
declaración, y dentro del propósito de asegurar una 
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selección objetiva y garantizar la igualdad de oportu­
nidades, el numeral 5° del artículo 24 impone una 
regla de conducta a las autoridades en virtud de la 
cual en la elaboración de los pliegos de condiciones , 
términos de referencia o cualquier otra clase de cua­
dernos de requisitos, deben quedar definidas en for­
ma clara y completa las reglas de juego del concurso 
de tal manera que se dé cabal cumplimiento a los 
mencionados objetivos, todo lo cual implica, que en 
la ejecución de dicha tarea las autoridades deben 
obrar con la máxima diligencia. 

3. Publicidad y motivación en 
el proceso de selección 

La publicidad constituye, sin duda alguna, uno de 
los principios cardinales que deben presidir el ejerci­
cio de la función administrativa, tal como expresa­
mente lo contempla el artículo 209 de la Constitu­
cion. Con razón se ha dicho que es de la esencia de 
las instituciones democráticas el carácter público de 
las actuaciones de la administración, al punto que 
sólo excepcionalmente resulta admisible una con­
ducta diferente. 

En materia de contratación estatal , dicho princi­
pio garantiza tanto la igualdad de oportunidades para 
todos los proponentes , como el adecuado control del 
proceso de selección , además de hacer insospecha­
ble el proceder de los servidores públicos que han 
intervenido en su desarrollo. 

Con fundamento en las expresadas consideracio­
nes, el artículo 30 del proyecto contempla un régi­
men de publicidad tendiente a dotar de total transpa­
rencia a los procesos contractuales, empezando por 
la divulgación que está obligada a efectuar la entidad 
pública de los actos relativos a la apertura de licita­
ciones , concursos y demás procedimientos reglados 
de selección mediante su publicación en diarios de 
amplia circulación en el territorio de su jurisdicción, 
exigencia que el anterior estatuto imponía únicamen­
te cuando se trataba de licitaciones públicas . 

Así mismo, se otorga la facultad a los oferentes de 
conocer inf9rmes , conceptos y decisiones produci­
dos en el curso del proceso, con el propósito de 
permitirles la formulación de observaciones y repa­
ros ,  esto es, para que puedan discutirlos o controver­
tirlos en orden a preservar la igualdad de oportunida­
des (artículo 24, inciso 2°) . 

En idéntico sentido, y recogiendo iniciativas con­
tenidas en proyectos anteriores , el numeral 8° .del 
artículo 30 ordena que los informes de evaluación de 
las propuestas sean puestos a consideración de los 
proponentes por un término de cinco (5) días para 
efectos de que formulen las observaciones que esti­
men pertinentes. Se busca con ello no sólo dar a 
conocer los estudios de cada una de las propuestas y 
su evaluación, sino también que los administradores 
reciban cierta colaboración de los participantes en el 
proceso de selección, quienes, para el efecto tienen 
la oportunidad de ilustrar a la administración sobre 
hechos o circunstancias relevantes y que eventual­
mente hayan pasado desapercibidas . 

Se precisa, por otra parte, que dicha facultad no es 
susceptible de utilizarse para completar, modificar o 
mejorar las propuestas, habida cuenta que se trata de 
un mecanismo cuyo único objetivo es el de asegurar 
que el proceso de evaluación se efectúe en un todo 
exento de interpretaciones o apreciaciones erróneas. 

Un necesario complemento de los instrumentos de 
publicidad referidos, lo constituye la obligación de 
las autoridades contemplada en el mismo artículo 
24, de suministrar copias de la actuación adelantada 
y de las propuestas presentadas a cualquier persona 
que demuestre interés legítimo , respetando las res­
tricciones legales derivadas de la reserva de actos o 
documentos ,  lo cual constituye una manifestación 
concreta del derecho previsto en el artículo 74 de la 
Carta. 
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En adelante, pues, no habrá lugar a situaciones de 
misterio y sigilo que generalmente han rodeado la 
obtención de información que los proponentes están 
en el legítimo derecho de conocer. 

4. Audiencia pública de adjudicación 

En concordancia con lo anterior, el numeral 1 O del 
artículo 30 dispone que el acto de adjudicación se 
realice en audiencia pública, lo cual constituye la 
máxima manifestación del principio de la transpa­
rencia en desarrollo y aplicación práctica del precep­
to contenido en el artículo 273 de la Carta. Ello 
corresponde, así mismo, a la obligación 'que a las 
autoridades impone el artículo 24, numeral 3º en el 
sentido de que sus actuaciones deben ser públicas en 
orden a garantizar, precisamente, el derecho consa­
grado en la prenombrada disposición de nuestro or­
denamiento constitucional. 

De esta formna, el proyecto establece los casos en 
que procéde la audiencia pública de adjudicación y 
las condiciones en que ésta se llevará a cabo. 

Igualmente, se determinan las condiciones de rea­
lización de la audiencia y las personas que deben 
intervenir en ella. 

Un adecuado régimen de publicidad de la activi­
dad contractual de la administración no es por sí solo 
suficiente para garantizar la imparcialidad, objetivi­
dad e igualdad de oportunidades, como tampoco lo 
es para impedir eventuales decisiones caprichosas o 
arbitrarias de las autoridades. De allí que el artículo 
24, numeral 6°, del proyecto exija, que con excep­
ción de los actos de mero trámite, todos aquellos que 
se profieran en desarrollo o con ocasión de la activi- , 
dad contractual deben motivarse en forma detallada 
y precisa, destacándose entre ellos los informes de 
evaluación, el.acto de adjudicación y la declaratoria 
de desierto del proceso de escogencia. 

Como lo ha sostenido reiteradamente la jurispru­
dencia del Consejo de Estado, las decisiones en 
materia de contratación no pueden tener motivacio­
nes secretas ni preferencias que se queden en el fuero 
interno de los funcionarios y,  por ende, los funda-

. mentos en que ellas se apoyaron deben quedar razo­
nadamente expresadas . 

La administración queda de esta forma vinculada 
exclusivamente al deber de buscar el cabal cumpli­
miento de los cometidos estatales inherentes a su 
actividad contractual , despojándose por lo tanto, de 
cualquier interés particular o motivación subjetiva 
que la lleve a incurrir en desviación o abuso de 
poder. 

Cabe agregar que la aplicación práctica de los 
·principios aludidos se orienta, en definitiva, a lograr 
que la contratación estatal sea eficaz, en términos de 
alcanzar el fin o propósito público perseguido eón la 
celebración del contrato, y al mismo tiempo que 
dicha actividad sea un proceso inobjetable despro­
visto de toda sospecha de inmoralidad que tan grave­
mente perjudica a la administración pública. 

5 .  Procedimientos de selección objetiva 

Habida consideración que el proyecto de ley en 
estudio, tal como se ha púesto de manifiesto a lo 
largo de esta exposición, se estructura bajo el esque­
ma de un conjunto normativo de principios y de 
reglas generales orientados a imprimir agilidad y 
eficiencia a la actuación de la administración y de los 
particulares en el campo de la contratación, se regula 
en el artículo 30 un procedimiento de selección que 
comprende las etapas estrictamente necesarias para 
asegurar la objetividad de la escogencia pero en un 
marco de flexibilidad en lo relativo al trárriite del 
proceso que busca un doble propósito: de una parte 
facilitar la aplicación del estatuto a situaciones di­
versas, derivadas de los sujetos, del objeto y de las 
modalidades de la contratación y, de otra, asegurar 
la permanencia y consolidación de los nuevos princi-

Miércoles 23 de septiembre de 1992 

pios, criterios y directrices de la actividad contrac­
tual de la administración que en él se consagran. 

En consecuencia, atendiendo a la naturaleza del 
objeto a contratar, a las reglas de la recta e idónea 
administración y a los principios y finalidades de la 
ley, las entidades estatales podrán ajustar los ·térmi­
nos y condiciones pertinentes que aseguren la selec­
ción imparcial, objetiva y" ágil del contratista, respe­
tando esa estructura básica de etapas indispensables 
que, en todo caso; deben surtirse . 

En la norma precitada, ' en concordancia con el 
artículo 24, se alude a la licitación o ·concurso, como 
procedimientos básicos de la escogenda objetiva. 

Sobre este particular, cabe agregar que se definen 
dichos procedimientos, recogiendo en esencia su 
concepto tradicional pero haciendo énfasis en que 
siempre se adelantarán ·mediante co�vocatoria o in­
vitación pública y precisando, en el caso del concur­
so, que este procedimiento de selección se aplicará 
para aquellos contratos que tengan por objeto estu­
dios o trabajos técnicos, intelectuales o especializa­
dos, acogiendo así una fórmula ge�érica que involu­
cre todos aquellos contratos en los que predomina 
ese factor técnico o intelectual sobre el material 
como lo son, por ejemplo, los contratos de consulto­
ría, interventoría, obra pública por administración 
delegada y ,  en general , los que tengan dicha 
naturaleza21 •  

VIII. NULIDAD DE LOS CONTRATOS 
Frente al tema de las nulidades el proyecto sigue 

los lineamientos de la Legislación Civil y Comercial 
señalando causales propias de la pec_uliaridad de los 
contratos estatales. 

· 

Especial atención merece la posibilidad de que el 
representante legal de la entidad con�ratante termine 
el contrato mediante acto administrativo debidamen­
te motivado en los casos de contratos celebrados 
contra expresa prohibición constitucional o legal , 
suscritos con personas incursas en causales de inha­
bilidad o incompatibilidad previstas en la ley y cuan­
do se trate de contratos celebrados'.. con abuso o 
desviación de poder. 

Así mismo y en desarrollo del necesario equilibrio 
contractual que debe mantenerse,  el prbyeeto señala 
cómo en caso de declaratoria de nulidad de un con­
trato, ello no impide que el ente público proceda a 
efectuar el reconocimiento y pago de las prestacio­
nes ejecutadas con anterioridad ,a la declaratoria, a 
menos que de la ejecución del contrato anulado o 
terminado no se deriven beneficios para la entidad. 
Se trata, pues , de la aplicación de la regla general 
consagrada en el derecho común, según la cual la 
nulidad por objetó o causa ilícitos no genera acción 
ni excepción. Sin embargo, tal regla se encuentra 
atenuada debido a los postulados del derecho públi­
co en cuanto que propugnan por un Estado justo, al 

· que no le es dable enriquecerse en perjliicio de un 
particular, siri que ello impida, claro está, que se 
adelanten las acciones de responsabilidad a que hu­
biere lugar por razón de la celebración de un contrato 
bajo el conocimiento de que se encontraba viciado 
por circunstancias de esa naturaleza. 

IX CONTROL DE LA GESTION 
CONTRACTUAL 

El proyecto trata en un capítulo especial el tema 
relacionado con el control de la gestión contractual, 

. caracterizado por alinderar claramente las funciones 
de los organismos de vigilancia y control 'como la 
Procuraduría General de la Nación, la Fiscalía Gene..: 
ral de la República y la Contraloría General de la 
República evitando que se conviertan en coadminis­
tradores y desarrollando además, figuras que como 
la de participación comunitaria en los procedimien� 
tos de contratación estatal, es consecuencia dé la 
consagración que hace la Carta Política de 1 99 1  de 
un Estado democrático y participativo. · 
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1 .  Procuraduría General d e  l a  Nación 

Le compete adelantar de oficio o a solicitud de 
parte interesada las investigaciones sobre el cumpli­
miento y observancia de los principios y fines de la 
contratación estatal establecidos en el Estatuto. 

Además la Procuraduría debe adelantar visitas a 
las entidades territoriales , en las cuales se oirán a las 
asociaciones gremiales y comunitarias respecto de 
asuntos que tengan que ver con la contratación regio­
nal y local (artículos 54 y 55). 

2.  Fiscalía General de la Nación 

En concordancia con lo señalado por el artículo 
250 de la Constitución Política la Fiscalía tendrá a su 
cargo la investigación de las conductas constitutivas 
de delitos derivados de la violación del deber ser 
contractual por parte de servidores públicos como de 
contratistas , así como la obligación de acusar a los 
presuntos infractores ante los jueces competentes 
(art. 56). 

3. Contraloría General de la República 

En cuanto al control fiscal a la contratación, el 
Proyecto dispone que éste será única y exclusiva­
mente posterior y selectivo. Ese fue el querer del 
constituyente, y al decir de algunos doctrinantes el . 
único que se justifica tal como parece desprenderse 
de lo expuesto en un foro sobre el tema ' '  . . .  Control 
Posterior, es la única etapa que se justifica. Pretende 
establecer después de que ocurren los hechos , des­
pués de la gestión del administrador, si lo que él 
hizo, bien sea un contrato, un pago, una entrega o un 
recibo esté hecho en forma adecuada, es decir con 
las normas, las competencias y la aritmética, el Con­
trol Posterior en cierta medida reproduce lo que 
ocurrió durante la gestión del administrador. 

Verifica las operaciones aritméticas y la observa­
ción de las disposiciones legales que enmarcan esa 
actividad. Trata de establecer si efectivamente todo 
se hizo ajustado a derecho o a la simple aritmética. 

Ese control desemboca en el establecimiento de 
responsabilidades de carácter fiscal en cabeza de los 
funcionarios que han adelantado la gestión 
administrativa" 22• · 

El Proyecto elimina entonces la denominada 
"dictadura" de los contralores y auditores en mate­
ria de contratación pública circunscribiendo la fun­
ción fiscalizadora al ejercicio de ui:i control financie­
ro, de gestión y de res�ltados mediante la cual se 
evalúe la eficiencia, la economía, la equidad y los 
costos ambientales , tal como lo establece el artículo 
267 de la Carta e impidiendo la coadministración. 

Ese es el sentido que le quiso dar el constituyente 
tal como lo expresa Alfredo Manrique: "La función 
fiscalizadora ejercida por los "organismos de vigi­
lancia o supervisión financiera, contable o fiscal , de 
ninguna manera puede llegar a detentar poderes ca­
paces de causar interferencia o determinar cooparti­
cipación en la actividad administrativa. En otros 
términos: en ningún caso las agencias del control de 
gestión puramente fiscal de la administración pue­
den llegar a constituir paralelamente a ésta un apara­
to de coadministración, pues en tal caso el poder de 
decisión administrativa, lógicamente se desplazaría 
irremediablemente hacia el co-administrador contra­
lor, el cual reuniría en sus manos no sólo la llave de 

21 GONZALEZ RODRIGUEZ, Miguel. La Contratación 
Administrativa en Colombia. Ed. Jurídica Wilches, Bogotá 
1 990, pág. 285. 

22 SALA GAITAN, Ricardo. Ádministración del Estado - Control 
Fiscal, Alcance de Ja Función y Mecanismos de Control - Limitacio­
nes, Universidad de los Andes, Facultad de Derecho. 
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la supervigilancia de gastos, sino también los pode­
res de ordenador del gasto . . .  " (art. 57)23 • 

4. Participación comunitaria en el control 
de la gestión contractual 

El constituyente delegó al legislador la facultad de 
organizar las formas y sistemas de participación que 
permitan vigilar no sólo la gestión pública, sino 
además los resultados de la misma (artículo 270 
C.N.) .  

Por ello , el Proyecto hace efectivo dicho derecho 
ciudadano al conferirle a los interesados en los pro­
cesos contractuales la posibilidad de intervenir en 
los mismos, incluso formulando denuncias ante las 
autoridades competentes sobre las conductas , tanto 
de servidores públicos como de particulares que sean 
constitutivas de delitos o contravenciones en materia 
de contratación administrativa. 

Cabe destacar, que se obliga a las autoridades a 
brindar apoyo especial a las personas y asociaciones 
que fomenten campañas de control y vigilancia de la 
gestión pública contrac.tual. 

Por último, en este tema es necesario mencionar 
que el nuevo estatuto prevé con justificada razón que 
los organismos o entidades gremiales, profesionales 
o universitarios que tengan el carácter de cuerpos 
consultivos del gobierno le prestarán a éste la cola­
boración que requiera en temas relacionados con la 
contratación (artículos 58 y 59) . 

X. RESPONSABILIDAD CONTRACTUAL 

Como se ha expresado a lo largo de la presente 
exposición, el proyecto en estudio se inspira en la 
necesidad de imprimir eficiencia, autonomía y agili­
dad a la actuación contractual de la administración, 
eliminando trámites, procedimientos y requisitos in-

. necesarios que han terminado por entrabar y encare­
cer enormemente una actividad necesaria para el 
logro de los fines estatales a que alude el artículo 2o. 
de la Constitución de 1 99 1 .  

Esta orientación supone, como se ha explicado, 
un cambio en la concepción de la conducta y de las 
facultades de los sujetos que intervienen en la con­
tratación, eliminando la presunción de mala fe que 
parece informar al estatuto vigente. 

Se trata de procurar a dichos sujetos, en el marco 
de unos principios explícitamente señalados, un 
campo de acción tan amplio y flexible como lo 
requiere el cumplimiento de los cometidos estatales 
que directa o indirectamente se les ha encomendado. 

Esa mayor autonomía y agilidad de la actuación 
de los sujetos que intervienen en la contratación 
exige, correlativamente, un régimen de responsabi­
lidad adecuado a esas finalidades. 

El tratamiento de la responsabilidad contractual 
en el estatuto vigente gira fundamentalmente en tor­
no de la conducta del servidor público y en relación 
con hechos vinculados exclusivamente a la celebra­
ción del contrato (pretermisión de requisitos o for­
malidades y contravención de prohibiciones artícu­
los 1 3  y 290 Decreto 222 de 1983) . _ 

El proyecto introduce una modificación sustancial 
en la materia en cuanto que, en primer término, 
contempla expresamente tanto la responsabilidad de 
las entidades públicas (art. 44) , como la que se 
atribuye al servidor público, a los consultores , inter­
ventores, asesores, particulares y a los consorcios 
(artículos 45 , 48 y 49). 

En segundo lugar, no restringe la fuente de la 
responsabilidad a situaciones irregulares vinculadas 
� la celebración del contrato , puesto que la extiende, 
en general , a los hechos u omisiones que se produz­
can en desarrollo de la actuación contractual . Es 
decir que el ámbito de la responsabilidad se amplía 
tanto por razón de los sujetos como de sus fuentes, 
manteniendo, respecto de todas las personas diferen-

Miércoles 23 de septiembre de 1992 

tes de la entidad pública, el criterio de la culpa grave 
o dolo como elemento esencial de su configuración. 

De allí que, como se indicó al tratar genéricamen-· 
te del principio de la responsabilidad, diversas con­
ductas del servidor público o de los demás sujetos 
que intervienen en la contratación, son susceptibles 
de generar responsabilidad civil , penal o discipli­
naria. 

1 .  De las entidades estatales 

En desarrollo de lo preceptuado en el artículo 90 
de la Constitución Política, el proyecto en estudio 
contempla expresamente la responsabilidad de las 
entidades estatales por razón de actuaciones ,  hechos 
u omisiones que, siendo imputables a ellas, generen 
perjuicios al contratista (art. 44) . 

Se trata, claro está, de una responsabilidad patri­
monial y de allí que se contemple, en orden a la plena 
reparación del daño causado, que la indemnización 
comprenda tanto la disminución patrimonial que se 
produzca y su prolongación (entendida esta última 
en términos del deterioro del poder adquisitivo u 
otros factores semejantes) , como el beneficio o pro­
vecho dejado de percibir por el contratista. 

2. Del servidor público 

En desarrollo del aludido principio y en concor­
dancia con lo dispuesto en el artículo 1 24 de la 
Constitución, el proyecto en estudio establece que el 
servidor público responderá disciplinaria, civil y pe­
nalmente por sus hechos y omisiones derivados de su 
actuación contractual, precisando que la responsabi­
lidad disciplinaria procede incluso en los casos de 
culpa leve (artículo 45) .  

Esta consagración genérica de responsabilidad 
por hechos u omisiones del servidor público, armo­
niza con la establecida en el artículo 77 del Código 
Contencioso Administrativo que igualmente es ge­
neral en cuanto que alude a los daños que cause por 
culpa grave o dolo en el ejercicio de sus funciones . 

De otra parte, el artículo 47 consagra la acción de 
repetición de la entidad contra el ·servidor público 
responsable, en desarrollo de lo previsto en el artícu­
lo 90, inciso 2 de la Constitución, precisando que 
puede ser promovida por la propia entidad, por el 
Ministerio Público, oficiosamente por el juez com­
petente o, incluso, por cualquier persona, siempre y 
cuando, no hubiese sido vinculado al proceso respec­
tivo en virtud de la figura procesal del llamamiento 
en garantía. Adicionalmente se dispone que las con­
denas derivadas de la acción civil de responsabilidad 
sólo beneficiarán a la entidad y producen efectos 
respecto de los causahabientes del servidor público. 

3 .  De los consultores, interventores y asesores 
externos 

Habida cuenta que en las actuaciones contractua­
les en las que intervienen consultores, interventores 
o asesores externos, el cabal cumplimiento de la 
finalidad y de los objetivos perseguidos, dependen 
en buena medida de la recta y diligente conducta de 
dichas personas , el artículo 48 del ·proyecto contem­
pla la responsabilidad civil y penal que a ellos pueda 
corresponder por sus hechos u omisiones que causen 
daño o perjuicio a las entidades. 

4. De los contratistas 

El artículo 1 3  del estatuto vigente alude a la res­
ponsabilidad del contratista cuando celebra contra­
tos en contravención ddas prohibiciones legales . El 
artículo 49 del proyecto amplía el marco de dicha 
responsabilidad a cualquier hecho u omisión que, 
habiendo sido cometido por el contratista con dolo o 
culpa grave o con ocasión de su intervención en la 
contratación, cause daño. 
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5 .  De los consorcios y uniones temporales 

Se suele identificar a los consorcios con la figura 
de Joint Venture de:! derecho americano, o el pater­
nish del derecho inglés . Algunos consideran al con­
sorcio como una sociedad de hecho en la medida en 
que no se ha constituido con las formalidades legales 
pertinentes . Otros consideran al consorcio como una 
modalidad de la figura que surge del contrato de 
cuentas en participación. Otros propenden a la tesis 
de que debe considerársele como persona jurídica 
para los solos efectos de la presentación de la pro­
puesta y la celebración y ejecución del contrato. 

El artículo 3° del Decreto 222 de 1 983 , al tratar de 
la autorización para que dos o más personas consti­
tuyan un consorcio, no dice que es para celebrar el 
contrato, sino para presentar conjuntamente una 
misma propuesta. Además, exige que dicha presen­
tación conjunta haya sido autorizada por el represen­
tante legal de la entidad con anterioridad a la apertu­
ra de la licitación o concurso o a la celebración del 
contrato, según el caso. 

El artículo 5° del citado decreto señala que la 
adjudicación se hace a las personas que integran el 
consorcio, no alt consorcio, y se prevé la responsabi­
lidad solidaria entre ellas. 

Puede afirmarse, entonces, que en el esquema del 
Decreto 222 de 1983 el consorcio es simplemente la 

· denominación que se le da a la presentación conjunta 
de una misma propuesta que, en caso de resultar 
favorecida, impone la celebración del contrato con 
todos y cada uno de los proponentes quienes, en tal 
virtud , asumen una responsabilidad solidaria por su 
celebración y ejecución frente a la entidad. 

Ahora bien, el proyecto mantiene como núcleo 
jurídico fundamental del consorcio la responsabili­
dad solidaria de quienes lo integran, pero trae una 
modificación sustancial consistente en reconocerle 
personalidad jurídica para los solos efectos relacio­
nados con el contrato (artículos 6° y 7°) . Se considera 
que esta solución resulta ser la más conveniente en la 
medida en que, dejando atrás todas las discusiones 
en torno a su naturaleza, el hecho de reconocerle1 
personalidad jurídica impone la necesidad de que los: 
consorciados definan unos estatutos básicos que re­
gulen sus propias relaciones y, principalmente, las 
que surgen con la entidad estatal para todos los 
efectos, imponiendo así claridad .y precisión en el 
desarrollo de las mismas y del propio contrato. 

Como se anotó, en.lo relativo a la responsabilidad 
del consorcio, se mantiene el criterio según el cual 
las personas que lo integran responden solidariamen­
te de las obligaciones surgidas con ocasión de la 
propuesta y de la celebración y ejecución del contra­
to. En concordancia con lo anterior, se prevé expre­
samente que las actuaciones , hechos u omisiones 
que tengan lugar en desarrollo de la propuesta y del 
contrato, se imputarán a cada uno de sus miembros. 

En cuanto a la unión temporal, definida igualmen­
te en el artículo 7°, puede decirse que se trata de una 
figura que reúne todas las características genéricas 
del consorcio, siendo su diferencia específica la po­
sibilidad de que quienes la integran determinen cuál 
ha de ser el alcance y contenido de la participación 
de cada uno en la ejecución del objeto contratado, de 
tal manera que, sin perjuicio de la responsabilidad 
solidaria por el cumplimiento de la propuesta y del 

· contrato, los efectos de los actos sancionatorios re­
caigan (!Xclusivamente sobre la persona que incurrió 
en la falta o en el incumplimiento específico de que 
se trate . De esta forma se busca facilitar la participa­
ción conjunta de oferentes nacionales y extranjeros o 
de personas con capacidades.económicas diferentes .  

23 MANRIQUE REYES, Alfredo. La Constitución de Ja Nueva Colom­
bia, PNUD. Gobernación del Valle del Cauca, p. 23 1 ,  1991 . 
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Para estos efectos ,  se prevé que en los pliegos, 
términos de referencia o cuadernos de requisitos , se 
precise si se pueden presentar propuestas, celebrar y 
ejecutar el contrato bajo la modalidad de consorcios 
o de uniones temporales . Igualmente se dispone que 
los proponentes deben indicar bajo qué modalidad 
participan y, en el evento de serlo a título de unión 
temporal , deben precisar los términos y extensión de 
la participación en la propuesta y en la ejecución del 
contrato (artículo 7°, parágrafo 2) . 

Finalmente se prevé que las sociedades constitui­
das bajo cualquiera de los tipos regulados por la 
ley, y cuyo objeto consista exclusivamente en parti­
cipar en un concurso o licitación, así como en cele­
brar y ejecutar el contrato respectivo, la responsabi­
lidad y sus efectos se rijan por las mismas reglas de 
los consorcios, es decir, que quienes integran una 
sociedad de esa naturaleza asuman una responsabili­
dad solidaria en relación con todas y cada una de las 
obligaciones derivadas de la propuesta y del contra­
to, habida cuenta que por tratarse de una persona 
jurídica con objeto y duración limitados , su patrimo­
nio puede eventualmente resultar insuficiente para 
hacer efectivas las indemnizaciones, multas o san­
ciones a que hubiere lugar como consecuencia de 
incumplimiento de la propuesta o de la inejecución 
del contrato o de su ejecución tardía o defectuosa 
(artículo 7º, parágrafo 1 º) . 

6 .  Términos de prescripción 

Por otra parte, el artículo 46 regula lo relativo a la -
prescripción de la acción civil y de la disciplinaria, 
así como la prescripción de la acción penal ,_ estable­
ciendo términos suficientemente amplios para ga- · 

rantizar la efectividad de la responsabilidad. 

7. Sanciones e inhabilidades 

El artículo 50 regula lo concerniente a las sancio­
nes de acuerdo con cada modalidad de responsabili­
dad, destacándose, de una parte, el incremento de 
las sanciones penales pertinentes cuyos tipos siguen 
siendo los previstos en el Código Penal bajo el epí­
grafe de "Indebida celebración de contratos" (ar­
tículos 144-146 C.P.) y, de otra parte, la extensión de 
las inhabilidades a todos los sujetos de la contrata­
ción como consecuencia de la responsabilidad civil, 
penal o disciplinaria en que incurran. 

8 .  Publicidad de las providencias 
sancionatorias 

El cabal cumplimiento del contrato y ,  por ende, 
del cometido estatal que a través de él se pretende 
alcanzar� exige que su celebración se lleve a cabo 
con personas idóneas y de calidades y antecedentes 
irreprochables. Es claro que esta circunstancia úni­

. camente es susceptible de establecerse mediante un 
adecuado sistema de publicidad y de allí que el 
proyecto , además de contemplar el registro único de 
proponentes en las Cámaras de Comercio y para 
determinados contratistas (artículo 22) , impone la 
obligación de publicar la parte resolutiva de los actos 
sancionatorios y de las sentencias condenatorias a 
través de medios de comunicación escritos de amplia 
circulación en el área de jurisdicción de la respectiva 
entidad estatal y por un determinado número de 
veces , siempre que tales providencias se encuentren 
debidamente ejecutoriadas (artículo 3 1 ) .  

En relación con los actos sancionatorios se exige . 
adicionalmente, que sean comunicados tanto a la 
Cámara de Comercio en que se encuentre inscrito el 
contratista para efectos de que se efectúe el registro 
correspondiente, como a la Procuraduría General de 
la Nación. 

Las sentencias condenatorias cuya publicación se 
exige, son aquellas que se profieren a favor de las 
entidades estatales y en contra de servidores públi-
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cos o de particulares, es decir que se trata de provi­
dencias judiciales sobre responsabilidad civil por 
hechos u omisiones en que han incurrido dichas 
personas en la actuación contractual. 

XI . LIQUIDACION DE LOS CONTRATOS 

La liquidación es el procedimiento a través del 
cual una vez concluido el contrato , las partes verifi­
can en qué medida y de qué manera cumplieron las 
obligaciones recíprocas de él derivadas con el fin de 
establecer si se encuentran o no a paz y salvo por 
todo concepto relacionado con su ejecución . 

Como lo ha sostenido reiteradamente la jurispru­
dencia, se trata de un trámite cuyo objetivo primor­
dial consiste en determinar quién le debe a quién, 
qué o cuánto le debe, y por qué se lo debe, todo lo 
cual, como es apenas obvio, supone que dicho trámi­
te únicamente procede con posterioridad a la termi­
nación del contrato. 

Para facilitar el cabal cumplimiento de ese objeti­
vo, el proyecto establece en su artículo 52 un térmi­
no supletivo dentro del cual se debe llevar a cabo la 
liquidación, cuando el mismo no se defina en el 
pliego de condiciones o términos de referencia (art. 
24, numeral 5) .  EI)-iiludido término supletivo se 
contará a partir de la finalización normal del contrato 
o de la terminación del mismo, pretendiendo con 
ello que su trámite se adelante de una manera ágil, 
oportuna y expedita. 

Con idéntica finalidad, se prevé que en dicho 
proceso las partes acuerden los ajustes, revisiones y 
reconocimientos a que hubiere lugar, exigiendo, adi­
cionalmente, que los acuerdos conciliatorios y las 
transacciones que ellas convengan consten en el acta 
de liquidación, lo cual permitirá superar en dicha 
etapa las eventuales diferencias que se susciten evi­
tando, por ende, los entrabamientos que en el curso 
de la misma suelen presentarse . 

Se dispone, por otra parte, que al contratista se le 
exigirá, para efectos de la liquidación, extender o 
ampliar la garantía del contrato con el fin de asegurar 
de manera específica y concreta determinados ries­
gos vinculados, en general, a responsabilidades que 
le incumben con posterioridad a la terminación del 
convenio. 

Finalmente, el artículo 53 del proyecto contempla 
la procedencia de la liquidación unilateral cuando el 
contratista no se presenta al trámite respectivo o 
cuando no se logra acuerdo sobre el contenido de la 
liquidación, casos éstos en los cuales y siguiendo los 
lineamientos del estatuto anterior, la entidad puede 
efectuarla directa y unilateralmente mediante acto 
administrativo sujeto a los recursos legales perti­
nentes . 

XII. DE LA SOLUCION DE LAS 
CONTROVERSIAS CONTRACTUALES 

Siguiendo tesis modernas que _buscan desconges­
tionar los despachos. judiciales de todas aquellas 
materias , respecto de las cuales las propias partes 
puedan arreglar directamente sus diferencias o sus 
conflictos, con lo cual se "devuelve a la comunidad 
la capacidad de solución de conflictos que le quitó 
progresivamente un proceso lento pero persistente 
de jurisdiccionalización . . .  " 24 , y además , como 
efecto trascendental del postulado de la autünomía 
de la voluntad, el cual, como se ha indicado, caracte­
riza al contrato estatal , el proyecto consagró una 
serie de mecanismos ágiles , sencillos, claros que se 
orientan a que las partes contratantes solucionen . 
directamente los problemas no litigiosos y las dife­
rencias y discrepancias surgidas de la actividad con­
tractual , evitando, en lo posible, las vías judiciales . 

Uno y otro evento está expresamente reconocido · 
en el proyecto buscando con ello la transparencia, la 
celeridad, la agilidad, los menores costos y la justi-
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cia contractual. En efecto, "si bien la  administra­
ción en desarrollo de los contratos tiene facultad 
para realizar operaciones de liquidación de obras o 
de trabajos que deben ser pagados al contratista, esto 
es , que tiene competencia suficiente para determinar 
las prestaciones mutuas a que dé lugar el desarrollo y 
ejecución del mismo, sin que ello constituya una 
modalidad de transacción sino el ejercicio de compe­
tencias naturales e inherentes a la propia contrata­
ción, también lo es que, ante eventuales controver­
sias o situaciones en que no resulta posible en ejerci­
cio de dicha capacidad de administración del contra­
to el convenio sobre el reconocimiento de precios, 
costos o sobrecostos del contrato . . .  también. podría 
utilizar su capacidad transaccional a fin de precaver 
un litigio eventual y, por este camino, definir situa­
ciones propias al interior de la relación contractual . . .  
En otros términos, debe entenderse con claridad que 
dentro del desarrollo de un contrato administrativo 
_bien pueden darse los simples convenios, conven­
ciones o acuerdos como expresión normal del desa­
rrollo del contrato, de su administración y ejecución, 
los cuales no envuelven el concepto de contienda, 
litigio o controversia, respecto de los cuales no pue­
de hablarse de la utilización de la capacidad de 
: transigir de la administración, pero también, podrá 
presentarse la celebración de verdaderos contratos 
'd . •  • • 25 : e transacc1on. . .  . 

Por ello se justifican las disposiciones contenidas 
en el artículo 27; numeral 7° del artículo 4°; numeral 
1 º del artículo 5°; numeral 5º del artículo 25; y artícu­
lo 52 entre otras , del proyecto. Y de otra parte se 
permite que si a pesar de ese proceder que se impone 
a las partes y que se orientará a evitar Ja ocurrencia 
de conflictos mediante el manejo adecuado de los 
hechos nuevos que se presentan en desarrollo del 
contrato y con sujeción a las reglas de conducta 
descritas , en la ejecución o desarrollo del contrato se 
presentan conflictos o divergencias, el proyecto con­
templa que sean prioritariamente las partes quienes 
las solucionen directamente a través de mecanismos 
tales como la transacción, la conciliación, el arbitra­
mento, etc . 

De modo que la bondad que puede predicarse del 
proyecto, estriba en que dirime discusiones que de­
bido a la falta de claridad legislativa se han suscita­
do. Tal es el caso de la viabilidad jurídica de la 
transacción en materia de derecho público; además, 
al hacerlo se encuentra a tono con modernas tenden­
cias que pretenden evitar controversias judiciales 
innecesarias . 

Mención especial merece el recurso de anulación 
que el proyecto contempla contra los laudos arbitra­
les , el cual deberá ser resuelto por la Sección Tercera 
de la Sala Contencioso-Administrativa del Consejo 
de Estado. 

De igual manera debe destacarse que se consagra 
un único juez para conocer de las controversias deri­
vadas de los contratos estatales y de los procesos de 
ejecución o cumplimiento. La competencia que al 
respecto se le confiere a la jurisdicción de lo conten­
cioso-administrativo se encuentra de acuerdo con la 
consagración que el proyecto dispone de la única 
categoría contractual: la de los contratos estatales . 
Con ello, además de mantener la uniformidad que lo 
inspira, evitará discusiones que hoy se suscitan en 
torno a una distinción artificiosa que la jurispruden­
cia y la doctrina foránea produjeron y que fue recogí-

24 Exposición de motivos. Ley 23 de 1 99 1 .  

25 MONTES DE ECHEVERRI, Susana. ' ' Transacción y Con­
ciliación en el Derecho Administrativo' ' .  Trabajo presentado a la 
Academia Colombiana de Jurisprudencia. Santafé de Bogotá, julio 
2 de 1992. Páginas 21-23 . . En igual sentido: MIER BARROS, 
Patricia. Seminario sobre el Futuro Régimen de Ja Contratación 
Pública. Cámara de Comercio - Consejería para la Modernización 
del Estado. Bucaramanga, 17 de julio de 1992. 
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da y desarrollada entre nosotros, en tomo a las dos 
categorías contractuales para defender una doble ju­
risdicción, pero que en realidad de verdad tal distin­
ción no es consecuencia de posturas sustanciales que 
la justifiquen, sino por el contrario obedece a cues­
tiones de índole procesal o adjetiva. 

XIII. DISPOSICIONES V ARIAS 

La relación con el interés público presente en la 
celebración de cualquier contrato estatal , justifica Ir 
aplicación a las actuaciones contractuales de las nor­
mas que rigen los procedimientos y actuaciones de la 
función administrativa en cuanto coincidan con la 
filosofía y los principios que han de seguirse en 
materia contractual, así como de las normas del 
Código de Procedimiento Civil , tal como lo prevé el 
artículo 69 del proyecto. 

Esta remisión alude exclusivamente a aspectos 
meramente procedimentales, ya que en lo sustancial 
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ha de predicarse lo expuesto anteriormente cuando 
se hizo referencia a _la autonomía de la voluntad. 

De otro lado, el prenombrado artículo consagra el 
recurso de reposición como el único oponible contra 
los actos administrativos que se expidan a propósito 
del proceso contractual , exceptuando el de adjudica­
ción , el cual , por tanto , no podrá ser recurrido . 

Empero, contra él y los demás actos administrati­
vos podrán ejercitarse las acciones contenciosó-ad­
ministrativas que la ley consagre, siempre y cuando 
la diferencia no se haya sometido a una solución 
arbitral . 

El tránsito de legislación como consecuencia de la 
expedición del nuevo estatuto contractual , no puede 
ser generador de traumatismos ni tropiezos. Para 
precaverlos, el proyecto en sus artículos 70 y 7 1  
consagra las materias que seguirán regulándose por 
ias disposiciones del Decreto 222 de 1 983 y demás 
normas concordantes. En especial conviene mencio­
nar que el Gobierno expedirá el reglamento de fun-
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cionamiento y organización del registro de propo­
. nentes en las Cá�aras de Comercio dentro de los seis 
(6) meses siguientes a la promulgación de la ley. 

La expedición de un único estatuto contractual 
para todo el territorio nacional, exige la derogatoria 
de todas aquellas disposiciones contentivas de esta­
tutos especiales, también de aquellas normas contra­
rias al proyecto, en especial la Ley 1 9  de 1 982 y el 
Decreto 222 de 1 983 , con excepción de algunas 
normas referenciadas en el artículo 73 del proyecto. 

En los anteriores términos se presenta a considera­
ción del honorable Senado de la República el 
proyecto de ley de contratación de la administración 
pública, en la seguridad de que su contenido se verá 
ciertamente enriquecido con los aportes del órgano 
legislativo en el curso de los debates reglamentarios. 
. De los honorables Senadores, 

Jorge Bendeck Olivella 
Ministro de Obras Públicas y Transporte 

SENADO DE LA REPUBLICA PRESIDENCIA DEL HONORABLE SENADO DE LA REPUBLICA, 

Santafé de Bogotá, D.c: 
- SECRETARIA GENERAL - TRAMITACION DE LEYES 

Santafé de Bogotá, D.C.  
2 1  de septiembre de 1 992 

Señor Presidente: 

Con el fin de que se proceda a repartir el Proyecto de Ley No. 149/92 ' 'por la 
cual se expide el Estatuto General de Contratación de la Administración Públi­
ca' ' ,  me permito pasar a su despacho el expediente de la mencionada iniciativa 
que fue presentada en el día de hoy ante Secretaría General. La materia de que 
trata el mencionado proyecto de ley es de competencia de la Comisión I 
Constitucional Permanente. 

El Secretario General del honorable Senado de la República, 
Pedro Pumarejo Vega. 

21  de septiembre de 1 992 

De conformidad con el informe de la Secretaría General , dése por repartido el 
proyecto de ley de la referencia a la Comisión IV Constitucional Permanente, 
para lo cual se harán las anotaciones de rigor y se enviará copia del mismo a la 
Imprenta Nacional con el fin de que sea publicado en la Gaceta Legislativa del 
Congreso. 

Cúmplase: 

El Presidente (E.)  del honorable Senado de la República, 

Alvaro Pava Camelo 
Presidente (E.) 

El Secretario General del honorable Senado de la República, 
Pedro Pumarejo Vega. 






